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PUBLICACIÓN DE AVISO DE LA OFERTA FORMAL DE COMPRA 

AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA – ANI. 
CONCESIONARIA UNIÓN VIAL CAMINO DEL PACÍFICO S.A.S. 

 
AVISO 044 DE FECHA DIECISIETE (17) DE ENERO DE 2025. 

 
La AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA-ANI, Agencia Nacional Estatal de 
Naturaleza Especial, del sector descentralizado de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, 
adscrita al Ministerio de Transporte, según Decreto 4165 del 03 noviembre de 2011; entidad 
con personería jurídica, patrimonio autónomo e independencia administrativa, financiera y 
técnica, con el objeto de planear, coordinar, estructurar, contratar, ejecutar, administrar y 
evaluar proyectos de concesiones y otras formas de Asociación Público Privada - APP, 
suscribió con la CONCESIONARIA UNIÓN VIAL CAMINO DEL PACÍFICO S.A.S., el 
contrato de concesión bajo esquema de APP No. 004 de 2022, para efectos de ejecutar el 
proyecto NUEVA MALLA VIAL DEL VALLE DEL CAUCA-CORREDOR: 
BUENAVENTURA- LOBOGUERRERO-BUGA; delegando a la Concesionaria Vial la 
adquisición de las franjas de terreno requeridas para la ejecución de las actividades, en 
virtud de las disposiciones contenidas en el Apéndice Técnico 7 y demás apéndices del 
contrato.  
 
En virtud de lo anterior y de conformidad con el artículo 69 de la Ley 1437 de 2011 
(CPACA), la CONCESIONARIA UNIÓN VIAL CAMINO DEL PACÍFICO S.A.S. 
 

HACE SABER: 
 
Que el día ocho (08) de octubre de 2024, se libró acto administrativo de Oferta Formal de 
Compra BLB-OFC-122, dirigido al DISTRITO ESPECIAL DE BUENAVENTURA, 
identificado con NIT 890.399.045-3, ALBA LUCIA HINCAPIE DE MARIN, identificada con 
la cedula de ciudadanía número 25.169.078, ADRIANA PATRICIA MARIN HINCAPIE, 
identificada con la cedula de ciudadanía número 66.743.714, JOSE ARBEY MARIN 
HINCAPIE, identificado con la cedula de ciudadanía número 16.496.593, y ARLEX MARIN 
HINCAPIE, identificado con la cedula de ciudadanía número 16.514.619, en calidad de 
titulares del derecho real de dominio, del predio identificado internamente como BLB-02-
084-A, con la finalidad de adquirir un predio para el Proyecto Vial Nueva Malla Vial del Valle 
del Cauca-Corredor: Buenaventura-Loboguerrero-Buga; contenido descrito a continuación:    
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Que el día quince (15) de octubre de 2024, se envió Oficio de Citación BLB-CIT-122, del 
ocho (08) de octubre de 2024, al inmueble objeto de adquisición predial, con números de 
guías RA498713145CO y RA498713137CO; a través de la empresa de mensajería 
certificada Servicios Postales Nacionales S.A, no obstante, no se logró llevar a cabo la 
entrega del mencionado documento. 
 
Por otra parte, el mencionado oficio de citación, fue remitido a través de la empresa de 
mensajería certificada SERVIENTREGA S.A., a los buzones de correo electrónico 
autorizados por los titulares para la recepción de notificaciones, generándose acuse de 
recibo en fecha quince (15) de octubre de 2024, como se evidencia en el certificado adjunto 
a la presente comunicación. 
 
Así las cosas, con el fin de comunicar a los titulares inscritos, herederos y/o terceros 
indeterminados que pudiesen ostentar interés al respecto del proceso de enajenación que 
se surte respecto del predio BLB-02-084-A, de conformidad con lo previsto en el artículo 
69 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA), en concordancia con el numeral 5.6. inciso (d) Capítulo 
V del Apéndice Técnico 7 “Gestión Predial” del Contrato de Concesión bajo esquema de 
APP No. 004 de 2022, se procede a realizar la notificación por aviso de la Oferta Formal de 
Compra mencionado y publicarlo en las páginas web www.ani.gov.co y 
www.caminodelpacifico.com; así como fijarlo, por el término de cinco (5) días, en la cartelera 
de la oficina de gestión predial, de la CONCESIONARIA UNIÓN VIAL CAMINO DEL 
PACÍFICO S.A.S., ubicada en la carrera 12 No. 35 sur 10, Quebradaseca, Guadalajara de 
Buga, Departamento del Valle del Cauca. 
 
De conformidad con lo dispuesto en el inciso 4 del artículo 61 de la ley 388 de 1997 y el 
artículo 75 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
contra la Oferta Formal de Compra no procede recurso alguno en sede administrativa. 

 
FIJADO EN UN LUGAR VISIBLE DE LAS OFICINAS DE LA CONCESIONARIA UNIÓN 

VIAL CAMINO DEL PACÍFICO S.A.S., Y EN LAS PÁGINAS WEB REFERIDAS. 
 

EL DIECISIETE (17) DE ENERO DE 2025 A LAS 8.00 A.M. 
 

DESFIJADO EL VEINTITRES (23) DE ENERO DE 2025 A LAS 6:00 P.M. 
 
 

_____________________________________________________ 
ESTEBAN JOSÉ OBANDO MERA 

Director Predial y de Reasentamientos.  
CONCESIONARIA UNIÓN VIAL CAMINO DEL PACÍFICO S.A.S. 

 
Anexo(s): Ficha Técnica y Plano Predial, Informe del Avalúo comercial, y la transcripción completa de las normas que regulan el procedimiento 
de adquisición predial para la ejecución de obras públicas y expropiación.  

Revisó:  C. Paz.                  
Proyectó:   M. Chamorro.  
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D MARGEN
LONGITUD EFECTIVA

NIT.

DIRECCIÓN DEL PREDIO

CLASIFICACIÓN DEL SUELO LINDEROS PUNTOS

NORTE 1 A 2

SUR 3 A 4

2 A 3

TOPOGRAFÍA OCCIDENTE 4 A 1

ÍTEM CANTIDAD UND

CANT DEN

18,91 m²

ÍTEM CANTIDAD UND

A3 223,42 m²

A4 31,19 m

SI/NO

SI

NO

NO

NO

NO

NO

FECHA DE ELABORACIÓN: OBSERVACIONES:
 

Elaboró: 3249,48 m2

223,42 m2

0,00 m2

Revisó y Aprobó: 223,42 m2

3026,06 m2

Pág. 1 de 1CONSORCIO CONEXIÓN INSA

Tiene el área requerida  afectación por servidumbres?

Tiene el área requerida  afectación por área protegida?, ronda hídrica?

oct.-23

*Durante el levantamiento de inventario predial el señor Efrain Madrid Amu identificado con cédula de

ciudadanía No. 16.489.656 de Buenaventura, manifiesta que la construcción C1, los anexos A2 y A4, son de su

propiedad.

* Remitirse al literal I del Estudio de Títulos.

ÁREA TOTAL PREDIO

YENNY KATERINE TOLE GAITAN M.P. 161037-0526570 TLM ÁREA REQUERIDA POR DISEÑO

CONCESIONARIA UNÍON VIAL CAMINO DEL PACÍFICO ÁREA REMANENTE

TOTAL ÁREA REQUERIDA

GERMÁN DARIO ANGARITA ZAMUDIO M.P. 54202136449 N. de S. ÁREA SOBRANTE

INVENTARIO DE CULTIVOS Y ESPECIES DESCRIPCIÓN DE LAS CONSTRUCCIONES

Tiene el inmueble licencia urbanística, Urbanización, parcelación, subdivisión, construcción, Intervención, Espacio Público?

4,50

Aplica Informe de análisis de Área Remanente?

Tiene el inmueble aprobado plan parcial en el momento del levantamiento de la Ficha Predial?

18,91
No presentan cultivos o especies dentro del Área Requerida

Construcción de 1 piso utilizada para taller en estructura metálica, con perfiles de (0.05m x 0.05m); cubierta en teja de polipropileno canalada, soportada sobre

perfil metálico de (0.05m x 0.05m); muro en lámina metálica; piso en lámina metálica. Fachada: pintada; incluye alero de (a:0.90m) y (a:1.90m). Interior: se

distribuye en taller y restaurante; restaurante: piso con enchape en cerámica de (0.50m x 0.50m); cielo raso en PVC; cocina con mesón en estructura metálica de

medidas (0.40m x 1.50m x h:0.85m); caja con puerta en carpintería metálica a dos hojas de medidas (1.20m x 1.00m).

C1

UND

TOTAL ÁREA CONSTRUIDA

Adecuación, nivelación y compactación de terreno con una altura de relleno promedio de 2.80m.

DESCRIPCIÓN DE LAS CONSTRUCCIONES ANEXAS

Enramada en carpintería de madera, cubierta en teja de PVC, soportada en estructura de madera; piso en tierra; cuenta con cerramiento parcial en madera de

(h:1.30m)
A1

MUNICIPIO: BUENAVENTURA 8,16 m

DISTRITO ESPECIAL DE BUENAVENTURA *
DIRECCIÓN / EMAIL. N/R 372-56252

Tiene el inmueble reglamento de Propiedad Horizontal LEY 675 DE 2001?

DESCRIPCIÓN

DISTRITO ESPECIAL DE BUENAVENTURA

DPTO.: VALLE DEL CAUCA

ACTIVIDAD ECONÓMICA DEL PREDIO
Industrial

7,58 m RUTA 40VLA VÍA BUGA  - BUENAVENTURA

28,23 m JOSE ARBEY MARIN HINCAPIE Y OTROS ORIENTE

0 - 7 % PlanaPREDIO REQUERIDO PARA: OBRA 30,77 m JOSE ARBEY MARIN HINCAPIE Y OTROS 

FICHA PREDIAL FECHA 6/02/2020

SISTEMA INTEGRADO DE GESTIÓN CÓDIGO GCSP-F-185

PROCESO GESTIÓN CONTRACTUAL Y SEGUIMIENTO DE PROYECTOS DE INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE VERSIÓN 002

FORMATO

PROYECTO DE CONCESIÓN
NUEVA MALLA VIAL DEL VALLE DEL CAUCA - CORREDOR: 

BUENAVENTURA - LOBOGUERRERO - BUGA
UNIDAD FUNCIONAL UF 2

ABSC. INICIAL K 5+915,17

ABSC. FINAL K 5+922,75 Izq-Der

m²

7,58

CONTRATO No.: 004 DEL 29 DE AGOSTO DE 2022

SECTOR O TRAMO
BUENAVENTURA  -  LOBOGUERREROPREDIO No. BLB-02-084-A

NOMBRE DEL PROPIETARIO(S) DEL PREDIO 890.399.045-3 MATRICULA INMOBILIARIA

GAMBOA POLIGONO PV-1 CEDULA CATASTRAL

76-109-00-01-00-00-0006-1301-0-00-00-0000

CORREGIMIENTO / VEREDA: GAMBOA
EXPANSION URBANA

LONGITUD COLINDANTES

Tubería en PVC de 1” para acueducto; incluye accesorios.

m²

Jardinera en concreto con muro de (h:0.80m), en la parte superior incluye alfajía de (e:0.10m x a:0.25m); Bordillo auxiliar en la parte inferior, de medidas

(e:0.10m x h:0.30m), medidas de la jardinera (1.80m x 1.90m)
und2A2



BLB-02-084
76-109-00-01-00-00-0006-0622-0-00-00-0000

JOSE ARBEY MARIN HINCAPIE Y OTROS
LOTE 1

BUGA

BUENAVENTURA

Área requerida
A=223.42 m2

A3: Adecuación de terreno
A=223.42 m2

A1: Enramada
A= 4.50 m2

A2: Jardinera 1
Cant:2 und.

A2: Jardinera 2
Cant:2 und.

A4: Tubería
L=31.19 m

Construcción C1
A=18.91 m2

BLB-02-083-A
76-109-00-01-00-00-0006-0530-0-00-00-0000 M.E.

JOSE ARBEY MARIN HINCAPIE Y OTROS
LOTE 4 C

C

A B

D

BLB-02-084-A
ÁREA SOBRANTE

BLB-02-084-A
76-109-00-01-00-00-0006-1301-0-00-00-0000

DISTRITO ESPECIAL DE BUENAVENTURA
GAMBOA POLIGONO PV-1

1

2

3
4

CORREDOR BUENAVENTURA - LOBOGUERRERO - BUGA.

CUADRO DE AREAS

Agencia Nacional de
Infraestructura

SISTEMA DE REFERENCIA.
MAGNA-SIRGAS.

ORIGEN NACIONAL / CTM 12.
EPSG:9377.

CONVENCIONESCONVENCIONES

1:500 09 PLANO PREDIAL BLB-02-084-A.DWG

UNIDAD FUNCIONAL 02

BUENAVENTURA - VALLE DEL CAUCA3249.48 m²

DISTRITO ESPECIAL DE BUENAVENTURA

76-109-00-01-00-00-0006-1301-0-00-00-0000 

RUTA 40VLA

0.00  m² 18.91  m²223.42  m² 3026.06 m²

ENTRE  PR006 AL PR007
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1. INFORMACIÓN GENERAL 
 

1.1. SOLICITANTE: Concesionaria Unión Vial Camino Del Pacífico, el nueve (09) 
de octubre de 2023. 
 

1.2. TIPO DE INMUEBLE: Lote de terreno con construcciones. 
 
1.3. TIPO DE AVALÚO: Avalúo comercial corporativo. 
 
1.4. MARCO JURÍDICO: En la realización de este estudio hemos tenido en cuenta los 

parámetros establecidos en la Ley 9 de 1989, Ley 388 de 1997, Ley 1682 de 2013, 
Ley 1673 de 2013, Decreto 1170 de 2015, Decreto 2181 de 2006, Decreto 556 de 
2014, Resolución IGAC 620 de 2008, Resolución 898 de 2014, Resolución 1044 
de 2014, Resolución IGAC 316 de 2015 y demás normatividad legal vigente en 
materia de avalúos. 

 
1.5. DEPARTAMENTO: Valle del Cauca. 
 
1.6. MUNICIPIO: Buenaventura. 
 
1.7. VEREDA / BARRIO: GAMBOA. 
 
1.8. DIRECCIÓN DEL INMUEBLE: GAMBOA POLIGONO PV-1. 
 
1.9. ABSCISADO DE ÁREA REQUERIDA 1: Abscisa inicial K 5+915,17 D y abscisa 

final K 5+922,75 D. 
 
1.10. USO ACTUAL DEL INMUEBLE: Al momento de la inspección del predio se 

encontró que tiene uso industrial. 
 
1.11. USO POR NORMA: De acuerdo con el certificado de uso del suelo expedido por 

la Secretaría de Planeación e Infraestructura Municipal de Buenaventura – Valle 
Del Cauca, la clasificación del predio es ÁREAS DE ACTIVIDAD MULTIPLE. 

 
1.12. INFORMACIÓN CATASTRAL PREDIO: 
 

Fuente: Consulta Catastral Nacional IGAC (Ver Anexo 15.2 – Certificado Catastral). 

Cedula. Catastral actual  76-109-00-01-00-00-0006-1301-0-00-00-0000 

Área de terreno  0 Ha 3250 m²  

Área de construcción  0.0 m²  

Avalúo Catastral Año 2023 $8.281.000 
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1.13. FECHA DE VISITA AL PREDIO: 10 de octubre de 2023.  
 

1.14. FECHA DE INFORME DE AVALÚO: 27 de octubre de 2023. 
 

2. DOCUMENTOS SUMINISTRADOS 
- Ficha Predial del PREDIO BLB-2-084-A. 
- Estudio de Títulos del PREDIO BLB-2-084-A. 
- Títulos de Adquisición. 

 
   DOCUMENTOS CONSULTADOS  

- Estudio de títulos de PREDIO BLB-2-084-A. 
- Certificado Catastral IGAC. 

 
3. INFORMACIÓN JURÍDICA  

 
3.1. PROPIETARIOS:  

• ALBA LUCIA HINCAPIE DE MARIN    C.C 25.169.078 

• ADRIANA PATRICIA MARIN HINCAPIE   C.C 66.743.714 

• JOSE ARBEY MARIN HINCAPIE   C.C 16.496.593 

• ARLEX MARIN HINCAPIE   C.C 16.514.619   
 

3.2. TÍTULO DE ADQUISICIÓN:  
 

• Resolución #76109-1-19-00099 de 03 de octubre de 2019 expedida por la 
Curaduría Urbana Primera de Buenaventura, protocolizada mediante 
Escritura Pública 1129 del 05 de octubre de 2019 de la Notaría Segunda 
de Buenaventura 
 

3.3. MATRÍCULA INMOBILIARIA: 372-56252 oficina de registro de instrumentos 
públicos – Buenaventura.  

 
3.4. OBSERVACIONES JURÍDICAS: De conformidad con el folio de matrícula 

inmobiliaria No. 372-56252, sobre el inmueble en la actualidad no se encuentran 
registradas medidas cautelares o limitaciones. 

 
Fuente: Estudio de títulos del predio BLB-2-084-A. 

Nota: El presente resumen no constituye un estudio jurídico de los títulos. 

 
 
 
 
 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

CORPORACIÓN LONJAS INMOBILIARIAS DE COLOMBIA 

Cra. 10#53-61  
Edificio Santa Ana-Oficina 303  

www.lic.com.co 
 

CORPORACION LONJAS INMOBILIARIAS DE AVALUOS DE COLOMBIA 

4. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL SECTOR 
 

4.1. DELIMITACIÓN DEL SECTOR: El predio está ubicado en la vereda Ciudadela 
Nueva Buenaventura del municipio de Buenaventura que se ubica 
geográficamente al norte del perímetro urbano de municipio de Buenaventura, que 
limita al norte y al oriente con Bajo Calima, al occidente con la bahía de 
buenaventura y al sur con el municipio de Buenaventura. 
 

 

LOCALIZACIÓN DEL MUNICIPIO DE BUENAVENTURA– VALLE DEL 
CAUCA 

   
 

Fuente: Google Maps, Consulta: 27 de octubre de 2023,  
https://www.google.com/maps/place/Buenaventura+Valle+del+Cauca 

 
4.2. ACTIVIDAD PREDOMINANTE: En el municipio su desarrollo económico depende 

principalmente de las actividades portuarias, turismo, pesca, explotación de 
madera y desarrollo de la explotación agrícola.1 

 
4.3. TOPOGRAFÍA: La superficie del sector es de topografía plana con pendientes 

entre 0-7%. 
 
4.4. CARACTERÍSTICAS CLIMÁTICAS: El sector donde se localiza el predio objeto 

de estudio, se ubica en un piso térmico cálido húmedo. La temperatura promedio 
del municipio de Buenaventura es de 28 ºC y una altura promedio de 7 m.s.n.m.  2 

 
4.5. CONDICIONES AGROLÓGICAS: El área requerida se encuentra en la Unidad 

Cartográfica LUAe1, y cuenta con las siguientes características: 

 
1 Página Alcaldía de Benaventura https://www.Buenaventura.gov.co/mapas-459241/division-veredal  
2 Instituto Geográfico Agustín Codazzi – Subdirección de Agrología. Estudio General de suelos del Departamento del 
Valle. Clasificación de las tierras por su capacidad de uso, , Bogotá D.C. , 1994. 
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TIPO DE 
SUELOS 

PISO 
CLIMA LITOLOGÍA TAXONOMÍA CARACTERÍSTICAS 

SUELOS EROSIÓN 

LUAe1 
Cálido 
muy 

humedo 

Rocas 
sedimentarias 
limoarcillosas 

Typic Dystrudepts, 
Typic Kandiudults 

Profundo y moderadamente 
profundo, textura media y fina, 

fuertemente ácido, bien 
drenado, údico y baja saturación 

1 

 

 

 

  

Fuente: Estudio General de suelos del Departamento del Valle Del Cauca. Clasificación de las 
tierras por su capacidad de uso, Bogotá D.C. ,1994. IGAC – Subdirección de Agrología. 

 

4.6. SERVICIOS PÚBLICOS: El sector cuenta con la disponibilidad de los servicios 
de acueducto, energía eléctrica y gas domiciliario, los cuales se encuentran en 
pleno uso en los predios donde se encuentran viviendas, los demás lotes no 
cuentan aún con la respectiva conexión, la disposición final de aguas negras se 
realiza en pozo séptico individualizado para cada inmueble.  
 

4.7. SERVICIOS COMUNALES: Los servicios de educación, así como los servicios 
básicos de salud, asistencias técnicas y financieras se encuentran en la cabecera 
urbana del municipio de Buenaventura. 

 
4.8. VÍAS DE ACCESO Y TRANSPORTE: El sector se ubica al norte del perímetro 

urbano del municipio de Buenaventura, por lo cual es de fácil acceso tanto 
vehicular como peatonal, al predio se puede acceder en servicio particular, 
publico individual (taxi) y/o mototaxi y público colectivo (rutas intermunicipales 
y veredales), a cualquier hora prestados desde el centro del municipio, cuenta 
con una frecuencia de transporte aproximada de 10 minutos. 
 

5. REGLAMENTACIÓN URBANÍSTICA 
 

5.1. NORMA URBANÍSTICA APLICADA: De conformidad con el Plan de 
Ordenamiento Territorial del Municipio de Buenaventura – Valle del Cauca, 
aprobado mediante el acuerdo 03 de 2001 “Por medio del cual se adopta el Plan 
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de Ordenamiento Territorial del municipio de Buenaventura” y el certificado de uso 
del suelo expedido por la Secretaría de Planeación e Infraestructura del municipio 
de Buenaventura, el predio objeto de avalúo se encuentra clasificado como suelo 
Expansión el cual tiene asignado el uso normativo Área de actividad múltiple. (Ver 
anexo 15.3 – Certificación uso del suelo).  
 

 

 

  

Fuente: Plano Usos del suelo - secretaria de Planeación e Infraestructura Municipal de Buenaventura. 
 

De conformidad con el certificado de uso expedido por la secretaria de planeación e 
infraestructura, se establece lo siguiente: 
 

PRINCIPAL CONDICIONADO PROHIBIDO 
: Usos Principales 
; En las Zonas Múltiples Centrales 
AMC-1 y AMC-2 
Viales: AMV-1, AMV-2 y AMV-3 y 
locales AML-1 
: hasta AML-8 
: Establecimientos Residenciales 
Clases 1 y 2: Vivienda Unifamiliar, 
Bifamiliar y. Multifamiliar 
Establecimientos Comerciales: 
Comercio predio a predio y por 
Departamentos o Centros 
Comerciales Clases 1 y 2: G-52- 
Comercio al por menor excepto 
.el comercio de vehículos 
automotores G-54- Motocicletas, 
reparación de efectos .personales y 
enseres domésticos G-50- Ventas, 
mantenimiento y reparación de 
vehículos automotores y 
motocicletas, ventas al por menor de 
combustible para automotores 
.H-55- Hoteles 

Establecimientos Comerciales: 
Clases 1 y 2: Comercio predio a predio 
y por 
Departamentos o centros comerciales. 
G-52- Comercio al por menor excepto el 
comercio de vehículos automotores. 
G-54- Motocicletas, reparación de 
efectos personales y enseres 
domésticos. 
G-50- Ventas, mantenimiento y 
reparación de vehículos automotores y 
Motocicletas, ventas al por menor de 
combustible para automotores. 
H-55- Hoteles. 
H-56- Restaurantes, bares y cantinas. 
J- Intermediación financiera 
K- Actividades inmobiliarias, 
empresariales y de alquiler. 
O-911- Actividades de organizaciones 
empresariales, profesionales y de 
empleadores. 
O-912- Actividades de sindicatos. 
O-921- Actividades de cinematografía, 
radio y televisión y otras Actividades de 

Establecimientos de Servicios 
Especiales: 
Clase 1: I- Transporte, 
almacenamiento y 
comunicaciones (excepto 
combustibles y similares) 
G- Abastecimiento. 
E- Suministro de electricidad, 
gas, vapor y agua. 
O-90- Eliminación de 
desperdicios y de agua 
residual es, saneamiento y 
actividades similares. 
Establecimientos Comerciales:  
Clase 4: Comercio predio a 
predio. G-52; H-55 y 
56; J; K; 
O-911, 912, 921. 
Establecimientos 
Residenciales: 
Clase 3: Desarrollos de 
conjunto. 
Usos no Permitidos: 
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.H-56- Restaurantes, bares y 
cantinas. J- Intermediación 
Financiera 
K- Actividades inmobiliarias, 
empresariales y de alquiler 
O-911- Actividades de 
organizaciones empresariales 
. profesionales y de empleadores 
.O-912- Actividades de sindicatos 
O-921- Actividades de 
cinematografía, radio y televisión y 
otras actividades de entretenimiento 
: Establecimientos de Servicios 
Recreacionales 
Clases l y 2: O-9219- Otras 
actividades de entretenimiento 
O-923- Actividades de bibliotecas, 
archivos y museos. 

entretenimiento. 
Establecimientos de Servicios 
Recreacionales e institucionales: 
Clases 1 y 2: Para servicios 
Recreacionales 
O-9219- Otras actividades de 
entretenimiento. 
O-923- Actividades de bibliotecas, 
archivos y museos. 
Clases 1,2 y3: Para servicios 
Institucionales 
L- Administración Pública y defensa. 
M- Enseñanza. 
N- Actividades de 

Establecimientos de Servicios 
Especiales: 
Clases 2, 3 y 4: G-5330 Venta 
al por mayor de combustibles 
sólidos, líquidos y 
gaseosos y de productos 
conexos. 
A-1511 (parcial matadero) 
G-516 y 517 (parcial: 
abastecimiento) 
G-516- Venta al por mayor de 
materias 
primas agropecuarias y de 
animales vivos. 
G-517- Venta al por mayor de 
alimentos, bebidas y tabacos. 
L-7523- (parcial: Cárcel). 
O-9303- Pompas fúnebres y 

 
Fuente: Certificado de Uso del Suelo - Municipio de Buenaventura – Valle del Cauca. 

(Ver Anexo 15.3. – Certificación Uso del suelo) 
 

6. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL INMUEBLE 
 

6.1. UBICACIÓN: Se trata de un predio ubicado en la vereda el Ciudadela Nueva 
Buenaventura del municipio de Buenaventura, el cual se accede mediante la vía 
alterna de Buenaventura, al norte del perímetro urbano del Municipio de 
Buenaventura – Valle Del Cauca.  

 

UBICACIÓN DEL PREDIO 

 
              Fuente: Google Earth, Consulta: 27 de octubre de 2023. 
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6.2. ÁREA DEL TERRENO: El predio objeto de avalúo presenta las siguientes 
dimensiones respecto a su terreno: 

 
ÁREA TOTAL TERRENO: 3249,48 m2  

ÁREA REQUERIDA: 223,42 m2 

ÁREA REMANENTE NO DESARROLLABLE:   0,00 m2 

ÁREA SOBRANTE 3026,06 m2 

ÁREA TOTAL REQUERIDA: 223,42 m2 

           Fuente: Ficha predial BLB-2-084-A. 
 

6.3. LINDEROS: Los linderos del área de adquisición se relaciona a continuación: 
 
LINDEROS LONGITUD COLINDANTES 

NORTE 8,16 m DISTRITO ESPECIAL DE BUENAVENTURA 

SUR 7,58 m RUTA 40VLA VÍA BUGA  - BUENAVENTURA 

ORIENTE 28,23 m  JOSE ARBEY MARIN HINCAPIE Y OTROS 

OCCIDENTE 30,77 m  JOSE ARBEY MARIN HINCAPIE Y OTROS 

   Fuente: Ficha predial BLB-2-084-A. 
 

6.4. VÍAS DE ACCESO AL PREDIO: Al predio objeto de avalúo se accede por la vía 
alterna de Buenaventura, la cual se encuentra pavimentada, en buen estado de 
conservación y con una calzada en cada sentido. 
 

6.5. SERVICIOS PÚBLICOS:  De acuerdo con la visita de campo se verificó que la 
franja objeto de avalúo cuenta con acometidas de servicios públicos básicos. 

 
6.6. UNIDADES FISIOGRÁFICAS: La franja del área requerida presenta la siguiente 

unidad fisiográfica: 
 
 

UNIDAD 
FISIOGRÁFICA 

ÁREA 
(m2) 

TOPOGRAFÍA USO ACTUAL NORMA 

1 223,42 Plana de 0-7% Industrial 
Área de 
actividad 
múltiple 

 
6.6. ÁREAS CONSTRUIDAS: La franja objeto de adquisición predial presenta las 

siguientes construcciones principales. 
 

 
CONSTRUCCIÓN 

 
CANTIDAD UNIDAD 

EDAD 
APROXIMADA   

A           Ñ             O          S 

ESTADO DE 
CONSERVACIÓN 

VIDA ÚTIL 
(AÑOS) 

C1 – Construcción de 1 piso utilizada para 

taller en estructura metálica, con perfiles de 
18,91 m2 2 Bueno 70 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

CORPORACIÓN LONJAS INMOBILIARIAS DE COLOMBIA 

Cra. 10#53-61  
Edificio Santa Ana-Oficina 303  

www.lic.com.co 
 

CORPORACION LONJAS INMOBILIARIAS DE AVALUOS DE COLOMBIA 

(0.05m x 0.05m); cubierta en teja de 

polipropileno canalada, soportada sobre perfil 

metálico de (0.05m x 0.05m); muro en lámina 

metálica; piso en lámina metálica. Fachada: 

pintada; incluye alero de (a:0.90m) y 

(a:1.90m). Interior: se distribuye en taller y 

restaurante; restaurante: piso con enchape 

en cerámica de (0.50m x 0.50m); cielo raso 

en PVC; cocina con mesón en estructura 

metálica de medidas (0.40m x 1.50m x 

h:0.85m); caja con puerta en carpintería 

metálica a dos hojas de medidas (1.20m x 

1.00m). 

 
6.7. CARACTERÍSTICAS CONSTRUCTIVAS: La franja objeto de adquisición predial 

no presenta construcciones principales. 
 

ÍTEM 
CARACTERISTICAS 

C1 

CIMENTACIÓN Placa Concreto 

ESTRUCTURA Metálica 

ENTREPISO No aplica 

FACHADA Pintada  

CUBIERTA Teja de polipropileno 

CIELO RASO No aplica 

PISOS En lamina metálica  

COCINA Mesón metálico 

BAÑOS No aplica 

ACABADOS BAÑO No aplica 

ACABADOS MUROS Pintura  

OTROS No aplica 

VETUSTEZ  2 años 

ESTADO DE 
CONSERVACIÓN 

Bueno 

  
6.8. ANEXOS, OTRAS CONSTRUCCIONES: La franja objeto de adquisición predial 

presenta la siguiente construcción anexa: 
 

CONSTRUCCIONES CANTIDAD UNIDAD 
EDAD 

APROXIMADA 
AÑOS 

ESTADO DE 
CONSERVACIÓN 

VIDA 
ÚTIL 

(AÑOS) 

CA1 – Enramada en carpintería 
de madera, cubierta en teja de 
PVC, soportada en estructura de 
madera; piso en tierra; cuenta 

4,50 m² 2 Bueno 30 
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con cerramiento parcial en 
madera de (h:1.30m) 

CA2 – Jardinera en concreto con 
muro de (h:0.80m), en la parte 
superior incluye alfajía de 
(e:0.10m x a:0.25m); Bordillo 
auxiliar en la parte inferior, de 
medidas (e:0.10m x h:0.30m), 
medidas de la jardinera (1.80m x 
1.90m) 

2 und 2 Bueno 70 

CA3 – Adecuación, nivelación y 
compactación de terreno con 
una altura de relleno promedio 
de 2.80m. 

223,42 m² 2 Bueno N/A 

CA4 – Tubería en PVC de 1” 
para acueducto; incluye 
accesorios. 

31,19 m 2 Regular 30 

 

6.9. CULTIVOS ESPECIES: La franja objeto de adquisición predial al momento de 
visita no presenta cultivos y/o especies. 
 

7. MÉTODO DE AVALÚO 
Para la determinación del valor comercial del inmueble en estudio se siguen los 
lineamientos normativos establecidos en el Decreto No. 1170 del 2015, el cual 
compila las disposiciones del decreto 1420 del 1998, y su correspondiente 
Resolución Reglamentaria No. 0620 de 2008. 
 

7.1. MÉTODO COMPARACIÓN DE MERCADO 
Es la técnica valuatoria que busca establecer el valor comercial del bien, a partir 
del estudio de las ofertas o transacciones recientes, de bienes semejantes y 
comparables al del objeto de avalúo. Tales ofertas o transacciones deberán ser 
clasificadas, analizadas e interpretadas para llegar a la estimación del valor 
comercial. 

 
7.2. MÉTODO DE COSTO DE REPOSICIÓN 

Es el que busca establecer el valor comercial del bien objeto de avalúo a partir de 
estimar el costo total de la construcción a precios de hoy, un bien semejante al del 
objeto de avalúo, y restarle la depreciación acumulada. 
 
Ya que no se trata de una edificación nueva, el punto de partida será determinar 
el valor de reposición, o de construirlo nuevo y aplicar un factor de depreciación 
física y la depreciación por estado de conservación, para eso se utilizaron las 
ecuaciones consignadas en la Resolución IGAC 620 de 2008, las cuales 
relacionan el porcentaje de la vida y el estado de conservación basadas en las 
tablas de Fitto y Corvini, para así hallar el valor actual de la construcción. 
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8. INVESTIGACIÓN ECONÓMICA INDIRECTA 

 

8.1. RELACIÓN DE OFERTAS OBTENIDAS:  

 

Unidad fisiográfica 1  

Para determinar el valor por metro cuadrado de terreno bajo el régimen normativo 
de área de actividad múltiple se encontró las siguientes ofertas: 
 

 

 
8.2. DEPURACIÓN DEL MERCADO:  

 

Unidad fisiográfica 1  

Método de Comparación o de Mercado: Para determinar el valor por metro 

cuadrado de terreno se realizó la investigación de mercado de inmuebles similares 

al del objeto del avalúo, se encontró cuatro ofertas representativas en la zona, las 

cuales se presentan a continuación: 

 

 

9. INVESTIGACIÓN DIRECTA  

 

9.1. PROCESAMIENTO ESTADÍSTICO ENCUESTAS:  

De acuerdo con el artículo 9 de la Resolución 620 de 2008 del IGAC, como se 

encontraron ofertas de alguna manera comparables, se pueden adoptar valores, 

por lo que no es necesario realizar la investigación directa. 

 

 

 

ÍTEM TEL CONTACTO NOMBRE CONTACTO
UBICACIÓN - 

MUNICIPIO
SECTOR DIRECCIÓN - NOMBRE VALOR OFERTA

ÁREA TERRENO 

(m2)

ÁREA CONSTRUIDA 

(M2)

2
 320 6861126 - 312 

7947480
JUAN CARLOS CALLE BUENAVENTURA Vía alterna Buenaventura Lote con construcciones $ 3.600.000.000,00 10.000,00 80+Adecuacion

3 314-645-6522 Alejandro Sinisterra BUENAVENTURA Vía alterna Buenaventura Lote $ 6.000.000.000,00 20.000,00 Adecuacion

ESTUDIO DE MERCADO

ÁREA (m2) VALOR (m2) ÁREA (m2) VALOR / m2
A D EC UA C I

ON
VALOR TOTAL

1 3113908721 Julian Herrera BUENAVENTURA ISLA DE LA PAZ Lote con construcciones 4.000.000.000$          10% 3.600.000.000$                      8.000 280.000 8.000,00 170.000$  1.360.000.000$       

2  320 6861126 - 312 7947480
JUAN CARLOS 

CALLE
BUENAVENTURA Vía alterna Buenaventura Lote con construcciones 3.600.000.000$          10% 3.240.000.000$                      10.000 289.040 80+Adecuacion 620.000$  30.000$   349.600.000$          

3 314-645-6522 Alejandro Sinisterra BUENAVENTURA Vía alterna Buenaventura Lote 6.000.000.000$          8% 5.520.000.000$                      20.000 251.000 Adecuacion 25.000$   500.000.000$          

$ 273.346,67

19.873,61 LÍMITE SUPERIOR $ 293.220,28

7,27% LÍMITE INFERIOR $ 253.473,05

$273.000

DESVIACIÓN ESTÁNDAR

COEFICIENTE DE VARIACIÓN

MEDIA ARITMÉTICA

VALOR ADOPTADO / m2

ESTUDIO DE MERCADO 

ÍTEM TEL CONTACTO N OM B R E C ON T A C T O
UB IC A C IÓN  -  

M UN IC IP IO
SEC T OR D IR EC C IÓN  -  N OM B R E VALOR OFERTA VALOR AJUSTADO

TERRENO CONSTRUCCIONES
POOCENTAJE DE 

NEGOCIACION

1 3113908721 Julian Herrera BUENAVENTURA ISLA DE LA PAZ Lote con construcciones $ 4.000.000.000,00 8.000,00         8.000,00 (Cerramiento
                                                                                                                                                                                                                                                                                                         +Adecuación)
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10. CÁLCULOS VALOR TERRENO 

 

10.1. PROCESAMIENTOS ESTADÍSTICOS (MÉTODO DE COMPARACIÓN) 

 

Unidad fisiográfica 1  
 

 
 

De acuerdo al estudio de mercado realizado se adopta el valor del límite superior 

encontrado en la zona teniendo las condiciones normativas del predio objeto de 

avalúo, por lo cual se adopta el siguiente valor de terreno: 

 

UNIDAD FISIOGRÁFICA UNIDAD VALOR 

U.F.1  Metro cuadrado m2 $293.000 

 

10.2. ANÁLISIS DE LOS DATOS OBTENIDOS DESCRIPTIVAMENTE: 

 

Unidad fisiográfica 1  
 

Oferta 1: Lote ubicado en buenaventura en el sector de la vía alterna, cuenta con 
un área de terreno de 8.000 m2, tiene topografía plana, disponibilidad de servicios 
públicos, adecuación de terreno, cerramiento frontal y circuitos de seguridad. 
 
Oferta 2: Lote ubicado en buenaventura en el sector de la vía alterna, barrio camilo 

torres, cuenta con un área de terreno de 10.000 m2, tiene topografía plana, 

disponibilidad de servicios públicos, casa tipo bodega y además cuenta con frente 

sobre la vía. 

 

ÍTEM SECTOR - VEREDA DIRECCIÓN - NOMBRE
VALOR 

TERRENO/m2

1 ISLA DE LA PAZ Lote con construcciones 280.000$                 

2 Vía alterna Buenaventura Lote con construcciones 289.040$                 

3 Vía alterna Buenaventura Lote 251.000$                 

273.347$                 

19.874

7,27%

293.220$                 

253.473$                 

ESTUDIO DE MERCADO RURAL

PROMEDIO

DESVIACIÓN ESTÁNDAR

COEF DE VARIACIÓN

LÍMITE SUPERIOR

LÍMITE INFERIOR
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Oferta 3: Lote situado en la vía alterna de Buenaventura, abarca una extensión de 

20,000 m2. Cuenta con un terreno con adecuaciones en material y adicionalmente 

cuenta con malla y alumbrado, una topografía plana y acceso a servicios públicos. 

Además, presenta frente directo a la vía principal. 

 

10.3. SERVIDUMBRES  
La franja objeto de avalúo no presenta zonas de servidumbre en el área de terreno 
requerida. 

 
10.4. ZONAS DE PROTECCIÓN  

La franja objeto de avalúo no presenta zonas de protección en el área de terreno 

requerida. 

 
11. CÁLCULOS VALOR CONSTRUCCIONES Y ANEXOS CONSTRUCTIVOS 

 
11.1. COSTOS DE REPOSICIÓN 

Para la determinación del costo de la construcción se realizó mediante la 
metodología de costo de reposición teniendo en cuenta el tipo los materiales y la 
tipología constructiva, aplicando depreciación según tablas de Fitto y Corvini, lo 
que produce como resultado el valor final adoptado. Para este ejercicio se tuvieron 
en cuenta los costos descritos en la revista Construdata vigente y precios unitarios 
tomados del sector 
 

11.2. DEPRECIACIÓN FITTO Y CORVINNI CONSTRUCCIONES PRINCIPALES 
 

 
11.3. DEPRECIACIÓN FITTO Y CORVINNI CONSTRUCCIONES ANEXAS 

 
12. CÁLCULOS VALOR CULTIVOS Y/O ESPECIES 

 
12.1. SOPORTES DE VALORE DE CULTIVOS Y ESPECIES 

En el área a intervenir no se encuentran cultivos y/o especies objeto de avalúo. 
 

ÍTEM EDAD
VIDA 

ÚTIL

EDAD EN % DE 

VIDA

ESTADO DE 

CONSERVACIÓN
DEPRECIACIÓN

VALOR 

REPOSICIÓN

VALOR 

DEPRECIADO
VALOR FINAL

VALOR 

ADOPTADO

C1 2 70 2,86% 2 3,97% $860.099,32 $34.142,13 825.957,19$              826.000$                   

ÍTEM EDAD
VIDA 

ÚTIL

EDAD EN % DE 

VIDA

ESTADO DE 

CONSERVACIÓN
DEPRECIACIÓN

VALOR 

REPOSICIÓN

VALOR 

DEPRECIADO
VALOR FINAL

VALOR 

ADOPTADO

CA1 2 30 6,67% 2 6,00% $211.834,77 $12.708,27 199.126,50$              199.100$                   

CA2 2 70 2,86% 2 3,97% $1.490.476,11 $59.165,30 1.431.310,81$           1.431.300$                

CA3 2 N/A N/A N/A 0,00% $123.371,09 $0,00 123.371,09$              123.400$                   

CA4 2 30 6,67% 3 21,01% $18.456,76 $3.878,56 14.578,20$                14.600$                      
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1 3 .  CONSIDERACIONES GENERALES  
 

• Al predio objeto de avalúo se accede por la vía alterna que comunica los 
municipios de Buenaventura y Buga, la cual se encuentra pavimentada, en buen 
estado de conservación y con una calzada en cada sentido. 

• El predio esta ubicado en un sector donde hay presencia de desarrollo industrial, 
el sector cuenta con disponibilidad inmediata de servicios públicos básicos. 

• El predio objeto de avalúo se encuentra clasificado como suelo de expansion el 
cual tiene asignado el uso normativo area de actividad multiple. 

• Al momento de la inspección del predio se encontró que su uso actual es  
industrial. 

• El predio presenta una topografía plana con pendientes plana entre 0-7%. 

• La franja objeto de avalúo no presenta zonas de servidumbres en el área de 
terreno requerida.   

• De acuerdo a lo establecido por los decretos 1170/2015 y 422/2000, expedidos 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Ministerio de Desarrollo 
Económico, el presente avalúo comercial tiene una vigencia de un año, contado 
desde la fecha de expedición, siempre y cuando las condiciones físicas y 
normativas del inmueble avaluado, no sufran cambios significativos, así como 
tampoco se presenten variaciones representativas de las condiciones del mercado 
inmobiliario comparable. 

• El valor definido en este estudio es el más probable en un contexto normal del 
mercado inmobiliario, es decir donde se presenta interés de compra y venta de un 
bien inmueble, sin presiones externas y manteniendo las condiciones típicas de 
transacciones comerciales por cada una de las partes interesadas. 

• En cuanto a la incidencia que sobre el valor pueda tener la existencia de contratos 
de arrendamiento o de otro género, asumimos que el titular del derecho de 
propiedad tiene el uso y goce de todas las facultades que se derivan de éste. 

• Aclaramos que el avaluador no tiene ningún interés financiero, presente ni cercano 
ni de otra índole en la propiedad avaluada en este informe y no tiene interés 
personal o sesgo alguno en relación con personas que puedan estar interesadas 
en esta propiedad en la fecha.  
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14. RESULTADO DE AVALÚO 

TOTAL AVALÚO: CIENTO DOCE MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y 
CINCO MIL SEISCIENTOS SETENTA Y DOS PESOS MONEDA CORRIENTE ($ 
112.865.672).  

 
Bogotá, D.C., 27 de octubre de 2023. 
 
 
Cordialmente,     

 
 
   
   

                                                                                                                                                 
OMAR ALEXIS PINZÓN RODRÍGUEZ                                    WILLIAM CASTAÑEDA 

   Perito avaluador      Miembro Comité 
   Representante Legal                                          RAA AVAL-1023963942 
   Corporación Lonjas Inmobiliarias de avalúos de Colombia 
   RAA AVAL-1014242133 
        
 

 
 
 
 
 
 

DESCRIPCIÓN UNIDAD DIMENSIÓN
VALOR 

UNITARIO
SUB TOTAL

TERRENO UF1 m2 223,42 $ 293.000 $ 65.462.060

$ 65.462.060

C1 m2 18,91  $              826.000 $ 15.619.660

$ 15.619.660

CA1 m2 4,5  $              199.100 $ 895.950

CA2 und 2  $           1.431.300 $ 2.862.600

CA3 m2 223,42  $              123.400 $ 27.570.028

CA4 m 31,19  $                14.600 $ 455.374

$ 31.783.952

$ 112.865.672

TERRENO

TOTAL DE TERRENO

TOTAL 

TOTAL CONSTRUCCION 

CONSTRUCCIONES PRINCIPALES

CONSTRUCCIONES ANEXAS 

TOTAL CONSTRUCCION 
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15. RESULTADO DE AVALÚO EFRAIN MADRID AMU CC.16.489.656. 
 
Conforme a lo manifestado por los ocupantes del predio, a continuación, se presenta 
la liquidación de las mejoras de EFRAIN MADRID. 

 

TOTAL AVALÚO: DIECIOCHO MILLONES NOVECIENTOS TREINTA Y SIETE MIL 

SEISCIENTOS TREINTA Y CUATRO PESOS MONEDA CORRIENTE ($ 18.937.634).

  

 
Bogotá, D.C., 27 de octubre de 2023. 
 
 
Cordialmente,     

 
 
   
   

                                                                                                                                                 
OMAR ALEXIS PINZÓN RODRÍGUEZ                                    WILLIAM CASTAÑEDA 

   Perito avaluador      Miembro Comité 
   Representante Legal                                          RAA AVAL-1023963942 
   Corporación Lonjas Inmobiliarias de avalúos de Colombia 
   RAA AVAL-1014242133 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

DESCRIPCIÓN UNIDAD DIMENSIÓN
VALOR 

UNITARIO
SUB TOTAL

C1 m2 18,91  $              826.000 $ 15.619.660

$ 15.619.660

CA2 und 2  $           1.431.300 $ 2.862.600

CA4 m 31,19  $                14.600 $ 455.374

$ 3.317.974

$ 18.937.634TOTAL 

TOTAL CONSTRUCCION 

CONSTRUCCIONES PRINCIPALES

CONSTRUCCIONES ANEXAS 

TOTAL CONSTRUCCION 
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16. DOCUMENTOS ANEXOS 
16.1. ANEXO FOTOGRÁFICO 

 
ENTORNO 

  
  

CONSTRUCCIONES PRINCIPALES 

C1 C1 

  
  

CONSTRUCCIONES ANEXAS 
CA1 CA2 
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CA3 CA4 
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15.2 CONSULTA CATASTRAL 
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15.3 CERTIFICADO USO DEL SUELO 
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15.4 PUNTOS DE INVESTIGACIÓN DEL ESTUDIO DE MERCADO 
 

A continuación, se presenta la ubicación de los puntos de investigación del estudio de 

mercado presentado en la sección 8.2 del informe. 

 

 

 

 

 

 
 
 
15.5 DEPRECIACIÓN FITTO Y CORVINNI OFERTA DE MERCADO 

 
 

  
 
 
 
 

ÍTEM EDAD VIDA ÚTIL
EDAD EN % DE 

VIDA

ESTADO DE 

CONSERVACI

ÓN

DEPRECIACIÓ

N

VALOR 

REPOSICIÓN

VALOR 

DEPRECIADO
VALOR FINAL

VALOR 

ADOPTADO

C1 15 30 50,00% 3 48,81% $333.000,00 $162.550,95 $    1 70.449,05 $            1 70.000

C2 15 100 15,00% 2,5 16,01% $738.000,00 $118.178,15 $    6 19.821,85 $            620.000
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15.6 PRESUPUESTO CONSTRUCCIONES PRINCIPALES 
 
 

Desglose del ítem unidad cantidad valor unit Fuente Valor por APU

Replanteo m2 18,91 2.943,00$               Construdata ed 208 55.652,13$            

Excavación manual profundidad de 1 a 2 m m3 3,78 32.435,00$             Construdata ed 208 122.604,30$          

PISO Y CUBIERTA -$                       

Placa de piso E=0,10m 3000 psi m2 18,91 102.567,87$           
 Construdata ed 208-

Ferreteria Superior  
1.939.558,42$       

Estructura metálica para cubierta m2 18,91 39.693,00$             Construdata ed 208 750.594,63$          

Teja plástica ondulada m2 18,91 37.900,00$             Construdata ed 208 716.689,00$          

Cielo raso PVC m2 18,91 64.944,00$             Construdata ed 208 1.228.091,04$       

MUROS -$                       

Teja termoacustica ecoroof Und 5,51 353.290,00$           Construdata ed 208 1.946.627,90$       

ACABADOS -$                       

Alistado para Pisos 2cm m2 18,91 16.257,00$             Construdata ed 208 307.419,87$          

Piso formato  50X50cm cerámica m2 18,91 39.431,00$             Construdata ed 208 745.640,21$          

Meson en concreto mas enchape m2 1,27 212.436,00$           Construdata ed 208 269.793,72$          

CARPINTERIA -$                       

Puertas metálicas Un 1,00 692.900,00$           Construdata ed 208 692.900,00$          

APARATOS -$                       

Lavaplatos en acero inoxidable Un 1,00 120.190,00$           Construdata ed 208 120.190,00$          

INSTALACIONES HIDRAULICAS -$                       

InstalaciónTubo a presión 1/2" pvc ml 40,00 5.204,00$               Construdata ed 208 208.160,00$          

Punto hidraulico Un 1,00 48.500,00$             Construdata ed 208 48.500,00$            

Llave de paso Un 1,00 44.329,00$             Construdata ed 208 44.329,00$            

INSTALACIONES ELECTRICAS -$                       

Salidas Electricas Luminarias Un 3,00 144.151,00$           Construdata ed 208 432.453,00$          

Salidas Electricas Toma Muro Un 3,00 161.760,00$           Construdata ed 208 485.280,00$          

Salidas Interruptor sencillo Un 3,00 134.401,00$           Construdata ed 208 403.203,00$          

Tablero 24 circuitos Un 1,00 374.721,00$           Construdata ed 208 374.721,00$          

MANO DE OBRA -$                       

Hora Cuadrilla AA Hc 120,00 25.741,00$             Construdata ed 206 3.088.920,00$       

13.981.327,22$      

Administracion 699.066,36$          

Imprevistos 419.439,82$          

Utilidad 978.692,91$          

Total AIU 2.097.199,08$       

IVA  sobre utilidad (19%) 185.951,65$          

16.264.477,96$      

18,91                     

860.099,31$          

C 1: Construcción de 1 piso, utilizada para taller en estructura metálica

PRELIMINARES

Total Costo Directo 

5%

3%

Valor adoptado

7%

15%

19%

Total 

Cantidad (m2)

 
Fuente: Elaboración propia – APU con base en la Revista Construdata. 
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15.7 PRESUPUESTO CONSTRUCCIONES ANEXAS 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Desglose del ítem unidad cantidad valor unit Fuente Valor por APU

Replanteo m2 4,50 2.943,00$              Construdata ed 208 13.243,50$       

Excavación manual profundidad de 1 a 2 m m3 0,68 32.198,00$            Construdata ed 208 21.894,64$       

ENRAMADA -$                  

Cubierta Teja de Fibrocemento m2 4,50 41.611,00$            Construdata ed 208 187.249,50$     

Estructura de madera para teja m2 4,50 38.426,00$            Construdata ed 208 172.917,00$     

Cerca en tabla m2 2,60 44.325,00$            Construdata ed 208 115.245,00$     

MANO DE OBRA -$                  

Hora Cuadrilla AA Hc 12,00 25.741,00$            Construdata ed 206 308.892,00$     

819.441,64$     

Administracion 40.972,08$       

Imprevistos 24.583,25$       

Utilidad 57.360,91$       

Total AIU 122.916,25$     

IVA  sobre utilidad (19%) 10.898,57$       

953.256,46$     

4,50                  

211.834,77$     Valor adoptado

7%

15%

19%

Total 

Cantidad (m2)

CA1:Enramada en carpintería de madera, cubierta en teja de PVC, soportada en estructura de madera; piso en tierra; cuenta con cerramiento parcial 

en madera de (h:1.30m).

PRELIMINARES

Total Costo Directo 

5%

3%

Desglose del ítem unidad cantidad valor unit Fuente Valor por APU

Replanteo m2 6,84 2.943,00$              Construdata ed 208 20.130,12$       

Excavación manual profundidad de 1 a 2 m m3 1,03 32.198,00$            Construdata ed 208 33.163,94$       

MURO -$                  

Muro concreto estructural de 9cm m2 11,84 133.533,00$          Construdata ed 208 1.581.030,72$  

Muro en ladrillo común m2 4,44 69.741,00$            Construdata ed 208 309.650,04$     

Alfajia m3 0,37 558.556,00$          Construdata ed 209 206.665,72$     

MANO DE OBRA -$                  

Hora Cuadrilla AA Hc 16,00 25.741,00$            Construdata ed 206 411.856,00$     

2.562.496,54$  

Administracion 128.124,83$     

Imprevistos 76.874,90$       

Utilidad 179.374,76$     

Total AIU 384.374,48$     

IVA  sobre utilidad (19%) 34.081,20$       

2.980.952,22$  

2,00                  

1.490.476,11$  

CA2:Jardinera en concreto con muro de (h:0.80m),en la parte superior incluye alfajía de (e:0.10mxa:0.25m); Bordillo auxiliar en la parte inferior, de 

medidas (e:0.10m x h:0.30m), medidas de la jardinera (1.80m x 1.90m)

PRELIMINARES

Total Costo Directo 

5%

3%

Valor adoptado

7%

15%

19%

Total 

Cantidad (m2)
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Desglose del ítem unidad cantidad valor unit Fuente Valor por APU

Replanteo m2 223,42 2.943,00$               Construdata ed 208 657.525,06$             

Excavación a maquina m3 33,51 36.925,00$             Construdata ed 208 1.237.356,75$          

NIVELACIÓN -$                          

Relleno compactado m3 625,58 33.530,00$             Construdata ed 208 20.975.697,40$        

MANO DE OBRA -$                          

Hora Cuadrilla AA Hc 32,00 25.741,00$             Construdata ed 206 823.712,00$             

23.694.291,21$        

Administracion 1.184.714,56$          

Imprevistos 710.828,74$             

Utilidad 1.658.600,38$          

Total AIU 3.554.143,68$          

IVA  sobre utilidad (19%) 315.134,07$             

27.563.568,96$        

223,42                      

123.371,09$             Valor adoptado

7%

15%

19%

Total 

Cantidad (m2)

CA3: Adecuación, nivelación y compactación de terreno con una altura de relleno promedio de 2.80m.

PRELIMINARES

Total Costo Directo 

5%

3%

 
 

Desglose del ítem unidad cantidad valor unit Fuente Valor por APU

Replanteo m2 15,60 2.943,00$               Construdata ed 208 45.910,80$           

Excavación a maquina m3 2,34 36.925,00$             Construdata ed 208 86.404,50$           

TUBERIA -$                      

Tubería en PVC de 1” Ml 31,19 3.600,00$               Cotización 56158 112.284,00$         

Llave de paso und 1,00 44.329,00$             Construdata ed 208 44.329,00$           

MANO DE OBRA -$                      

Hora Cuadrilla AA Hc 8,00 25.741,00$             Construdata ed 206 205.928,00$         

494.856,30$         

Administracion 24.742,82$           

Imprevistos 14.845,69$           

Utilidad 34.639,94$           

Total AIU 74.228,45$           

IVA  sobre utilidad (19%) 6.581,59$             

575.666,33$         

31,19                    

18.456,76$           Valor adoptado

7%

15%

19%

Total 

Cantidad (ml)

CA4: Tubería en PVC de 1” para acueducto; incluye accesorios.

PRELIMINARES

Total Costo Directo 

5%

3%

 
 

Fuente: Elaboración propia – APU con base en la Revista Construdata. 
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CORPORACION LONJAS INMOBILIARIAS DE AVALUOS DE COLOMBIA 

15.8 ANEXO INDEMNIZACIONES ECONÓMICAS 
 

I. CALCULO DAÑO EMERGENTE:  
 
Notariado y Registro: De conformidad con el protocolo para avalúos rurales proyectos 
5G ANI de fecha 05/04/2022, El valor de Notariado y Registro, será reconocido 100% por 
el solicitante, por lo cual no se estima un valor para este concepto. 

 
Impuesto predial: se reconocerá de forma exclusiva para la adquisición total de predios, 
de conformidad al valor del impuesto predial y, de forma proporcional de acuerdo con el 
trimestre en que se elabore el Avaluó, así: 

 
1o Trimestre: del 1o de enero hasta el 31 de marzo, se reconocerá el 75% 
2o Trimestre: del 1o de abril hasta el 30 de junio, se reconocerá el 50% 
3o. Trimestre: del 1o de julio al 30 de septiembre, se reconocerá el 25%  
4o Trimestre: del 1o de octubre al 31 de diciembre, se reconocerá el 
0%. 
 

II. CALCULO LUCRO CESANTE:  
 
El propietario no presento soportes para el cálculo de indemnización por este concepto. 
 

III. VALOR TOTAL INDEMNIZACIONES 
 

ITEM MONTO COMPENSADO OBSERVACIONES

1.1  Notariado y Registro $ 0

1.2 Desmonte, embalaje, translado y montaje de bienes muebles $ 0

1.4 Arrendamiento y/o almacenamiento provisional $ 0

1.5 Impuesto Predial $ 0

1.6 Adecuación de áreas remanentes $ 0

1.7 Perjuicios derivados de la terminación de contratos $ 0

DAÑO EMERGENTE $ 0

2.1 Perdida de utilidad por contratos que dependen del inmueble objeto de 

adquisición
$ 0

2.2 Perdida de utilidad por otras actividades económicas $ 0

LUCRO CESANTE $ 0

TOTAL INDEMNIZACIÓN $ 0

1. DAÑO EMERGENTE

3. INDEMNIZACIÓN

OBSERVACIONES: El presente informe complementa el Avalúo Comercial elaborado el día 27 de octubre de 2023, por solicitud directa de la CONCESIONARIA UNIÓN VIAL 

CAMINO DEL PACÍFICO.

2. LUCRO CESANTE

1.3 Desconexión de servicios públicos $ 0

SON: CERO PESOS MONEDA CORRIENTE

 
 
 
 
 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

CORPORACIÓN LONJAS INMOBILIARIAS DE COLOMBIA 

Cra. 10#53-61  
Edificio Santa Ana-Oficina 303  

www.lic.com.co 
 

CORPORACION LONJAS INMOBILIARIAS DE AVALUOS DE COLOMBIA 

Bogotá, D.C., 27 de octubre de 2023. 
 
 
Cordialmente,     

  
 
   
   

                                                                                                                                                 
OMAR ALEXIS PINZÓN RODRÍGUEZ                                    WILLIAM CASTAÑEDA 

   Perito avaluador      Miembro Comité 
   Representante Legal                                          RAA AVAL-1023963942 
   Corporación Lonjas Inmobiliarias de avalúos de Colombia 
   RAA AVAL-1014242133 
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ANEXO ACTA COMITÉ DE AVALÚOS 
CORPORACIÓN LONJAS INMOBILIARIAS DE AVALÚOS DE COLOMBIA 

COMITÉ TÉCNICO DE AVALÚOS CORPORATIVOS 
ACTA N° BLB-2-084-A 

 
En Bogotá, D.C. siendo las 08:00 a.m. del día 27 de octubre de 2023, se reunieron en la sala de juntas de 
la Corporación, previa convocatoria, los miembros integrantes del comité de avalúos comisionado en el 
contrato celebrado con CONCESIONARIA UNIÓN VIAL CAMINO DEL PACÍFICO y CORPORACIÓN 
LONJAS INMOBILIARIAS DE AVALÚOS DE COLOMBIA: 
 

MIEMBROS COMITÉ AVALÚOS  
LISANDRO CASTAÑEDA SALAZAR. 
WILLIAM ANDRES CASTAÑEDA PALACIOS. 
OMAR ALEXIS PINZÓN RODRÍGUEZ.   
JORGE EDUARDO FORERO TORRES. 
         

Actúo como presidente del Comité Omar Pinzón.  

 

Inmuebles objeto de estudio:  

 

Ítem N° Avalúo Municipio Numero Predial y matricula inmobiliaria   

  1 BLB-2-084-A Buenaventura 76-109-00-01-00-00-0006-1301-0-00-00-0000   
372-56252 

 
 

AVALÚO DEL PREDIO  $                      112.865.672 

INDEMNIZACIONES DAÑO EMERGENTE  $                                       -   

INDEMNIZACIONES LUCRO CESANTE  $                                       -   

TOTAL  $                      112.865.672 

AVALÚO DEFINITIVO ADOPTADO

SON: CIENTO DOCE MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y CINCO MIL SEISCIENTOS 

SETENTA Y DOS PESOS MONEDA CORRIENTE ($112.865.672).

DESCRIPCIÓN UNIDAD DIMENSIÓN
VALOR 

UNITARIO
SUB TOTAL

TERRENO UF1 m2 223,42 $ 293.000 $ 65.462.060

$ 65.462.060

C1 m2 18,91  $              826.000 $ 15.619.660

$ 15.619.660

CA1 m2 4,5  $              199.100 $ 895.950

CA2 und 2  $           1.431.300 $ 2.862.600

CA3 m2 223,42  $              123.400 $ 27.570.028

CA4 m 31,19  $                14.600 $ 455.374

$ 31.783.952

$ 112.865.672

TERRENO

TOTAL DE TERRENO

TOTAL 

TOTAL CONSTRUCCION 

CONSTRUCCIONES PRINCIPALES

CONSTRUCCIONES ANEXAS 

TOTAL CONSTRUCCION 
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SOLICITANTE: CONCESIONARIA UNIÓN VIAL CAMINO DEL PACÍFICO. 
 
Se inició la sesión con la exposición del Comisionado, Sr. Omar Pinzón, sobre las características generales 
y particulares del inmueble identificado con código interno BLB-2-084-A y folio de matrícula 372-56252  
ubicado en el Municipio de Buenaventura, Valle del Cauca, Sector de expansión, aportando la recopilación 
de toda la información  relacionada con las especificaciones del inmueble, fundamentalmente ubicación en 
suelo de expansión, área de terreno y construcción, calidad de materiales utilizados en las construcciones, 
estado de conservación, normas e infraestructura urbanísticas, usos permitidos, alturas e índices de 
construcción permitidos, análisis económico para llegar al valor de avalúo asignado y demás factores 
propios aplicables a este tipo de inmueble. 
 
Los miembros del Comité participaron activamente en los análisis de este estudio, expresaron sus 
diferentes conceptos sobre el mismo, haciendo relación, igualmente, a la metodología utilizada 
especialmente la referente  al Método de comparación o de mercado, al método de costo de reposición a 
nuevo, depreciación por método Fitto y Corvini, método potencial de desarrollo, realizando los ejercicios 
aplicables dentro de esta metodología y como conclusión obtenida del justiprecio comercial se obtuvieron 
los resultados  para valor de área de terreno, valor de construcción, valor de cultivos y especies, contenidos 
en el informe valuatorio. 
 
Terminado el análisis y obtenidas las conclusiones de estos estudios, fueron aprobados por dicho comité 
los avalúos anteriormente mencionados, se levantó la sesión, siendo la 09:00 a.m. del día y fecha arriba 
mencionados.  
 

 
COMITÉ DE AVALÚOS 

 
 
  
 
    
   

                                                                                                                                                 
OMAR ALEXIS PINZÓN RODRÍGUEZ                                    WILLIAM CASTAÑEDA 

   Perito avaluador      Miembro Comité 
   Representante Legal                                          RAA AVAL-1023963942 
   Corporación Lonjas Inmobiliarias de avalúos de Colombia 
   RAA AVAL-1014242133 
 
    
 
 
 
 
 

 
                 

LISANDRO CASTAÑEDA SALAZAR                                       JORGE EDUARDO FORERO TORRES 
   Miembro Comité Miembro Comité 
   RAA AVAL-79425497 AVAL-1033759954 



 
Artículo 58. CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA. Se garantizan la propiedad privada y los 
demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni 
vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad 
pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por 
ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social.   
   
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función 
ecológica.   
   
El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad.   
   
Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación 
mediante sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijará consultando los intereses de la 
comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá 
adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso 
respecto del precio. 
 



LEY 9 DE 1989
(enero 11)

Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones

[Mostrar]

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 
DECRETA: 

CAPITULO I 
De la planificación del desarrollo municipal 

ARTICULO 1o. Derogado.  
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 2o. Derogado.  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 3o. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 4o. Las oficinas departamentales, intendenciales y comisariales de planeación prestarán asesoría para la elaboración de planes de
desarrollo o planes de desarrollo simplificados en los términos de las normas vigentes y de la presente ley. En caso de que las entidades
territoriales obligadas a tenerlos no presenten sus planes en los términos de la presente ley, ellos serán elaborados por dichas oficinas y
sometidos a consideración del respectivo concejo, junta metropolitana o Consejo Intendencial de San Andrés y Providencia por conducto del
alcalde, o el intendente quienes estarán obligados a hacer la respectiva presentación. 
  
PARAGRAFO. También deberán elaborarlos las oficinas departamentales de planeación a solicitud del respectivo alcalde municipal. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

CAPITULO II
Del espacio público

ARTICULO 5o. Entiéndese por espacio público el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados,
destinados por su naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que trascienden, por tanto, los límites de los
intereses individuales de los habitantes. 
  
Así, constituyen el espacio público de la ciudad las áreas requeridas para la circulación, tanto peatonal como vehicular, las áreas para la recreación pública,
activa o pasiva, para la seguridad y tranquilidad ciudadana, las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, fuentes de agua, parques, plazas, zonas
verdes y similares, las necesarias para la instalación y mantenimiento de los servicios públicos básicos, para la instalación y uso de los elementos
constitutivos del amoblamiento urbano en todas sus expresiones, para la preservación de las obras de interés público y de los elementos históricos,
culturales, religiosos, recreativos y artísticos, para la conservación y preservación del paisaje y los elementos naturales del entorno de la ciudad, los
necesarios para la preservación y conservación de las playas marinas y fluviales, los terrenos de bajamar, así como de sus elementos vegetativos, arenas y
corales y, en general, por todas las zonas existentes o debidamente proyectadas en las que el interés colectivo sea manifiesto y conveniente y que
constituyan, por consiguiente, zonas para el uso o el disfrute colectivo. 
  
Parágrafo 1°.  El espacio público resultante de la adopción de instrumentos de planeamiento o de gestión o de la expedición de licencias
urbanísticas se incorporará con el solo procedimiento de registro de la escritura de constitución de la urbanización o la parcelación en la Oficina
de Instrumentos Públicos, en la cual se determinen las áreas públicas objeto de cesión y las áreas privadas, por su localización y linderos.

La escritura correspondiente deberá otorgarse y registrarse antes de la iniciación de las ventas del proyecto respectivo.

Parágrafo 2°. El espacio público resultante del desarrollo de proyectos de infraestructura se incorporará mediante el registro de la escritura de
entrega o cesión en la oficina de instrumentos públicos. Así mismo, previo procedimiento de desenglobe y apertura del folio de matrícula



inmobiliaria en la escritura de cesión se debe determinar su localización, cabida y linderos. La escritura correspondiente deberá otorgarse y
registrarse antes de la puesta en funcionamiento de la infraestructura construida.

Parágrafo 3°. Luego de la suscripción de la escritura del espacio público generado mediante cesión o entrega de infraestructura, se notificará por
parte de la oficina de instrumentos públicos a las entidades territoriales como representantes del patrimonio inmueble municipal o distrital,
quienes en un término máximo de 15 días hábiles verificarán su concordancia con las normas y estándares del espacio público establecidas en
los instrumentos de ordenamiento territorial de cada municipio o distrito si la encuentran acorde, manifestarán su aceptación, caso contrario
solicitarán al notario los ajustes y aclaraciones respectivas y radicarán las escrituras ajustadas a la respectiva oficina de Registro de Instrumentos
Públicos.

 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 6o. El destino de los bienes de uso público incluidos en el espacio público de las áreas urbanas y suburbanas no podrá ser variado
sino por los concejos, juntas metropolitanas o por el consejo intendencial, por iniciativa del alcalde o Intendente de San Andrés y Providencia,
siempre y cuando sean canjeados por otros de características equivalentes. 
  
El retiro del servicio de las vías públicas continuará rigiéndose por las disposiciones vigentes. 
  
Los parques y zonas verdes que tengan el carácter de bienes de uso público, así como las vías públicas, no podrán ser encerrados en forma tal
que priven a la ciudadanía de su uso, goce, disfrute visual y libre tránsito. 

ARTICULO 7o.  Los municipios y la Intendencia Especial de San Andrés y Providencia podrán crear de acuerdo con su organización legal,
entidades que serán responsables de administrar, desarrollar, mantener y apoyar financieramente el espacio público, el patrimonio inmobiliario y
las áreas de cesión obligatoria para vías, zonas verdes y servicios comunales. Así mismo, podrán contratar con entidades privadas la
administración, mantenimiento y aprovechamiento económico de los bienes anteriores. 
  
Cuando las áreas de cesión para las zonas verdes y servicios comunales sean inferiores a las mínimas exigidas por las normas urbanísticas, o
cuando su ubicación sea inconveniente para la ciudad, se podrá compensar la obligación de cesión, en dinero o en otros inmuebles, en los
términos que reglamenten los concejos, el consejo intendencial y las juntas metropolitanas. Si la compensación en dinero, se deberá asignar su
valor a los mismos fines en lugares apropiados según lo determine el Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado. Si la compensación se
satisface mediante otro inmueble, también deberá estar ubicado en un lugar apropiado según lo determine el mismo plan. 
  
Los aislamientos laterales, parámetros y retrocesos de las edificaciones no podrán ser compensados en dinero ni canjeados por otros inmuebles. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 8o. Los elementos constitutivos del espacio público y el medio ambiente tendrán para su defensa la acción popular consagrada en el
artículo 1005 del Código Civil. Esta acción también podrá dirigirse contra cualquier persona pública o privada, para la defensa de la integridad y
condiciones de uso, goce y disfrute visual de dichos bienes mediante la remoción, suspensión o prevención de las conductas que
comprometieren el interés público o la seguridad de los usuarios 
  
El incumplimiento de las órdenes que expida el juez en desarrollo de la acción de que trata el inciso anterior configura la conducta prevista en el
artículo 184 del Código Penal de "fraude a resolución judicial". 
  
La acción popular de que trata el artículo 1005 del Código Civil podrá interponerse en cualquier tiempo, y se tramitará por el procedimiento
previsto en el numeral 8 del artículo 414 del Código de Procedimiento Civil. 
  

CAPITULO III
De la adquisición de bienes por enajenación voluntaria y por expropiación

ARTICULO 9o. El presente Capítulo tiene como objetivo establecer instrumentos para la adquisición y expropiación de inmuebles en desarrollo
de los propósitos enunciados en el siguiente artículo de la presente ley. 
  
Será susceptible de adquisición o expropiación tanto el pleno derecho de dominio y sus elementos constitutivos como los demás derechos
reales. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]



ARTICULO 10. Para efectos de decretar su expropiación y además de los motivos determinados en otras leyes vigentes se declara de utilidad
pública o interés social la adquisición de inmuebles para destinarlos a los siguientes fines: 
  
a) Ejecución de proyectos de construcción de infraestructura social en los sectores de la salud, educación, recreación, centrales de abasto y
seguridad ciudadana; 
  
b) Desarrollo de proyectos de vivienda de interés social, incluyendo los de legalización de títulos en urbanizaciones de hecho o ilegales diferentes
a las contempladas en el artículo 53 de la Ley 9ª de 1989, la rehabilitación de inquilinatos y la reubicación de asentamientos humanos ubicados
en sectores de alto riesgo; 
  
c) Ejecución de programas y proyectos de renovación urbana y provisión de espacios públicos urbanos; 
  
d) Ejecución de proyectos de producción, ampliación, abastecimiento y distribución de servicios públicos domiciliarios; 
  
e) Ejecución de programas y proyectos de infraestructura vial y de sistemas de transporte masivo; 
  
f) Ejecución de proyectos de ornato, turismo y deportes; 
  
g) Funcionamiento de las sedes administrativas de las entidades públicas, con excepción de las empresas industriales y comerciales del Estado y
las de las sociedades de economía mixta, siempre y cuando su localización y la consideración de utilidad pública estén claramente determinados
en los planes de ordenamiento o en los instrumentos que los desarrollen; 
  
h) Preservación del patrimonio cultural y natural de interés nacional, regional y local, incluidos el paisajístico, ambiental, histórico y
arquitectónico; 
  
i) Constitución de zonas de reserva para la expansión futura de las ciudades; 
  
j) Constitución de zonas de reserva para la protección del medio ambiente y los recursos hídricos; 
  
k) Ejecución de proyectos de urbanización y de construcción prioritarios en los términos previstos en los planes de ordenamiento, de acuerdo con
lo dispuesto en la presente ley; 
  
l) Ejecución de proyectos de urbanización, redesarrollo y renovación urbana a través de la modalidad de unidades de actuación, mediante los
instrumentos de reajuste de tierras, integración inmobiliaria, cooperación o los demás sistemas previstos en esta ley; 
  
m) El traslado de poblaciones por riesgos físicos inminentes. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 11. Además de lo dispuesto en otras leyes vigentes, la Nación, las entidades territoriales, las áreas metropolitanas y asociaciones de
municipios podrán adquirir por enajenación voluntaria o decretar la expropiación de inmuebles para desarrollar las actividades previstas en el
artículo 10 de la Ley 9ª de 1989. 
Los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta asimiladas a las
anteriores, de los órdenes nacional, departamental y municipal, que estén expresamente facultadas por sus propios estatutos para desarrollar
alguna o algunas de las actividades previstas en el artículo 10 de dicha ley, también podrán adquirir o decretar la expropiación de inmuebles para
el desarrollo de dichas actividades 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 12. Toda adquisición o expropiación de inmuebles que se realice en desarrollo de la presente ley se efectuará de conformidad con los
objetivos y usos del suelo establecidos en los planes de ordenamiento territorial. 
  
Las adquisiciones promovidas por las entidades del nivel nacional, departamental o metropolitano deberán estar en consonancia con los
objetivos, programas y proyectos definidos en los planes de desarrollo correspondientes. 
  
Las disposiciones de los incisos anteriores no serán aplicables, de manera excepcional, cuando la expropiación sea necesaria para conjurar una
emergencia imprevista, la cual deberá en todo caso calificarse de manera similar a la establecida para la declaración de urgencia en la
expropiación por vía administrativa 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 13.  Corresponderá al representante legal de la entidad adquirente, previa las autorizaciones estatutarias o legales respectivas
expedir el oficio por medio del cual se disponga la adquisición de un bien mediante enajenación voluntaria directa. El oficio contendrá la oferta de
compra, la transcripción de las normas que reglamentan la enajenación voluntaria y la expropiación, la identificación precisa del inmueble, y el
precio base de la negociación. Al oficio se anexará la certificación de que trata el artículo anterior. Este oficio no será susceptible de recurso o
acción contencioso administrativa. 
  
El precio base de la negociación se fundamentará en el avalúo efectuado por el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla
sus funciones, el cual se anexará a la oferta de compra. El término para formular observaciones, al mismo, empezará a correr a partir de la



notificación de oferta de compra. El avalúo tendrá una antelación máxima de seis (6) meses respecto a la fecha de la notificación de la oferta de
compra. 
  
El oficio que disponga la adquisición se notificará al propietario a más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al de su expedición. Si
no pudiere efectuarse la notificación personal, la orden de adquisición se notificará por edicto, el cual será fijado dentro de los tres (3) días hábiles
siguientes al del vencimiento del término para la notificación personal en un lugar visible al público de la sede de la entidad adquirente, en el lugar
de la ubicación del inmueble, y en la alcaldía del mismo sitio. El edicto será desfijado después de cinco (5) días hábiles, término durante el cual la
entidad adquirente lo publicará en un periódico de amplia circulación nacional o local. 
  
Adicionalmente, cuando el nombre del propietario figure en el directorio telefónico, se enviará a todas las direcciones que allí aparezcan copia del
edicto por correo certificado o con un funcionario que la entregue a cualquier persona que allí se encuentre, o la fije en la puerta de acceso,
según las circunstancias. También se enviará a la dirección que el propietario hubiere denunciado en la oficina de Catastro respectiva. 
  
El oficio que disponga una adquisición será inscrito por la entidad adquirente en el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble dentro de los cinco
(5) días hábiles siguientes a su notificación. Los inmuebles así afectados quedarán fuera de comercio a partir de la fecha de la inscripción, y
mientras subsista, ninguna autoridad podrá conceder licencia de construcción, de urbanización, o permiso de funcionamiento por primera vez
para cualquier establecimiento industrial o comercial sobre el inmueble objeto de la oferta de compra. Los que se expidan no obstante esta
prohibición serán nulos de pleno derecho. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 14. Si hubiere acuerdo respecto del precio y de las demás condiciones de la oferta con el propietario, se celebrará un contrato de
promesa de compraventa, o de compraventa, según el caso. A la promesa de compraventa y a la escritura de compraventa se acompañarán un
folio de matrícula inmobiliaria actualizado. 
  
Otorgada la escritura pública de compraventa, ésta se inscribirá con prelación sobre cualquier otra inscripción solicitada, en la Oficina de Registro
de Instrumentos Públicos, previa cancelación de la inscripción a la cual se refiere el artículo 13 de la presente Ley 
  
Realizada la entrega real y material del inmueble a la entidad adquirente, el pago del precio se efectuará en los términos previstos en el contrato.
El cumplimiento de la obligación de transferir el dominio se acreditará mediante copia de la escritura pública de compraventa debidamente
inscrita en el folio de matricula inmobiliaria en el cual conste que se ha perfeccionado la enajenación del inmueble, libre de todo gravamen o
condición, sin perjuicio de que la entidad adquirente se subrogue en la hipoteca existente. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 15. El precio máximo de adquisición será el fijado por el Instituto Agustín Codazzi o por la entidad que cumpla sus funciones, de
conformidad con el artículo 18 de la presente ley. La forma de pago, en dinero efectivo, títulos - valores, o bienes muebles e inmuebles, será
convenida entre el propietario y el Representante Legal de la entidad adquirente. Las condiciones mínimas del pago del precio serán las previstas
en el artículo 29. 
  
Si quedare un saldo del precio pendiente de pago al momento de otorgar la escritura pública de compraventa, la entidad adquirente deberá
entregar simultáneamente una garantía bancaria incondicional de pago del mismo. La existencia del saldo pendiente no dará acción de
resolución de contrato, sin perjuicio del cobro del saldo por la vía ejecutiva. 
  
Facultase a los establecimientos bancarios para emitir las garantías de que trata el inciso anterior. 
  
El ingreso obtenido por la enajenación de los inmuebles a los cuales se refiere la presente ley no constituye, para fines tributarios, renta gravable
ni ganancia ocasional, siempre y cuando la negociación se produzca por la vía de la enajenación voluntaria. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 16. Para los efectos de la presente ley, los representantes legales de las personas incapaces de celebrar negocios podrán enajenar
directamente a la entidad adquirente los inmuebles de propiedad de sus representados, sin necesidad de autorización judicial ni remate en
pública subasta, siempre y cuando medie el visto bueno de un defensor de menores del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en el caso de
los menores y del personero municipal en el caso de los incapaces. 
  
En el caso de las sucesiones que se liquiden ante el juez, éste autorizará la venta siempre que medie el consentimiento del albacea
testamentario y en su defecto, del cónyuge supérstite que hubiere optado por gananciales, y a falta de los anteriores, de la mayoría simple de los
asignatarios reconocidos dentro del proceso. Si entre los herederos y legatarios reconocidos dentro del proceso hubiere menores e incapaces, se
requerirá el visto bueno de un defensor de menores del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para los primeros y del personero municipal
para los segundos. La entidad adquirente consignará el precio de venta en Certificados de Depósito a Término en el Banco Popular. El precio
reemplazará el bien enajenado para todos los efectos sucesorales. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]



ARTICULO 17.  Si la venta no se pudiere perfeccionar por la falta de algún comprobante fiscal, el notario podrá autorizar la escritura
correspondiente siempre y cuando la entidad adquirente descuente del precio de venta las sumas necesarias para atender las obligaciones
fiscales pendientes, en cuantías certificadas por el fisco, y se las entregue. El notario las remitirá inmediatamente al fisco correspondiente, el cual
las recibirá a título de pago o de simple depósito si hubiere una reclamación pendiente. 
  
El notario podrá autorizar la escritura aun si la totalidad del precio no fuere suficiente para atender las obligaciones fiscales. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 18. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 19. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 20. La expropiación, por motivos enunciados en el artículo 10 de la presente ley, procederá: 
  
1. Cuando venciere el término para celebrar contrato de promesa de compraventa o de compraventa y no fuere ampliado oportunamente, sin que
se hubieren celebrado dichos contratos. Si es por causa imputable a la entidad adquirente el propietario no perderá los beneficios de que trata el
artículo 15. de la presente ley; 
  
2. Cuando el propietario hubiere incumplido la obligación de transferirle a la entidad adquirente el derecho de dominio en los términos pactados. 
  
3. Cuando el propietario notificado personalmente o por edicto rechazarse cualquier intento de negociación o guardare silencio sobre la oferta por
un término mayor de quince (15) días hábiles contados desde la notificación personal o de la desfijación del edicto. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 21. Corresponderá al representante legal de la entidad adquiere expedir resolución motivada en la cual se ordene la expropiación,
dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha del agotamiento de la etapa de adquisición directa por enajenación voluntaria directa, so pena
de incurrir en causal de mala conducta. Si no fuere expedida dicha resolución, las inscripciones que se hubieren efectuado en las Oficinas de
Registro de Instrumentos Públicos quedarán sin efecto alguno, y su cancelación se realizará en la forma prevista por el inciso 3° del artículo 25
de la presente ley. El representante legal obtendrá las autorizaciones previas previstas en los estatutos o normas que regulan la entidad que
represente. Cuando la expropiación sea ordenada por una entidad territorial o un área metropolitana, no se requerirá la expedición de una
ordenanza o acuerdo. 
  
La resolución será notificada personalmente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al de su expedición. Si no pudiere efectuarse la
notificación personal, la resolución se notificará por edicto, el cual será fijado dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al del vencimiento del
término para la notificación personal en un lugar visible al público de la sede de la entidad expropiante, en el lugar de la ubicación del inmueble, y
en la alcaldía del mismo sitio. El edicto será desfijado después de cinco (5) días hábiles, término durante el cual la entidad expropiante lo
publicará en un periódico de amplia circulación nacional o local. 
  
Adicionalmente, cuando el nombre del propietario figure en el directorio telefónico, se enviará las direcciones que allí aparezcan copia del edicto
por correo certificado o con un empleado que la entregue a cualquier persona que allí se encuentre, o la fije en la puerta de acceso, según las
circunstancias. También se enviará a la dirección que el propietario hubiere denunciado en la oficina de Catastro respectiva. 
  
Contra la resolución que ordene la expropiación procederá únicamente el recurso de reposición, el cual deberá interponer dentro de los diez (10)
días hábiles siguientes al de su notificación. 
  
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 22.  Transcurrido un mes sin que la entidad expropiante hubiere expedido la resolución por la cual se resuelve el recurso de
reposición, éste se entenderá negado, y quedará en firme el acto recurrido. Incurrirá en causal de mala conducta el funcionario que no resuelva el
recurso oportunamente. Pasado dicho término no se podrá resolver el recurso interpuesto. El término de caducidad de cuatro (4) meses de la
acción de restablecimiento del derecho empezará a correr a partir del día en el cual quede en firme el acto recurrido. 
  
Contra la resolución que ordene una expropiación en desarrollo de la presente ley procederán las acciones contencioso-administrativas de
nulidad y de restablecimiento del derecho ante el Tribunal Administrativo competente, en única instancia.  En estas acciones no procederá la
suspensión provisional del acto demandado. El Tribunal Administrativo deberá dictar sentencia definitiva dentro del término máximo de ocho (8)
meses, contados desde la fecha de la presentación de la demanda. El proceso contencioso-administrativo terminará si transcurrido el término
anterior no se hubiere dictado sentencia. 
  



Si la acción intentada fuere la de simple nulidad, ésta deberá interponerse dentro del mismo término de caducidad de la acción de
restablecimiento del derecho para que proceda la abstención de que trata el artículo siguiente. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 23.  El proceso civil de expropiación terminará si hubiere sentencia del Tribunal Administrativo favorable al demandante en fecha
previa a aquella en la cual quedare en firme la sentencia del Juez Civil, quien se abstendrá de dictar sentencia con anterioridad al vencimiento del
término establecido en el inciso anterior. En este evento, se procederá a la restitución del bien demandado y a la indemnización de perjuicios en
los términos del artículo 459 del Código de Procedimiento Civil. 
  
Será definitiva la transferencia del derecho de propiedad a favor de la entidad expropiante aún si la sentencia del Tribunal Administrativo fuere
posterior a aquella en la cual quedare en firme la sentencia de juez civil. En este evento el tribunal tendrá en cuenta la indemnización decretada
por el juez civil para el efecto de la reparación del daño sufrido por el propietario. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 24.  Si respecto de un mismo inmueble recayere más de un acto administrativo que ordenare su expropiación, expedido por
autoridades distintas, se suspenderá toda actuación administrativa, de oficio o a petición de parte, hasta que el jefe de la administración de mayor
jerarquía entre las entidades expropiantes decidiere sobre el particular. Cuando los actos administrativos fueren expedidos por entidades del
orden nacional pertenecientes al mismo sector administrativo, decidirá el Ministro del ramo respectivo. Si se tratare de entidades del orden
nacional pertenecientes a diferentes sectores administrativos, la decisión la tomará el Consejo de Ministros. La solicitud de suspensión podrá
interponerse ante las entidades que adelantan dicha actuación administrativa sólo con anterioridad a la admisión de la demanda de expropiación
presentada ante el juez competente. 
  
Si la solicitud de suspensión no fuere resuelta en el término máximo de un mes contado desde la fecha de su presentación, la actuación
administrativa continuará con la oferta de compra de la entidad que primero la hubiere notificado. La solicitud de suspensión no podrá resolverse
con posterioridad al término anterior. 
  
Se preferirán las expropiaciones municipales cuando versaren sobre asuntos que fueren de interés exclusivamente municipal. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 25. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 26. La indemnización que decretare el juez comprenderá el daño emergente y el lucro cesante. El daño emergente incluirá el valor
del inmueble expropiado, para el cual el juez tendrá en cuenta el avalúo administrativo especial que para el efecto elabore el Instituto Geográfico
"Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones. 
  
El avalúo administrativo especial del inmueble se efectuará teniendo en cuenta los criterios establecidos en el artículo 18 de la presente ley, y se
efectuará de conformidad con lo previsto en el Código de Procedimiento Civil. 
  
El juez competente no quedará obligado por el avalúo administrativo especial que efectúe el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad
que cumpla sus funciones, pudiendo separarse del mismo por los motivos que indique, fundado en otros avalúos practicados por personas
idóneas y especializadas en la materia. 
  
El incumplimiento de obligaciones contractuales por parte del propietario como consecuencia de la resolución de expropiación constituye fuerza
mayor para dicho propietario y por consiguiente no podrán tasarse perjuicios derivados de dicho incumplimiento dentro de la indemnización que
le fije el juez al propietario. 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 27. Derogado. 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 28. Cuando por parte del propietario exista ánimo claro de negociación por el precio ofrecido, y por circunstancias ajenas a la
voluntad del mismo, debidamente comprobadas, no fuere posible llevar a término la enajenación voluntaria directa o se tratare de inmuebles que
se encuentren fuera del comercio, se ordenará la expropiación del inmueble y el juez competente podrá ordenar el pago de la indemnización en



la misma cuantía y términos en que se hubiere llevado a cabo el pago de la compraventa si hubiese sido posible la negociación voluntaria.
Igualmente procederá al beneficio tributario de que trata el inciso 4o. del artículo 15. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 29. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la indemnización que decretare el juez competente será pagada así: 
  
a) Para inmuebles cuyo avalúo judicial sea menor o igual a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales se pagará de contado un
cuarenta por ciento (40%). El saldo se pagará en seis (6) contados anuales iguales y sucesivos, el primero de los cuales vencerá un año después
de la fecha de entrega del inmueble; 
  
b) Para inmuebles cuyo avalúo judicial sea mayor a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales pero menor o igual a quinientos (500)
se pagará de contado un treinta por ciento (30%). El saldo se pagará en siete (7) contados anuales iguales y sucesivos, el primero de los cuales
vencerá un año después de la fecha de entrega del inmueble; 
  
c) Para inmuebles cuyo avalúo judicial sea mayor a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales se pagará de contado un veinte por
ciento (20%). El saldo se pagará en ocho (8) contados anuales iguales y sucesivos, el primero de los cuales vencerá un año después de la fecha
de entrega del inmueble. 
  
Sobre los saldos se reconocerá un interés ajustable equivalente al ochenta por ciento (80%) del incremento porcentual del índice nacional de
precios al consumidor para empleados certificado por el DANE para los seis (6) meses inmediatamente anteriores a cada vencimiento, pagadero
por semestres vencidos. 
  
Cuando se trate de la expropiación de un inmueble de un valor no superior a doscientos (200) salarios mínimos mensuales, siempre y cuando el
propietario haya sido el mismo durante los tres (3) años anteriores a la notificación del oficio que disponga la adquisición y demuestre dentro del
proceso que obtiene del inmueble en cuestión más del setenta por ciento (70%) de su renta líquida o que el valor de dicho bien represente no
menos del cincuenta por ciento (50%) de su patrimonio líquido, su pago será de contado en la oportunidad indicada en el artículo 458 del Código
de Procedimiento Civil. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 30. Las obligaciones por capital e intereses que resulten del pago del precio de adquisición o de la indemnización podrán dividirse a
solicitud del acreedor en varios títulos-valores que serán libremente negociables. Los títulos así emitidos, en los que se indicarán el plazo, los
intereses corrientes y moratorios y demás requisitos establecidos por la ley comercial para los pagarés, serán recibidos para el pago de la
contribución de valorización del inmueble expropiado, si la hubiere, y por los intermediarios financieros como garantía de créditos, por su valor
nominal. 
  
Los intereses que reciban los propietarios de las entidades que adquieran los inmuebles, por negociación voluntaria o por expropiación, gozarán
de exención de impuestos de renta y complementarios para sus beneficiarios. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 31. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 32.  El auto admisorio de la demanda, y las demás providencias que dicte el juez dentro del proceso de expropiación, salvo la
sentencia y el auto de que trata el último inciso del artículo 458 del Código de Procedimiento Civil, serán susceptibles únicamente de recurso de
reposición. 
  
El proceso de expropiación terminará si el demandado se aviniere a la venta del inmueble por el precio base de la negociación, actualizado según
el índice de costos de la construcción de vivienda, de ingresos medios que elabora el Departamento Nacional de Estadística, y otorgare escritura
pública de compraventa del mismo a favor del demandante. 
  
En lo no previsto por la presente ley, el proceso de expropiación se adelantará de conformidad con las normas del Código de Procedimiento Civil,
en especial por los artículos 451 y siguientes. 
  
Las expropiaciones a las cuales se refiere la Ley 135 de 1961 y normas que la adicionen o reformen continuarán rigiéndose por las disposiciones
especiales sobre el particular. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 33. Todas las entidades públicas que hayan adquirido inmuebles a cualquier título o que los adquieran en los sucesivo, también a
cualquier título, deberán aplicarlos a los fines para los cuales fueron adquiridos. En el acto de adquisición se incluirá en forma expresa el fin para



el cual fueron adquiridos los inmuebles. 
  
Las entidades públicas dispondrán de un término máximo de cinco (5) años contados desde la fecha de publicación de esta ley o a partir de la
fecha de la adquisición del bien, según el caso, para cumplir con esta obligación. Si así no lo hicieren, deberán enajenarlos a más tardar a la
fecha de vencimiento del término anterior. 
  
"Las obligaciones anteriores no se aplicarán a los bienes adquiridos en desarrollo de los literales c), d), e) y k) del artículo 10 y los del artículo 56
de la presente Ley, y los adquiridos por entidades públicas en virtud de contratos de fiducia mercantil antes de la vigencia de la Ley 9º de 1989". 
  
Los municipios, las áreas metropolitanas y la Intendencia de San Andrés y Providencia enajenarán sus inmuebles mediante el procedimiento
previsto en sus propios Códigos Fiscales o normas equivalentes. A falta de tales normas se aplicarán las disposiciones de la presente ley. Todas
las demás entidades públicas enajenarán dichos bienes mediante el procedimiento de la licitación pública, salvo cuando se trate de la venta a los
propietarios anteriores o cuando el precio base de la negociación sea inferior a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales. 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 34. En el evento de la venta, los propietarios anteriores tendrán un derecho preferencial irrenunciable a adquirir los inmuebles, por el
avalúo administrativo especial que fije el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones, de conformidad con el
procedimiento señalado en la presente ley y en los mismos plazos en que pagó la entidad adquirente. El avalúo administrativo especial no incluirá
las valorizaciones que en su momento no fueron tenidas en cuenta, en los términos del artículo 18. La entidad pública notificará al propietario
anterior o a sus causahabientes de su intención de vender y éstos dispondrán de un plazo de dos (2) meses para aceptar o rechazar la oferta. Si
éstos no tuvieran interés en adquirirlos o guardaren silencio sobre la oferta durante el término previsto, o la rechazaren, dichos bienes serán
vendidos. Será absolutamente nula la venta que se efectúe con pretermisión de lo dispuesto en el presente inciso. 
  
La obligación de las entidades públicas de vender preferencialmente a los propietarios anteriores o sus causahabientes será exigible
judicialmente por la vía ejecutiva. Esta acción caducará dos (2) meses después del vencimiento del término de cinco (5) años previsto en el
artículo anterior. Caducada la acción, cualquier persona interesada podrá exigir que dichos inmuebles se enajenen mediante licitación pública.
Cuando un municipio o área metropolitana no hayan previsto la licitación pública para la venta de inmuebles, cualquier persona podrá demandar
su venta en pública subasta, por la vía ejecutiva. 
  
Para el efecto previsto en el presente artículo, entiéndanse por propietarios anteriores a quienes hubieren transferido el dominio de sus inmuebles
a la entidad pública. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 35. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 36. Las entidades públicas podrán enajenar sus inmuebles sin sujeción al límite establecido en el artículo 35 de la presente ley y sin
que medie licitación pública en los siguientes casos: 
  
1. Cuando se trate de una enajenación a otra entidad pública. Esta excepción procederá una sola vez respecto del mismo inmueble. 
  
2. Cuando se trate de una enajenación a una entidad sin ánimo de lucro, siempre y cuando medie la autorización del Gobernador, Intendente o
Alcalde Mayor de Bogotá, en cuya jurisdicción se encuentre el inmueble. Estas enajenaciones estarán sometidas a condición resolutoria del
derecho de domino en el evento de que se le dé a los inmuebles un uso o destinación distinto al autorizado. 
  
3. Cuando se trate de inmuebles de las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta que hubieren sido
adquiridos por la vía del remate, adjudicación o dación en el pago. 
  
4. En la venta a los anteriores propietarios, siempre y cuando paguen el valor de los impuestos prediales, complementarios y de valorización del
respectivo predio causados desde el momento de la anterior enajenación. 
  
5. En las ventas individuales tales como aquellas que se efectúen dentro de un programa comercial de construcción de viviendas, oficinas o
locales que formen parte del conjunto habitacional, y en el de los proyectos de renovación urbana. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 37. Toda afectación por causa de una obra pública tendrá una duración de tres (3) años renovables, hasta un máximo de seis (6) y
deberá notificarse personalmente al propietario e inscribirse en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria, so pena de inexistencia. La afectación
quedará sin efecto, de pleno derecho, si el inmueble no fuere adquirido por la entidad pública que haya impuesto la afectación o en cuyo favor fue
impuesta, durante su vigencia. El Registrador deberá cancelar las inscripciones correspondientes, a solicitud de cualquier persona, previa
constatación del hecho. 
  
En el caso de las vías públicas, las afectaciones podrán tener una duración máxima de nueve (9) años. 
  



La entidad que imponga la afectación o en cuyo favor fue impuesta celebrará un contrato con el propietario afectado en el cual se pactará el valor
y la forma de pago de la compensación debida al mismo por los perjuicios sufridos durante el tiempo de la afectación. La estimación de los
perjuicios será efectuada por el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones, en los términos previstos en la
presente ley. 
  
Para los efectos de la presente ley, entiéndase por afectación toda restricción impuesta por una entidad pública que limite o impida la obtención
de licencias de urbanización, de parcelación, de construcción, o de funcionamiento, por causa de una obra pública, o por protección ambiental. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 38.  Las entidades públicas no podrán dar en comodato sus inmuebles sino únicamente a otras entidades públicas, sindicatos,
cooperativas, asociaciones y fundaciones que no repartan utilidades entre sus asociados o fundadores ni adjudiquen sus activos en el momento
de su liquidación a los mismos, juntas de acción comunal, fondos de empleados y las demás que puedan asimilarse a las anteriores, y por un
término máximo de cinco (5) años, renovables. 
  
Los contratos de comodato existentes, y que hayan sido celebrados por las entidades públicas con personas distintas de las señaladas en el
inciso anterior, serán renegociados por las primeras para limitar su término a tres (3) años renovables, contados a partir de la promulgación de la
presente ley. 
  

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

CAPITULO IV
De la protección a los moradores en los proyectos de renovación urbana

ARTICULO 39.  Son planes de renovación urbana aquéllos dirigidos a introducir modificaciones sustanciales al uso de la tierra y de las
construcciones, para detener los procesos de deterioro físico y ambiental de los centros urbanos, a fin de lograr, entre otros, el mejoramiento del
nivel de vida de los moradores de las áreas de renovación, el aprovechamiento intensivo de la infraestructura establecida de servicios, la
densificación racional de áreas para vivienda y servicios, la descongestión del tráfico urbano o la conveniente rehabilitación de los bienes
históricos y culturales, todo con miras a una utilización más eficiente de los inmuebles urbanos y con mayor beneficio para la comunidad. 
  
En la ejecución de los planes de renovación urbana adelantados por las entidades públicas o por particulares en los cuales se haga necesario
adquirir o expropiar inmuebles usados como vivienda propia, se observarán las reglas contenidas en las normas del presente capítulo para la
defensa y protección de sus moradores. 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 40. Derogado. 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 41. Derogado. 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 42. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 43. En los proyectos de renovación urbana, el arrendatario se tendrá como poseedor cuando el propietario del inmueble lo haya
abandonado. Se entenderá abandonado el inmueble cuando el propietario haya dejado de cobrar el canon de arrendamiento por la vía judicial
durante dos (2) o más años contados desde la fecha de pago del último canon. 
  
La acción de lanzamiento de los ocupantes de inmuebles dentro de proyectos de renovación urbana, así como cualquier otra acción tendiente al
cobro de los cánones adeudados, prescribirá en dos (2) años contados desde la fecha de pago del último canon. La prescripción se interrumpirá
por los motivos señalados en las leyes. A partir de la fecha de prescripción, el mero tenedor se tendrá como poseedor. 
  
Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará a los inmuebles de las entidades públicas. 
  

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]



L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

CAPITULO V
De la legalización de títulos para la vivienda de interés social

ARTICULO 44.Se entiende por viviendas de interés social aquellas que se desarrollen para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de
menores ingresos. En cada Plan Nacional de Desarrollo el Gobierno Nacional establecerá el tipo y precio máximo de las soluciones destinadas a
estos hogares teniendo en cuenta, entre otros aspectos, las características del déficit habitacional, las posibilidades de acceso al crédito de los
hogares, las condiciones de la oferta, el monto de recursos de crédito disponibles por parte del sector financiero y la suma de fondos del Estado
destinados a los programas de vivienda.  
  
En todo caso, los recursos en dinero o en especie que destinen el Gobierno Nacional, en desarrollo de obligaciones legales, para promover la
vivienda de interés social se dirigirá prioritariamente a atender la población más pobre del país, de acuerdo con los indicadores de necesidades
básicas insatisfechas y los resultados de los estudios de ingresos y gastos."  
  
Parágrafo 1º. Las disposiciones expedidas por el Gobierno Nacional en ejercicio de la potestad reglamentaria del presente artículo que hagan
referencia a ciudades con mas de quinientos mil (500.000) habitantes, serán aplicables a los municipios aledaños dentro de su área de influencia
y hasta una distancia no mayor de cincuenta (50) kilómetros de los límites del perímetro urbano de la respectiva ciudad, que evidencie impactos
directos en la demanda de suelos e inmuebles urbanos, derivados de un elevado grado de accesibilidad e interrelaciones económicas y sociales,
lo mismo que a los demás municipios que integren el área metropolitana, cuando fuere del caso.  
  
Parágrafo 2º. El precio de este tipo de viviendas corresponderá al valor de las mismas en la fecha de su adquisición o adjudicación.  
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 45.Con el objeto de sanear la titulación de la vivienda de interés social, el otorgamiento, la autorización y el registro de cualquier
escritura pública de compraventa o de hipoteca de una vivienda de interés social no requerirá:  
  
a) Ningún comprobante de paz y salvo o declaración fiscal, excepto el paz y salvo municipal si la propiedad figura en el catastro;  
  
b) El pago del impuesto de timbre y el pago de retenciones en la fuente;  
  
c) La presentación de la tarjeta o libreta militar;  
  
d) Los requisitos a) y b) de que trata el artículo siguiente.  
  
PARAGRAFO. En los casos de legalización de la vivienda de interés social no se requerirá el permiso de enajenación de inmuebles. 
  
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 46. No podrá imponerse como requisito para la concesión de préstamos, anticipos y pagos parciales del auxilio de cesantía con
destino a la adquisición, mejoramiento o subdivisión de vivienda de interés social ninguno de los siguientes: 
  
a) Licencia de construcción o urbanización del inmueble; 
b) Reglamento de propiedad horizontal; 
c) Escritura de propiedad del predio; 
d) Los registros y permisos establecidos por la Ley 66 de 1968, el Decreto-ley 2610 de 1979, el Decreto-ley 78 de 1987 y normas que las
reformen o adicionen. 
  

ARTICULO 47. Derogado. 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 48. Los concejos, el consejo intendencial y las juntas metropolitanas podrán delegar en los alcaldes e Intendente de San Andrés y
Providencia la legalización de las urbanizaciones constituidas por viviendas de interés social. La legalización implicará la incorporación al
perímetro urbano o de servicios y la regularización urbanística del asentamiento humano. 
  
PARAGRAFO. Los asentamientos urbanos de viviendas de interés social, por fuera del perímetro urbano actual de los municipios, que existieran
el 28 de julio de 1988, desarrollados por las organizaciones contempladas en el artículo 62, recibirán el mismo tratamiento que los incorporados
al perímetro urbano y de servicios, serán regularizados urbanísticamente y podrán por consiguiente solicitar la prestación de servicios en los
términos contemplados en el artículo 47 de la presente ley. 



ARTICULO 49. Para favorecer la vivienda de interés social, las asambleas departamentales, los consejos intendenciales y el del Distrito Especial
de Bogotá podrán graduar las tarifas del impuesto de registro y anotación. 

ARTICULO 50. El Banco Central Hipotecario, el Instituto de Crédito Territorial, el Fondo Nacional de Ahorro y las demás entidades públicas de
todos los órdenes cuyos estatutos contemplen la función de adelantar planes y programas de vivienda, deberán en todo caso, cumplir con las
normas arquitectónicas y urbanísticas previstas en el Plan de Desarrollo o Plan de Desarrollo Simplificado de la localidad donde adelanten dichos
planes. Estos deberán localizarse en sitios aptos para la urbanización, en lugares contiguos a zonas ya urbanizadas, en las cuales se minimice el
costo de provisión de obras de infraestructura básica y de servicios públicos. 

ARTICULO 51. A partir del primero (1°.) de enero de 1990, redúcese a cinco (5) años el tiempo necesario a la prescripción adquisitiva
extraordinaria de las viviendas de interés social. 
  
A partir del primero (1o.) de enero de 1990, redúcese a tres (3) años el tiempo necesario a la prescripción adquisitiva ordinaria de las viviendas de
interés social. 
  
Valdrá la posesión acumulada a la fecha establecida en los incisos anteriores. 
  
PARAGRAFO.  Se exceptúan los bienes de propiedad de los municipios y de las juntas de acción comunal, que no podrán adquirirse por
prescripción. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 52. Sustituido. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 53.Para los efectos previstos en el último inciso del artículo 30 de la Constitución Política, declárase que existen motivos  de
equidad para decretar la expropiación sin indemnización cuando el propietario de un inmueble ubicado en sitio apto o no apto para urbanizar, en
contravención a las normas sobre usos del suelo, o fuera del perímetro sanitario y urbano de un municipio, del Distrito Especial de Bogotá, de un
área metropolitana, de la Intendencia de San Andrés y Providencia, o sin contar con los permisos y licencias requeridos por la leyes, y acuerdos,
aprovechándose de la necesidad de vivienda de los ocupantes, venda, prometa en venta, promueva o tolere la ocupación de dicho inmueble para
viviendas de interés social. 
  
En los eventos previstos en el inciso anterior, competerá únicamente a las entidades territoriales enumeradas en el inciso anterior donde se
encuentre el inmueble ordenar la expropiación correspondiente. Los ocupantes tendrán derecho a que dicha entidad les otorgue escritura de
propiedad sobre los lotes así ocupados, sin que haya lugar a pagos adicionales, y podrán en todo caso exigir del vendedor la restitución de las
sumas que hubieren pagado, junto con intereses moratorios. Competerá a la entidad territorial adelantar las acciones necesarias a nombre de los
ocupantes e invertir las sumas recuperadas en la provisión de obras y servicios en el inmueble expropiado. 
  
La expropiación de que trata el presente artículo no se extenderá a las construcciones y mejoras de los ocupantes de viviendas de interés social. 
  
PARAGRAFO Para los efectos de que trata este artículo se presumirá el aprovechamiento de la necesidad de vivienda de los ocupantes, en los
casos de inmuebles clasificados en los estratos 1 y 2 de la metodología de estratificación socioeconómica vigente. El alcalde municipal o distrital
iniciará directamente el proceso de expropiación por vía administrativa, aplicándose el procedimiento previsto en los artículos 69 y siguientes de
la presente ley, siendo entendido que no habrá lugar a indemnización alguna. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 54. Se presume que hay tolerancia del propietario en cualquiera de los siguientes eventos: 
  
a) Cuando el promotor del asentamiento ilegal no sea el propietario del inmueble, pero haya convenido con éste la ocupación del inmueble por
terceros; 
b) Cuando el propietario no haya iniciado oportunamente las acciones policivas y posesorias para recuperar la posesión de su inmueble, o no
haya presentado las denuncias penales correspondientes, o no haya cumplido oportunamente con todos sus deberes procesales; 
c) Cuando el propietario, sin ser el vendedor o prometiente vendedor, reciba directa o indirectamente el producto total o parcial del precio que
paguen los ocupantes; 
d) Cuando el promotor sea apoderado, corredor o administrador del propietario del inmueble, o socio o accionista de la persona jurídica
propietaria del mismo 



ARTICULO 55. Los compradores de viviendas de interés social que estén ocupando las mismas no estarán obligados a pagar el saldo del precio
pendiente de pago a su vendedor ni suma alguna por cualquier otro concepto mientras éste no efectúe las obras de infraestructura de acueducto,
alcantarillado, redes eléctricas, vías y suministre los servicios públicos que exijan las autoridades locales. Además, tendrán derecho a retener sus
viviendas para asegurar la ejecución de las obras y el suministro de los servicios. 

ARTICULO 56. A partir de la vigencia de la presente Ley, los alcaldes y el Intendente de San Andrés y Providencia levantarán y mantendrán
actualizado un inventario de las zonas que presenten altos riesgos para la localización de asentamientos humanos por ser inundables o sujetas a
derrumbes o deslizamientos, o que de otra forma presenten condiciones insalubres para la vivienda. Esta función se adelantará con la asistencia
y aprobación de las oficinas locales de planeación o en su defecto con la de la correspondiente oficina de planeación departamental, comisarial o
intendencial, los alcaldes y el Intendente de San Andrés y Providencia con la colaboración de las entidades a que se refiere el Decreto 919 de
1989, adelantarán programas de reubicación de los habitantes o procederán a desarrollar las operaciones necesarias para eliminar el riesgo en
los asentamientos localizados en dichas zonas. Mientras subsistan asentamientos humanos en las zonas de alto riesgo los inmuebles a los
cuales se declare extinción de dominio en aplicación del literal a) del artículo 80 o declarados de utilidad pública, o interés social en desarrollo de
los literales b) y d) del artículo 10, sólo podrán destinarse a la reubicación de los habitantes que a la vigencia de la presente Ley se encuentren
localizados en zonas de alto riesgo. Los funcionarios públicos responsables que no den cumplimiento a lo dispuesto en este inciso incurrirán en
causal de mala conducta. Cualquier ciudadano podrá presentar al alcalde o intendente la iniciativa de incluir en el inventario una zona o
asentamiento determinado. 
Se podrán adquirir los inmuebles y mejoras de las personas a ser reubicadas, mediante enajenación voluntaria directa o mediante expropiación,
en los términos de la presente ley. Cuando se trate de la enajenación voluntaria directa, se podrá prescindir de las inscripciones en el folio de
matrícula inmobiliaria de que trata el artículo 13 de esta ley. Los inmuebles y mejoras así adquiridos podrán ser recibidos en pago de los
inmuebles donde fueren reubicados los habitantes. Adquirido el inmueble, pasará a ser un bien de uso público bajo la administración de la
entidad que lo adquirió. 
  
Si los habitantes de inmuebles ubicados en sitios de alto riesgo rehusan abandonar el sitio, corresponderá al alcalde o al Intendente de San
Andrés y Providencia ordenar la desocupación con el concurso de las autoridades de policía, y la demolición de las edificaciones afectadas. Esta
orden se considerará, para todos los efectos, como una orden policiva en los términos del Código Nacional de Policía. 
  
Las multas de que trata el numeral 9 del artículo 2o. Del Decreto-ley 78 de 1987 ingresarán al tesoro de la entidad que las hubiere impuesto y se
destinarán para financiar los programas de reubicación de los habitantes en zonas de alto riesgo. 
  
Las autoridades que incumplieren las obligaciones que se les impone en el presente artículo, incurrirán en el delito de prevaricato por omisión
previsto en el artículo 150 del Código Penal, sin que respecto de ellos proceda el beneficio de excarcelación. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 57. El permiso de que trata el numeral 2 del Decreto 78 de 1987 para quienes adelanten planes de vivienda se sustituye por la simple
radicación de los documentos mencionados en los literales a), d), e), f) y g) de la misma norma, acompañados de los planos y presupuestos
financieros respectivos. 
Estos documentos estarán a disposición de los compradores de dichos planes en todo momento con el objeto de que sobre ellos efectúen los
estudios necesarios para determinar la conveniencia de la adquisición. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 58. Las entidades públicas del orden nacional cederán a título gratuito los inmuebles de su propiedad que sean bienes fiscales y que
hayan sido ocupados ilegalmente para vivienda de interés social, siempre y cuando la ocupación ilegal haya ocurrido con anterioridad al
veintiocho (28) de julio de mil novecientos ochenta y ocho (1988). La cesión gratuita, mediante escritura pública, se efectuará a favor de los
ocupantes. Las demás entidades públicas podrán efectuar la cesión en los términos aquí señalados. 
  
En ningún caso procederá la cesión anterior en el caso de los bienes de uso público ni en el de los bienes fiscales destinados a la salud y a la
educación. Tampoco procederá cuando se trate de inmuebles ubicados en zonas insalubres o que presenten peligro para la población. 

ARTICULO 59. Los créditos de largo plazo que otorgue <sic> las instituciones financieras, para la adquisición, construcción, mejora o subdivisión
de vivienda no podrán contener exigencias o contraprestaciones de ningún tipo, salvo las que expresamente autorice la Superintendencia
Bancaria para el ahorro contractual de que trata el artículo 122 de la presente Ley. 
En los seguros que se pacten sobre el bien hipotecado el valor asegurado no podrá sobrepasar el de la parte destructible del inmueble; y en los
seguros de vida del deudor, el valor asegurado no excederá el del saldo insoluto del crédito. En todos los casos el deudor deberá recibir un
certificado individual y copia de las condiciones del contrato de seguro con la estipulación de la tarifa aplicable. La factura de cobro del crédito
presentará por separado y en moneda corriente la liquidación de las primas como obligación independiente de los cobros referentes al crédito de
largo plazo. 
Todos los comprobantes expedidos al deudor y las comunicaciones informativas referentes al desarrollo de crédito deberán expresarse en
moneda corriente. 
Antes de iniciarse el proceso ejecutivo, el acreedor no podrá rechazar abonos con el fin de impedir la reducción de su cuantía en mora; para
evitar tal efecto, el deudor podrá acudir al procedimiento de pago por consignación extrajudicial previsto en el Código de Comercio. En todo caso
la aplicación del respectivo abono se hará de conformidad con las normas legales vigentes. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]



ARTICULO 60.  En las ventas de viviendas de interés social que hagan entidades públicas de cualquier nivel administrativo y entidades de
carácter privado, los compradores deberán constituir, sin sujeción a las formalidades de procedimiento y cuantías que se prescriben en el capítulo
I de la Ley 70 de 1931, sobre lo que compran, patrimonios de familia no embargables, en el acto de compra, por medio de la escritura que la
perfeccione en la forma y condiciones establecidas en los artículos 2o, 4o, y 5o, de la Ley 91 de 1936. 
  
El patrimonio de familia es embargable únicamente por las entidades que financien la construcción, adquisición, mejora o subdivisión de la
vivienda. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 61. Las entidades que otorguen financiación para la construcción, adquisición, mejora o subdivisión de vivienda de interés social,
podrán aceptar como garantía de los créditos que concedan, la prenda de las mejoras que el beneficiario haya realizado o realice en el futuro
sobre inmuebles respecto de los cuales no pueda acreditar su condición de dueño siempre y cuando los haya poseído regularmente por un lapso
no inferior a cinco (5) años. 
El Gobierno dispondrá en el reglamento la forma de realizar el registro de los actos a que se refiere este artículo. 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 62. Son organizaciones populares de vivienda aquellas que han sido constituidas y reconocidas como entidades sin ánimo de lucro,
cuyo sistema financiero es de economía solidaria y desarrollan programas de vivienda para sus afiliados por sistemas de autogestión o
participación comunitaria. 
  
Estas organizaciones pueden ser constituidas por sindicatos, cooperativas, asociaciones, fundaciones, corporaciones, juntas de acción comunal,
fondos de empleados, empresas comunitarias y las demás que puedan asimilarse a las anteriores, en los términos previstos por la ley. Las
organizaciones deberán ejecutar sus planes de vivienda en terrenos aptos para el desarrollo urbano y de conformidad con todas las normas
técnicas, urbanísticas y arquitectónicas vigentes en la localidad. 
  
Las entidades que vigilen las actividades de dichas organizaciones, en los términos del Decreto-ley 78 de 1987 y demás disposiciones sobre el
régimen comunitario, adoptarán un reglamento especial que permita la recepción anticipada de dineros de sus compradores para adelantar sus
planes y que a la vez resguarde suficientemente los derechos de quienes confíen sus dineros a ellas. 
  

CAPITULO VI 
De las licencias y de las sanciones urbanísticas 

ARTICULO 63.  Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación, adecuación y reparación, demolición de edificaciones o de
urbanización y parcelación para construcción de inmuebles, de terrenos en las áreas urbanas, suburbanas, y rurales de los municipios, se
requiere permiso o licencia expedido por los municipios, áreas metropolitanas, del Distrito Especial de Bogotá o de la Intendencia de San Andrés
y Providencia. 
  
El funcionamiento de establecimientos comerciales, industriales, institucionales, administrativos y de servicios requerirá de licencia de uso y
funcionamiento expedido por las mismas. 
  
Las entidades enumeradas en el inciso anterior tendrán un término máximo de noventa (90) días hábiles para pronunciarse sobre las solicitudes
de otorgamiento de las licencias de urbanización y construcción y de cuarenta y cinco (45) días para las licencias de uso y funcionamiento,
contados desde la fecha de la solicitud. Vencidos los plazos anteriores sin que la autoridad se hubiere pronunciado, las solicitudes de licencias se
entenderán aprobadas en los términos solicitados pero en ningún caso en contravención a las normas que regulen la actividad. El plazo en el
caso de las licencias de construcción podrá prorrogarse hasta en la mitad del mismo, mediante resolución motivada, por una sola vez, cuando el
tamaño o la complejidad del proyecto lo ameriten. La invocación del silencio administrativo positivo se someterá al procedimiento previsto en los
artículos 41 y 42 del Decreto-ley 01 de 1984. 
  
La falta de pronunciamiento oportuno de los plazos previstos en el inciso anterior será causal de mala conducta para el funcionario competente. 

ARTICULO 64. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 65. Las solicitudes de licencias y de patentes serán comunicadas a los vecinos, a quienes se citará para que puedan hacerse parte y
hacer valer sus derechos, en los términos previstos por los artículos 14 y 35 del Decreto-ley 01 de 1984 (Código Contencioso Administrativo). 
  
Los actos administrativos por medio de los cuales se resuelvan las solicitudes de licencias y de patentes serán notificados personalmente a los
vecinos en la forma prevista por los artículos 44 y 45 del Decreto-ley 01 de 1984 (Código Contencioso Administrativo). La parte resolutiva de
dichos actos también será publicada en un periódico de amplia circulación en el municipio donde se encuentren ubicados los inmuebles, o en
cualquier otro medio de comunicación social, hablado o escrito, por cuenta del interesado. El término de ejecutoria para el interesado y para los
terceros empezará a correr al día siguiente al de la publicación, y en el caso de los vecinos, a partir de su notificación. 
  
Contra los actos que otorguen una licencia o patente cabrán los recursos de la vía gubernativa que señala el Decreto-ley 01 de 1984 (Código
Contencioso Administrativo). Transcurrido un plazo de dos (2) meses, contado a partir de la interposición del recurso sin que se haya notificado



decisión expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión es negativa y quedará en firme el acto recurrido. Pasado dicho término no se podrá
resolver el recurso interpuesto e incurrirá en causal de mala conducta el funcionario moroso. 

ARTICULO 66. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 67. Los actos de los alcaldes y del intendente a los cuales se refiere el artículo anterior, así como aquellos mediante los cuales se
ordena la suspensión de obra, y la restitución de vías públicas de que trata el Código Nacional de Policía, serán susceptibles de las acciones
contencioso administrativas previstas en el respectivo código, en primera instancia ante los Tribunales Administrativos, y en segunda instancia
ante el Consejo de Estado. Estas acciones no suspenderán los efectos de los actos administrativos demandados, salvo el caso de la suspensión
provisional. 

ARTICULO 68. Los Concejos de los municipios, del Distrito Especial de Bogotá y el Consejo de la Intendencia de San Andrés y Providencia
determinarán la forma de transferir los derechos de desarrollo y de construcción entre aquellos inmuebles sometidos a regímenes urbanísticos
especiales restrictivos del uso, densidad o altura y aquellos otros cuyos propietarios deseen bonificación en altura o densidad. 

ARTICULO 69. Los Alcaldes Municipales, el del Distrito Especial de Bogotá y el Intendente de San Andrés y Providencia, de oficio, o a solicitud
de cualquier ciudadano directamente o por conducto de la Personería Municipal, podrán iniciar las acciones policivas tendientes a ordenar la
desocupación de predios y el lanzamiento de ocupantes de hecho cuando el propietario o su tenedor no haya incoado la acción a que se refieren
la Ley 57 de 1905 y su Decreto reglamentario 992 de 1930, siempre que la ocupación o los asentamientos ilegales que se hayan efectuado, se
estén llevando a cabo o que sea previsible determinar que se efectuarán, a juicio del Alcalde o Intendente, atenten o puedan presentar riesgo
para la comunidad o cualquier ciudadano o vayan contra las normas de urbanismo y planeación de la localidad. 
  
Los Alcaldes y el Intendente o quienes hagan sus veces, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 9o. de la Ley 11 de 1986, podrán iniciar
de oficio la acción a que se refiere el artículo anterior cuando se presenten ocupaciones de hecho o asentamientos ilegales en las cuales, de
conformidad con los reglamentos de usos del suelo o las condiciones físicas del terreno, no esté permitido adelantar construcciones, no sean
aptas para ello o de alguna forma presenten riesgos para la seguridad, la tranquilidad o la salubridad de la comunidad. 
  
Las autoridades a que se refieren los artículos anteriores, al expedir las órdenes de desocupación o lanzamiento, podrán ordenar la demolición
de los bienes que se hayan construido sin permiso de autoridad competente, así como también la ejecución de las obras de conservación o
restauración del bien inmueble que se estimen necesarias. 
  
Las obras que se disponga realizar de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo serán por cuenta del propietario del predio, en el
evento que este no las ejecute en el plazo otorgado por el Alcalde, Intendente o quien haga sus veces. La administración podrá disponer su
ejecución y el costo de las mismas, adicionado en un 10% por concepto de administración, se incluirá en las respectivas facturas del impuesto
predial, pudiendo cobrarse por jurisdicción coactiva si es del caso. 
  
Lo dispuesto en este artículo se aplicará sin perjuicio de imposición de las demás sanciones a que se refiere el presente capítulo, así como
también de las civiles y penales a que haya lugar. 
  

CAPITULO VII 
De los Bancos de Tierras y de la integración y reajuste de tierras 

ARTICULO 70. Los municipios, el Distrito Especial de Bogotá, la Intendencia de San Andrés y Providencia y las Areas Metropolitanas podrán
crear establecimientos públicos locales denominados "Bancos de Tierras", encargados de adquirir, por enajenación voluntaria, expropiacióno
extinción del dominio, los inmuebles necesarios para cumplir con los fines previstos en los literales b), c), d), e), k), ll), m) y o) del artículo 10 de la
presente ley. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 71. El patrimonio de los Bancos de Tierras estará constituido por: 
1. Los inmuebles urbanos y suburbanos que adquiera a cualquier título; 
2. Los bienes vacantes que se encuentren dentro de su jurisdicción; 
3. Las donaciones que reciba; 
4. El rendimiento de sus propias inversiones; 
5. Los terrenos ejidales, los cuales perderán su carácter de tales al ingresar a patrimonio de los Bancos; 
6. Los aportes, apropiaciones y traslados que les efectúen otras entidades públicas. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 72. Los Bancos de Tierras no estarán obligados a enajenar los inmuebles que adquieran, dentro del término previsto en el artículo 33
de la presente ley, cuando se trate de aquellos adquiridos para los fines establecidos en los literales c), d), e) y k) del artículo 10. 

ARTICULO 73. Establécese a favor de los Bancos de Tierras el derecho de preferencia en la enajenación de los inmuebles que según el plan de
desarrollo aparezcan ubicados en las zonas destinadas por los Concejos, el Consejo Intendencial o las Juntas Metropolitanas a los fines
establecidos en los literales b), d), e), m), n) y o) del artículo 10. En virtud de dicho derecho, los propietarios que tengan la intención de enajenar
sus inmuebles deberán, por una sola vez, ofrecerlos en primer lugar a los Bancos de Tierras. 



ARTICULO 74. Corresponderá a los representantes legales de los Bancos de Tierras determinar, con el visto bueno de sus juntas directivas,
presididas personalmente por el Alcalde o el Intendente, y mediante resolución motivada, los inmuebles precisos respecto de los cuales se
ejercerá el derecho de preferencia. 
  
La resolución anterior será inscrita en cada uno de los folios de matrícula inmobiliaria de los inmuebles señalados, y no podrá inscribirse ningún
título traslaticio de dominio posterior sin la constancia de haber cumplido la obligación prevista en el artículo anterior. 

ARTICULO 75. El precio de compra del inmueble y las condiciones de pago se sujetarán a las disposiciones del Capítulo III de la presente ley. 

ARTICULO 76. Los Bancos de Tierras dispondrán de un plazo de tres (3) meses contados desde la fecha de recepción de la oferta para ejercer
su derecho de preferencia, y un plazo adicional de seis (6) meses para perfeccionar la transacción. 
  
Mientras no exista un Banco de Tierras, el derecho de preferencia lo ejercerá la entidad territorial, por conducto del Alcalde o Intendente de San
Andrés y Providencia. 

ARTICULO 77. Los Municipios, el Distrito Especial de Bogotá y la Intendencia de San Andrés y Providencia o sus entidades descentralizadas
podrán asociarse con otras entidades públicas y con los particulares, por iniciativa de cualesquiera de éstos, para desarrollar áreas no
desarrolladas previstas en el Plan de Desarrollo, mediante el sistema de reajuste de tierras, que consiste en englobar diversos lotes de terreno
para luego subdividirlos en forma más adecuada y dotarlos de obras de infraestructura urbana básica, tales como vías, parques, redes de
acueducto, energía eléctrica y teléfonos.  
También podrán adelantar proyectos de integración inmobiliaria en zonas, áreas e inmuebles clasificadas como de desarrollo, redesarrollo y
renovación urbana, con el objeto de reunir o englobar distintos inmuebles para subdividirlos y desarrollarlos, construirlos, o renovarlos y
enajenarlos. 
Las entidades antes enumeradas serán las encargadas de adelantar los proyectos relacionados con estos inmuebles mediante acuerdos de
asociación, contratos de sociedad u otros que celebre con los propietarios de las tierras, así como también mediante la compraventa y
expropiación de los inmuebles requeridos. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 78. En los proyectos de reajuste de tierras y de integración inmobiliaria el pago del precio de venta, de la indemnización en el evento
de la expropiación y de las utilidades o participaciones que reciba el propietario del inmueble, se efectuará preferiblemente con los lotes
resultantes de la subdivisión, provistos de la infraestructura urbana básica, o en inmuebles construidos dentro del proyecto respectivo. 
  
El pago del precio de compraventa o indemnización por expropiación así como los costos totales necesarios para la ejecución de los proyectos
podrán ser pagados por bonos o títulos valores emitidos para el efecto, redimibles con el producto de la venta de los lotes o inmuebles
resultantes. El valor inicial de los inmuebles lo determinará el Instituto Geográfico Agustín Codazzi o la entidad que cumpla sus funciones, de
acuerdo con las disposiciones contenidas en el Capítulo III de la presente ley. El Instituto o la entidad correspondiente efectuarán un nuevo
avalúo para determinar el número de lotes o de inmuebles construidos necesarios para el pago del precio, de la indemnización o de las utilidades
o participaciones. 
  

CAPITULO VIII 
De la extinción del dominio sobre inmuebles urbanos 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 79.  En desarrollo del principio constitucional según el cual la propiedad tiene una función social que implica obligaciones, todo
propietario de inmuebles dentro del perímetro urbano de las ciudades está obligado a usarlos y explotarlos económica y socialmente de
conformidad con las normas sobre usos y atendiendo a las prioridades de desarrollo físico, económico y social contenidas en los planes de
desarrollo, o en los planes simplificados, y en su defecto, atendiendo a los usos del suelo que para estos fines establezca la Oficina de
Planeación Departamental. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 80. A partir de la fecha de vigencia de esta ley, habrá lugar a la iniciación del proceso de extinción del derecho de dominio sobre los
siguientes inmuebles que no cumplen con su función social: 
  
a) Los inmuebles urbanizables pero no urbanizados, declarados por el Concejo, la Junta Metropolitana o el Consejo Intendencial de San Andrés y
Providencia, mediante acuerdo, como de desarrollo prioritario en cumplimiento del plan de desarrollo, y que no se urbanicen dentro de los dos (2)
años siguientes a dicha declaratoria. 
  
b) Los inmuebles urbanizados sin construir declarados por el Concejo, la Junta Metropolitana, o el Consejo Intendencial de San Andrés y
Providencia, mediante acuerdo como de construcción prioritaria en cumplimiento del plan de desarrollo, y que no se construyan dentro de los dos
(2) años siguientes a dicha declaratoria. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]



J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 81. La iniciación del proceso de extinción del derecho de dominio prevista en el artículo anterior procederá cuando las obras físicas
de urbanización y construcción no se inicien dentro del término señalado y se referirá únicamente a la parte no desarrollada o construida. El
término de dos (2) años de que trata el artículo anterior empezará a contarse desde la fecha de la vigencia del acuerdo mediante el cual se
declaran el inmueble o inmuebles como de desarrollo o construcción prioritarios y se prorrogará hasta por un período adicional de dos (2) años si
las obras de urbanización o construcción no se han concluido. 
  
El término para concluir las obras podrá prorrogarse por dos (2) años más, si el tamaño del proyecto lo justificare y se demostrare que la obra ha
avanzado razonablemente. Las prórrogas deberán solicitarse antes del vencimiento del respectivo plazo y no se procederá la iniciación del
proceso de extinción del derecho de dominio mientras la autoridad no decida sobre la solicitud. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 82. Corresponderá al Alcalde o Intendente, mediante resolución motivada, declarar iniciado el proceso de extinción del derecho de
dominio de los inmuebles que no cumplan con su función social en favor del respectivo municipio o del Distrito Especial de Bogotá, o Intendencia
de San Andrés y Providencia. Esta resolución será notificada personalmente a quien apareciere inscrito como propietario del inmueble y a los
demás titulares de derecho reales inscritos siguiendo el procedimiento descrito en el artículo 88 de la presente ley. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 83. La resolución mediante la cual se inicia el proceso de extinción del derecho de dominio será inscrita por el Alcalde o Intendente
en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su ejecutoria. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 84. Los propietarios tendrán un término de quince (15) días, contados a partir de la notificación de la resolución mediante la cual se
inicia el proceso de extinción del derecho de dominio, para solicitar la práctica de pruebas. Para decretarlas el término será de cinco (5) días
hábiles y para la práctica de las mismas el término será de quince (15) días hábiles. 
  
La resolución mediante la cual se declara la extinción del derecho de dominio deberá dictarse dentro de los veinte (20) días siguientes. Si vencido
este término no se ha dictado, cesará todo procedimiento y la inscripción que se hubiere efectuado en la Oficina de Registro de Instrumentos
Públicos quedará sin efecto alguno de pleno derecho, sin necesidad de pronunciamiento administrativo alguno. El registrador deberá cancelar la
inscripción correspondiente, a solicitud de cualquier persona, previa constatación del hecho. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 85.  Cuando existan dificultades generales de financiación o mercado, demostradas por los propietarios, éstos podrán solicitar al
Alcalde prórroga del plazo concedido para cumplir con lo establecido en el artículo 81 de la presente ley. Los Alcaldes podrán conceder una o
varias prórrogas sucesivas sin que ellas, sumadas, excedan los dieciocho (18) meses. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 86. Corresponderá al Alcalde o al Intendente, mediante resolución motivada, declarar la extinción del derecho de dominio de los
inmuebles que no cumplan una función social, a favor del respectivo municipio, el Distrito Especial de Bogotá, o la Intendencia de San Andrés y
Providencia. En dicha resolución se especificará el uso o destino que deba darse al inmueble en lo sucesivo, de conformidad con el plan de
desarrollo o con el plan de desarrollo simplificado, y en defecto de éstos, de conformidad con el uso que le asigne la Oficina de Planeación
Departamental. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]



ARTICULO 87.  La declaratoria de extinción del derecho de dominio no procederá respecto de aquellos inmuebles ubicados en zonas donde
hayan ocurrido desastres naturales calificados como tales por INGEOMINAS o por el HIMAT. En estas zonas la declaratoria procederá en los
términos y plazos que señale el Gobierno. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 88. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 89. Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 90. Derogado 
  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 91. Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 92.Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 93. Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 94.Derogado 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

CAPITULO IX
Instrumentos financieros para la reforma urbana

ARTICULO 95. En adelante, el Instituto de Crédito Territorial, deberá financiar, con un monto no inferior al 80% de sus recursos, directa o
indirectamente a través del mercado secundario de hipotecas, viviendas cuyo precio de venta no supere el valor equivalente a ciento diez (110)
salarios mínimos mensuales. También en adelante el Banco Central Hipotecario financiará con un monto no inferior al 50% de sus recursos,
directa o indirectamente a través del mercado secundario de hipotecas, viviendas o lotes con servicios cuyo precio de venta no supere un valor
equivalente a ciento treinta y cinco (135) salarios mínimos mensuales. En la contabilización de los recursos del BCH de que trata el presente
artículo no se tendrán en cuenta los fondos manejados a través del Fondo Financiero de Desarrollo Urbano para programas de financiamiento
municipal. 
  
PARAGRAFO. En adelante, el Instituto de Crédito Territorial y el Banco Central Hipotecario, destinarán la totalidad de las utilidades que obtengan
en el desarrollo de programas de vivienda cuyo precio de venta sea superior a los ciento treinta y cinco (135) salarios mínimos, dentro de los
márgenes permitidos y límites establecidos en este artículo a programas de capitalización de vivienda de interés social. 

ARTICULO 96. El Banco Central Hipotecario, BCH, y el Instituto de Crédito Territorial, ICT, quedan facultados para reestructurar su cartera de
vivienda. En desarrollo de esta facultad podrán extender plazos, refinanciar saldos de capital, capitalizar, renegociar o condonar intereses,
financiar costas judiciales y seguros y novar contratos de mutuo con interés. Así mismo, a partir de la vigencia de la presente Ley, el Instituto de
Crédito Territorial, ICT, de acuerdo con el reglamento, podrá condonar capital hasta en un ochenta por ciento (80%) e intereses a los deudores
que se encontraren en mora con anterioridad al 1º de octubre de 1980 y a los que se encuentren al día en la fecha en que se haga efectiva la
reestructuración, siempre y cuando el deudor pague dentro del período de un año la totalidad del saldo no condonado.

"En el caso del Banco Central Hipotecario, BCH, los términos de los créditos reestructurados serán los actualmente vigentes o los que señale la
Junta Monetaria para los créditos descontables en el Fondo de Descuento Hipotecario, de que trata el artículo 119, con cargo al cual se cubrirá la
diferencia que exista entre el costo financiero del crédito original y su costo financiero después de reestructurado. Los gastos de cobro judicial y



extrajudicial, las primas de seguros e intereses sobre ellos y los intereses de mora distintos a los registrados en las cuentas de orden que el
Banco Central Hipotecario, BCH, condone, serán reembolsables al mismo con cargo a las transferencias del Presupuesto Nacional con destino al
Fondo de Descuento Hipotecario de que trata el artículo 119, de acuerdo con la reglamentación que expida el Consejo Nacional de Política
Económica y Social, Conpes.

PARAGRAFO." A petición del Banco Central Hipotecario, BCH, o del Instituto de Crédito Territorial, ICT, formulada con base en la oferta de pago
aceptada al deudor, los funcionarios judiciales suspenderán en el estado en que se encuentren los procesos judiciales de cobro y las diligencias
de embargo o secuestro, relacionados con los créditos a que se refiere el presente artículo otorgados por el Banco Central Hipotecario, o los
créditos de vivienda de interés social otorgados por el Instituto de Crédito Territorial, ICT. El proceso se reanudará al cabo de seis (6) meses si el
deudor no da aviso al despacho judicial de la renovación o cancelación del crédito, aceptado por el acreedor.

"La suspensión no procederá cuando exista proceso ordinario o incidente de excepciones en que se cuestione la validez del título en que conste
el crédito o sus garantías a menos que se acredite en debida forma al desistimiento de la respectiva demanda o excepciones. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 97. Estará sometido al impuesto sobre las ventas a la tarifa general del diez por ciento (10%) el cemento cualquiera que sea su
destinación. 

ARTICULO 98. Derógase el literal b) del artículo 60 del Decreto 3541 de 1983 en lo referente al cemento. 
  
A partir de la vigencia de la presente ley y durante los cinco (5) años siguientes, prorrogables cinco (5) años más a juicio del Gobierno Nacional,
deberá incorporarse en el presupuesto nacional una suma igual al ciento por ciento (100%) de lo que se estime se recaudará en el año fiscal por
concepto de este impuesto. Esta suma será trasladada al Instituto de Crédito Territorial, para programas de inversión o financiación de vivienda
de interés social en los términos y condiciones establecidos en la presente ley. Si al cabo de los cinco (5) años no se decidiere prorrogar la
transferencia al Instituto de Crédito Territorial, se deberá trasladar la totalidad del recaudo a los municipios de acuerdo con el procedimiento
establecido en la Ley 12 de 1986. 
  
PARAGRAFO.  De los nuevos recursos se girarán las participaciones de acuerdo con la Ley 12 de 1986. Las transferencias a las entidades
beneficiarias en los términos de la ley referida, originadas por la ampliación de la base del impuesto, serán invertidas por los municipios
exclusivamente en la ampliación y mejoramiento de redes de servicio de acueducto y alcantarillados. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 99. Las entidades públicas nacionales, departamentales, intendenciales, metropolitanas y municipales, el Distrito Especial de Bogotá
y sus entidades descentralizadas que adquieran inmuebles por negociación voluntaria directa o expropiación en desarrollo de las disposiciones
de la presente ley, podrán pagar su valor o la indemnización en los términos del Capítulo III de la presente ley, mediante la emisión de títulos de
deuda pública, sin garantía de la Nación, denominados "Pagarés de reforma urbana". 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 100. Para la emisión de los "Pagarés de reforma urbana" por parte de las entidades públicas nacionales, corresponderá al Gobierno
nacional -Ministerio de Hacienda y Crédito Público- expedir la autorización previa respectiva, con sujeción a las disposiciones del parágrafo 2o.
del artículo 231 del Decreto extraordinario 222 de 1983. 
  
Las demás entidades previstas en el artículo 5o. de la presente ley, deberán obtener aprobación del monto de cada emisión por parte de la
Asamblea, Concejo, Junta Metropolitana o el Consejo respectivo, con fundamento en un estudio que demuestre la capacidad de pago de la
entidad emisora. 
  
Cumplido lo anterior corresponderá al supremo órgano directivo de la entidad emisora, expedir el acto administrativo que ordene la emisión
señalando su cuantía y las características financieras y de colocación de los títulos. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 101.  Previa la expedición de los "Pagarés de la Reforma Urbana", las entidades autorizadas para emitirlos, deberán remitir al
Ministerio de Hacienda y Crédito Público –Dirección General de Crédito Público-, el acto administrativo que ordene la emisión, para el registro de
que trata el artículo 18 de la Ley 43 de 1987. Los plazos y condiciones señalados en dicha disposición se hacen extensivos para el registro de los
Pagarés. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]



ARTICULO 102. Los "Pagarés de Reforma Urbana" serán títulos a la orden, libremente negociables, denominados en moneda nacional, tendrán
un plazo total de ocho (8) años, contados a partir de la fecha de su expedición, que corresponderá a la de perfeccionamiento de la tradición y
entrega del inmueble, redimibles en ocho (8) vencimientos anuales, iguales y sucesivos, el primero de los cuales vencerá un año después de la
fecha de expedición, devengarán intereses sobre saldos deudores, pagaderos por semestre vencido, equivalentes al 80% de la variación
porcentual del índice nacional de precios al consumidor, elaborado por el DANE, correspondiente al semestre inmediatamente anterior a la fecha
de exigibilidad. Los intereses devengados gozarán de exención de impuestos de renta y complementarios. 

ARTICULO 103. Las mismas entidades de que trata el artículo 99, previa aprobación del cupo de endeudamiento por las entidades mencionadas
en el artículo 100, podrán emitir títulos de deuda pública, sin garantía de la Nación, denominados "Bonos de Reforma Urbana". 
  
PARAGRAFO. La solicitud de que trata el numeral 1o. Del artículo 231 del Decreto extraordinario 222 de 1983, deberá ser presentada a través
del Alcalde respectivo. 

ARTICULO 104. El producido de los Bonos de que trata el artículo anterior de la presente ley, se destinará a la financiación de proyectos de
remodelación urbana, reintegro y reajuste de tierras, construcción, mejoramiento y rehabilitación de viviendas de interés social, construcción,
ampliación, reposición y mejoramiento de redes de acueducto y alcantarillado, infraestructura urbana, planteles educativos y puestos de salud,
centros de acopio, plazas de mercado y ferias, mataderos, instalaciones recreativas y deportivas, tratamiento de basuras y saneamiento
ambiental. 

ARTICULO 105. Las entidades emisoras de los títulos de deuda de que tratan los artículos 99 y 103 de la presente Ley, se obligan a incluir en
sus proyectos anuales de presupuesto, las apropiaciones requeridas para la atención cumplida y exacta que demanda el servicio de la deuda. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 106. Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 107. Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 108. Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 109.Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 110. Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 111. Derogado 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 112. Créase el Impuesto de Estratificación Socioeconómica a cargo de los propietarios y poseedores de las viviendas clasificadas en
los estratos alto y medio alto en todos los municipios de más de cien mil (100.000) habitantes. Dicho impuesto es de carácter nacional, pero se
cede en favor del municipio en el cual se efectúe el respectivo recaudo. 
  
PARAGRAFO. Para determinar las escalas de estratificación socioeconómica, se tendrá en cuenta la clasificación elaborada por cada municipio
con base en las características físicas de las viviendas, su localización y las pautas metodológicas de estratificación empleadas por el
Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 113. La tarifa del impuesto será del uno y medio (1.5) al cinco (5) por mil anual del respectivo avalúo catastral. Dentro de este rango,
los Concejos Municipales y el Distrito Especial de Bogotá, determinarán las escalas para cada estrato, estableciendo de todas formas, un
diferencial entre el estrato medio alto y alto, sin exceder en este último caso el máximo, del cinco (5) por mil aquí establecido. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 114. El producto del Impuesto de Estratificación se aplicará por los municipios, así: 



  
a) El cincuenta por ciento (50%) para financiación de un fondo de habilitación de viviendas de estrato bajo que carezcan de servicios de
acueducto y alcantarillado; 
b) El cincuenta por ciento (50%) restante para la adquisición de tierras con destino a la construcción de viviendas de interés social. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 115. Los Concejos Municipales y el del Distrito Especial de Bogotá, procederán a reglamentar y disponer la forma de recaudar el
impuesto de estratificación socioeconómica, así como a determinar las exenciones que consideren pertinentes. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

ARTICULO 116. En la enajenación de inmuebles, la obligación de pago de los impuestos que graven, la finca raíz corresponderá al enajenante.
Esta obligación no podrá transferirse o descargarse en el comprador. 
  
Cuando el predio por enajenar haga parte de otro en mayor extensión, el paz y salvo de los impuestos de que trata el inciso anterior podrá
obtenerse mediante el pago de impuesto correspondiente a la proporción del inmueble que se pretende enajenar. 

ARTICULO 117. En aquellos municipios en los cuales no se hubiere formado el Catastro con arreglo a las disposiciones de los artículos 4o, 5o, y
6o de la Ley 14 de 1983, los avalúos vigentes se ajustarán anualmente en un porcentaje determinado por el Gobierno Nacional antes del 31 de
octubre de cada año y hasta el año de 1994, previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES). El porcentaje de
incremento no será inferior al cincuenta por ciento (50%) ni superior al noventa por ciento (90%) del incremento del índice nacional promedio de
precios al consumidor, registrado por el DANE para el período comprendido entre el 1o. de septiembre del respectivo año y la misma fecha del
año anterior. 

ARTICULO 118. Se aclara la Ley 128 de 1941 en el sentido de que los municipios podrán continuar cobrando un gravamen equivalente al diez
por ciento (10%) de lo que los contribuyentes deban pagar por concepto de impuesto predial y de impuesto de registro y anotación. 

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

ARTICULO 119.  A partir de la vigencia de la presente ley el Banco Central Hipotecario tendrá como función el captar ahorro y financiar la
adquisición o construcción de vivienda, la urbanización, integración o reajuste de tierras, y la adecuación de inquilinatos o subdivisión de
viviendas. 
  
El Banco podrá descontar o redescontar obligaciones que se hayan constituido o se constituyan para el cumplimiento de estos fines, las
obligaciones descontables serán denominadas en moneda corriente, podrán tener una tasa de interés anual variable y ser amortizables a
mediano o largo plazo sin sobrepasar los veinte años. La Junta Monetaria determinará periódicamente y dentro de estos límites las tasas de
interés, plazos y modalidades de las obligaciones, las tasas de redescuento, los porcentajes de descuento y redescuento de acuerdo con la
finalidad y dando condiciones preferenciales a la vivienda de interés social. 
  
Como garantía, las obligaciones podrán tener la hipoteca, la anticresis, la prenda inmobiliaria de las mejoras urbanas o la solidaria personal de
otros deudores por el mismo asentamiento humano. El reglamento dispondrá la forma de inscribir estas garantías en la matrícula inmobiliaria del
Registro de Instrumentos Públicos. 

ARTICULO 120. Autorízase al Banco Central Hipotecario a emitir con el respaldo de su cartera y su capital, "Cédulas de Ahorro y Vivienda"
amortizadas por el sistema de fondo acumulativo de amortización gradual por medio de sorteos. Las emisiones serán de varias clases según el
plazo, interés, vencimiento o con otras formas de amortización que determine la Junta Monetaria. 
  
Las Cédulas de Ahorro y Vivienda se podrán expedir al portador y serán de libre transacción. 
  
PARAGRAFO. Cuando las cédulas se emitan para cumplir las funciones previstas para los "Pagarés de la Reforma Urbana" gozarán del mismo
tratamiento tributario de éstos. 

ARTICULO 121. Las Cédulas de Ahorro y Vivienda del Banco Central Hipotecario podrán destinarse a los siguientes fines: 
  
a) Captación de recursos en el mercado de capitales e inversión financiera de las entidades beneficiarias de la contribución de Desarrollo
Municipal; 
b) Inversiones forzosas y de encaje por parte de las Instituciones Financieras atendiendo a las determinaciones de la Junta Monetaria y con
rendimientos financieros inferiores a las señaladas para el caso del literal anterior; 
c) Garantía de los pagos a plazos que en desarrollo de la presente ley deban efectuar las entidades que compren o expropien terrenos, integren
o reajusten tierras, o los que hagan los propietarios y poseedores en cumplimiento de la contribución de desarrollo municipal, siguiendo las
condiciones de plazo e interés definidas para el efecto de la presente ley; 
d) Como documentos representantivos de cartera descontable o redescontable en el Banco Central Hipotecario. 



ARTICULO 122. Autorízase a las Cajas y Secciones de Ahorro de los bancos comerciales, a las Corporaciones de Ahorro y Vivienda, al Instituto
de Crédito Territorial y a las demás entidades oficiales municipales, distritales o territoriales que tengan como función la provisión de vivienda, a
las cooperativas y asociaciones mutualistas vigiladas por la Superintendencia Bancaria, a vender al público Cédulas de Ahorro y Vivienda y a
otorgar créditos descontables o redescontables por el Banco Central Hipotecario en los términos prescritos en esta ley. 

ARTICULO 123. Facúltase a los municipios, al Distrito Especial de Bogotá y a la Intendencia de San Andrés y Providencia para pignorar las
apropiaciones previstas en los artículos primero (1o.) de la Ley 61 de 1936, 14 del Decreto 1465 de 1953, y mencionadas en el artículo 1o. de la
Ley 130 de 1985 y demás disposiciones que las adicionen o reformen, con el objeto de garantizar el pago de obligaciones que contraigan o les
sean descontadas por el Banco Central Hipotecario, Fondo Financiero de Desarrollo Urbano o el Instituto de Crédito Territorial. 
  
Lo anterior, siempre que tales obligaciones se originen en préstamos destinados a construcción de unidades básicas de vivienda, dotación de
servicios públicos, construcción de vías, zonas recreativas y servicios complementarios mínimos, que aseguren una adecuada calidad de la vida
a sus habitantes. 
  
Para los efectos del artículo 1o. de la Ley 61 de 1936, entiéndese por construcción de viviendas adecuadas para los trabajadores, no sólo la
construcción física de las mismas, sino también la dotación de servicios públicos, vías, zonas recreativas y demás servicios complementarios
mínimos para asegurar la calidad de la vida a sus habitantes. 
  
Cuando con recursos del Fondo Obrero se adelanten programas conjuntos de inversión con el Banco Central Hipotecario o el Instituto de Crédito
Territorial, regirán respecto a plazos de amortización, interés, garantía y demás condiciones financieras para la adjudicación, las establecidas en
la presente ley para la vivienda de interés social. 
  
Se podrán pignorar los recaudos provenientes del impuesto predial, correspondiente a predios urbanos, con el objeto de garantizar el pago de
obligaciones originadas en créditos destinados a los fines previstos en el inciso 2o. del presente artículo. Para tales efectos, podrán acordar
también que la entidad prestamista o financiera respectiva recaude el impuesto, adelante su administración y liquidación, en cuyo caso seguirá
las normas técnicas establecidas por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi.  
  

CAPITULO X 
Disposiciones varias 

ARTICULO 124. Derógase el inciso 2o. del artículo 143 del Decreto-ley 222 de 1983. El inciso 3o. quedará así: "Podrán darse bienes inmuebles
en pago de los que adquieran, la permuta de bienes inmuebles se sujetará a las reglas de la venta. El valor de los bienes objeto de la permuta se
determina por el mismo mecanismo previsto para la compraventa". 
  
Lo anterior no obstante, los inmuebles y derechos que a la fecha de vigencia de la presente ley estén en proceso de adquisición o venta bajo el
procedimiento previsto en el Capítulo VIII de dicho decreto continuarán rigiéndose por sus disposiciones. Deróganse los artículos 112, 144 y 148
del Decreto-ley 222 de 1983. 
  
Las disposiciones del Capítulo II del Título VII del Decreto-ley 222 de 1983 sobre ocupación y adquisición de inmuebles e imposición de
servidumbres serán aplicables a las entidades públicas de que trata la presente ley en todo aquello que no sea contrario a la misma. 

ARTICULO 125. Toda referencia en la presente ley y en el Decreto-ley 1333 de 1986 a los municipios incluirá al Distrito Especial de Bogotá y a la
Intendencia de San Andrés y Providencia, salvo en aquello para lo cual éstos tengan un régimen especial. 

ARTICULO 126. Los municipios, las áreas metropolitanas y la Intendencia Especial de San Andrés y Providencia ejercerán las funciones de que
trata el Título IV sobre el saneamiento de edificaciones de la Ley 9 de 1979 (Código Sanitario Nacional), como entidades delegadas del Ministerio
de Salud, sin perjuicio de que éste reasuma dichas funciones cuando el saneamiento de edificaciones lo requiera, para la protección de la salud
humana. 

ARTICULO 127. Para los efectos previstos en los artículos 1o, 4o. y demás relacionados con su actividad planificadora el Distrito Especial de
Bogotá no quedará sujeto a las disposiciones del Departamento de Cundinamarca. Derógase el artículo 39 del Decreto-ley 1333 de 1986 (Código
de Régimen Municipal) sobre la obligación de los Municipios de levantar Planos Reguladores. 
  
  
Dada en Bogotá, D. E., a los... días del mes de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho (1988).  
  
El Presidente de la honorable Senado de la República, 
  
ANCIZAR LOPEZ LOPEZ 
  
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
FRANCISCO JOSE JATTIN SAFAR 
  
El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Crispín Villazón de Armas. 
  
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
Luis Lorduy Lorduy. 
  



REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL. 
  
Publíquese y ejecútese. 
  
Bogotá, D.E., enero 11 de 1989. 
  
VIRGILIO BARCO 
  
El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
Luis Fernando Alarcón Mantilla. 
  
El Ministro de Desarrollo Económico, 
Carlos Arturo Marulanda Ramírez. 



LEY 388 DE 1997
(julio 18)

Por la cual se modifican la Ley 9ª de 1989 y la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones

E S T A D O  D E  V I G E N C I A :   Vigente [Mostrar]

Subtipo: LEY ORDINARIA
El Congreso de Colombia 
  
DECRETA: 
  

CAPITULO I
Objetivos y principios generales

Artículo 1º. Objetivos. La presente ley tiene por objetivos: 
  
1. Armonizar y actualizar las disposiciones contenidas en la Ley 9º de 1989 con las nuevas normas establecidas en la Constitución Política, la Ley
Orgánica del Plan de Desarrollo, la Ley Orgánica de Areas Metropolitanas y la Ley por la que se crea el Sistema Nacional Ambiental. 
  
2. El establecimiento de los mecanismos que permitan al municipio, en ejercicio de su autonomía, promover el ordenamiento de su territorio, el
uso equitativo y racional del suelo, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural localizado en su ámbito territorial y la prevención
de desastres en asentamientos de alto riesgo, así como la ejecución de acciones urbanísticas eficientes. 
  
3. Garantizar que la utilización del suelo por parte de sus propietarios se ajuste a la función social de la propiedad y permita hacer efectivos los
derechos constitucionales a la vivienda y a los servicios públicos domiciliarios, y velar por la creación y la defensa del espacio público, así como
por la protección del medio ambiente y la prevención de desastres. 
  
4. Promover la armoniosa concurrencia de la Nación, las entidades territoriales, las autoridades ambientales y las instancias y autoridades
administrativas y de planificación, en el cumplimiento de las obligaciones constitucionales y legales que prescriben al Estado el ordenamiento del
territorio, para lograr el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes. 
  
5. Facilitar la ejecución de actuaciones urbanas integrales, en las cuales confluyan en forma coordinada la iniciativa, la organización y la gestión
municipales con la política urbana nacional, así como con los esfuerzos y recursos de las entidades encargadas del desarrollo de dicha política. 
  

Artículo 2º. Principios. El ordenamiento del territorio se fundamenta en los siguientes principios: 
  
1. La función social y ecológica de la propiedad. 
  
2. La prevalencia del interés general sobre el particular. 
  
3. La distribución equitativa de las cargas y los beneficios. 
  

Artículo 3º. Función pública del urbanismo. El ordenamiento del territorio constituye en su conjunto una función pública, para el cumplimiento de
los siguientes fines: 
  
1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de transporte y demás espacios públicos, y su destinación al uso
común, y hacer efectivos los derechos constitucionales de la vivienda y los servicios públicos domiciliarios. 
  
2. Atender los procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés común, procurando su utilización racional en armonía con
la función social de la propiedad a la cual le es inherente una función ecológica, buscando el desarrollo sostenible. 
  
3. Propender por el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del
desarrollo y la preservación del patrimonio cultural y natural. 
  
4. Mejorar la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos naturales. 
  

Artículo 4º.  Participación democrática. En ejercicio de las diferentes actividades que conforman la acción urbanística, las administraciones
municipales, distritales y metropolitanas deberán fomentar la concertación entre los intereses sociales, económicos y urbanísticos, mediante la
participación de los pobladores y sus organizaciones. 
  



Esta concertación tendrá por objeto asegurar la eficacia de las políticas públicas respecto de las necesidades y aspiraciones de los diversos
sectores de la vida económica y social relacionados con el ordenamiento del territorio municipal, teniendo en cuenta los principios señalados en
el artículo 2º de la presente ley. 
  
La participación ciudadana podrá desarrollarse mediante el derecho de petición, la celebración de audiencias públicas, el ejercicio de la acción de
cumplimiento, la intervención en la formulación, discusión y ejecución de los planes de ordenamiento y en los procesos de otorgamiento,
modificación, suspensión o revocatoria de las licencias urbanísticas, en los términos establecidos en la ley y sus reglamentos. 
  
Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará los mecanismos que permitan garantizar la participación democrática en la formulación de los
planes de ordenamiento territorial”.

 
  
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

CAPITULO ll
Ordenamiento del territorio municipal

Artículo 5º.  Concepto. El ordenamiento del territorio municipal y distrital comprende un conjunto de acciones político-administrativas y de
planificación física concertadas, emprendidas por los municipios o distritos y áreas metropolitanas, en ejercicio de la función pública que les
compete, dentro de los límites fijados por la Constitución y las leyes, en orden a disponer de instrumentos eficientes para orientar el desarrollo del
territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, transformación y ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias de desarrollo
socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y las tradiciones históricas y culturales. 
  

Artículo 6º. Objeto. El ordenamiento del Territorio Municipal y Distrital tiene por objeto complementar la planificación económica y social con la
dimensión territorial, identificar las necesidades de espacio público, priorizando los requerimientos de los niños, niñas, adolescentes, mujeres,
adultos mayores y personas en condición de discapacidad, racionalizar las intervenciones sobre el territorio y orientar su desarrollo y
aprovechamiento sostenible, mediante:  
1. La definición de las estrategias territoriales de uso, ocupación y manejo del suelo, en función de los objetivos económicos, sociales,
urbanísticos y ambientales.  
2. El diseño y adopción de los instrumentos y procedimientos de gestión y actuación que permitan ejecutar actuaciones urbanas integrales y
articular las actuaciones sectoriales que afectan la estructura del territorio municipal o distrital.  
3. La definición de los programas y proyectos que concretan estos propósitos.  
El ordenamiento del territorio municipal y distrital se hará tomando en consideración las. relaciones intermunicipales, metropolitanas y regionales;
deberá dar prelación a los espacios públicos, atender las condiciones de diversidad étnica y cultural, reconociendo el pluralismo y el respeto a las
diferencias; e incorporará instrumentos que regulen las dinámicas de transformación territorial de manera que se optimice la utilización de los
recursos naturales, humanos y tecnológicos para el logro de condiciones de vida dignas para la población actual y las generaciones futuras. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 7º.Competencias en materia de ordenamiento territorial. De acuerdo con los principios y normas constitucionales y legales, las
competencias en materia de ordenamiento del territorio se distribuyen así: 
  
1. A la Nación le compete la política general de ordenamiento del territorio en los asuntos de interés nacional: áreas de parques nacionales y
áreas protegidas; localización de grandes proyectos de infraestructura; localización de formas generales de uso de la tierra de acuerdo con su
capacidad productiva en coordinación con lo que disponga el desarrollo de la Ley del Medio Ambiente; determinación de áreas limitadas en uso
por seguridad y defensa; los lineamientos del proceso de urbanización y el sistema de ciudades; los lineamientos y criterios para garantizar la
equitativa distribución de los servicios públicos e infraestructura social de forma equilibrada en las regiones y la conservación y protección de
áreas de importancia histórica y cultural, así como los demás temas de alcance nacional, de acuerdo con sus competencias constitucionales y
legales. 
  
2. Al nivel departamental le corresponde la elaboración de las directrices y orientaciones para el ordenamiento de la totalidad o porciones
específicas de su territorio, especialmente en áreas de conturbación con el fin de establecer escenarios de uso y ocupación del espacio de
acuerdo con el potencial óptimo del ambiente y en función de los objetivos de desarrollo, potencialidades y licitantes biofísica, económicos y
culturales; definir políticas de asentimientos poblaciones y centros urbanos en armonía con las políticas nacionales, de tal manera que facilite el
desarrollo de su territorio; orientar la localización de la infraestructura física-social de manera que se aprovechen las ventajas competitivas
regionales y se promueva la equidad en el desarrollo municipal, concertando con los municipios el ordenamiento territorial de las áreas de
influencia de las infraestructuras de alto impacto; integrar y orientar la proyección espacial de los planes sectoriales departamentales, los de sus
municipios y territorios indígenas, en concordancia con las directrices y estrategias de desarrollo regionales y nacionales. 
  
En desarrollo de sus competencias, los departamentos podrán articular sus políticas, directrices y estrategias de ordenamiento físico-territorial
con los programas, proyectos y actuaciones sobre el territorio, mediante la adopción de planes de ordenamiento para la totalidad o porciones
específicas de su territorio. 



  
3. Al nivel metropolitano le corresponde la elaboración de los planes integrales de desarrollo metropolitano y el señalamiento de las normas
obligatoriamente generales que definan los objetivos y criterios a los que deben acogerse los municipios al adoptar los planes de ordenamiento
territorial en relación con las materias referidas a los hechos metropolitanos, de acuerdo con lo previsto en la Ley 128 de 1994, en la presente ley
y en sus reglamentos. 
  
Los planes integrales de desarrollo metropolitano, en su componente de ordenamiento físico-territorial, a partir de un proceso concentrado con las
autoridades e instancias de planificación de los municipios que integran la correspondiente área metropolitana y con base en objetivos de
desarrollo socioeconómico metropolitano de largo plazo, establecerán las estrategias de estructuración territorial metropolitana e identificarán las
infraestructuras, redes de comunicación, equipamientos y servicios de impacto metropolitano a ejecutar en el largo, mediano y corto plazo. En
particular deberán contener: 
  
a) Las directrices físico-territoriales relacionadas con los hechos metropolitanos; 
  
b) La determinación en planos de la estructura urbano-rural para horizontes de mediano y largo plazo; 
  
c) La localización de la infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios, los equipamientos y partes de escala metropolitana,
así como las áreas de reserva para la protección del medio ambiente y los recursos naturales y defensa del paisaje y la definición de las
directrices para su ejecución u operación cuando se definan como hechos metropolitanos; 
  
d) La definición de políticas, estrategias y directrices para la localización de programas de vivienda de interés social en los diferentes municipios,
estableciendo las compensaciones del caso en favor de los municipios donde se localicen; 
  
e) Las normas obligatoriamente generales que definan los objetivos y criterios a los que deben sujetarse los municipios al adoptar sus planes de
ordenamiento territorial en relación con las materias referidas a los hechos metropolitanos, de acuerdo con lo previsto en la Ley 128 de 1994 y
sus reglamentos; 
  
f) Las demás directrices necesarias para el cumplimiento de los planes. 
  
El componente de ordenamiento territorial de los planes integrales de desarrollo metropolitano incluirá sus correspondientes programas de
ejecución y deberá armonizar sus vigencias a las establecidas en la presente ley para los planes de ordenamiento territorial de los municipios y
distritos. 
  
4. Los municipios y los distritos deberán formular y adoptar los planes de ordenamiento del territorio contemplados en la Ley Orgánica del Plan de
Desarrollo y la presente ley, reglamentar de manera específica los usos del suelo en las áreas urbanas, de expansión y rurales de acuerdo con
las leyes, optimizar los usos de las tierras disponibles y coordinar los planes sectoriales, en armonía con las políticas nacionales y los planes
departamentales y metropolitanos. 
  
Parágrafo. Las competencias de las entidades públicas en desarrollo de la función del ordenamiento se desarrollarán dentro de los límites de la
Constitución y las leyes, y atendiendo los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. 
  
La autonomía municipal estará determinada por el carácter prevaleciente de las disposiciones dictadas por entidades de mayor ámbito en la
comprensión territorial de sus competencias o de mayor jerarquía en materia de interés supramunicipal. 
  

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 8º. Acción Urbanística. La función pública del ordenamiento del territorio municipal o distrital se ejerce mediante la acción urbanística de
las entidades distritales y municipales, referida a las decisiones administrativas que les son propias, relacionadas con el ordenamiento del
territorio y la intervención en los usos del suelo, adoptadas mediante actos administrativos que no consolidan situaciones jurídicas de contenido
particular y concreto. Son acciones urbanísticas, entre otras:

1. Clasificar el territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana.

2. Localizar y señalar las características de la infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios, la disposición y tratamiento de
los residuos sólidos, líquidos, tóxicos y peligrosos y los equipamientos de servicios de interés público y social, tales como centros docentes y
hospitalarios, aeropuertos y lugares análogos.

3. Establecer la zonificación y localización de los centros de producción, actividades terciarias y residenciales, y definir los usos específicos,
intensidades de uso, las cesiones obligatorias, los porcentajes de ocupación, las clases y usos de las edificaciones y demás normas urbanísticas.

4. Determinar espacios libres para parques y áreas verdes públicas, en proporción adecuada a las necesidades colectivas.

5. Determinar las zonas no urbanizables que presenten riesgos para la localización de asentamientos humanos, por amenazas naturales, o que
de otra forma presenten condiciones insalubres para la vivienda.



6. Determinar las características y dimensiones de las unidades de actuación urbanística, de conformidad con lo establecido en la presente Ley.

7. Calificar y localizar terrenos para la construcción de viviendas de interés social.

7. Calificar y determinar terrenos como objeto de desarrollo y construcción prioritaria.

8. Dirigir y realizar la ejecución de obras de infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos públicos,
directamente por la entidad pública o por entidades mixtas o privadas, de conformidad con las leyes.

9. Expropiar los terrenos y las mejoras cuya adquisición se declare como de utilidad pública o interés social, de conformidad con lo previsto en la
ley.

10. Localizar las áreas críticas de recuperación y control para la prevención de desastres, así como las áreas con fines de conservación y
recuperación paisajística.

11. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental del municipio, de común acuerdo con la autoridad ambiental de la
respectiva jurisdicción, para su protección y manejo adecuados.

12. Determinar y reservar terrenos para la expansión de las infraestructuras urbanas.

13. Todas las demás que fueren congruentes con los objetivos del ordenamiento del territorio.

14. Identificar y localizar, cuando lo requieran las autoridades nacionales y previa concertación con ellas, los suelos para la infraestructura militar
y policial estratégica básica para la atención de las necesidades de seguridad y de Defensa Nacional.

Las acciones urbanísticas deberán estar contenidas o autorizadas en los Planes de Ordenamiento Territorial o en los instrumentos que los
desarrollen o complementen. En los casos en que aplique deberán sustentarse en estudios jurídicos, ambientales, de servicios públicos, o los
demás que se requieran para garantizar el conocimiento pleno del territorio y su viabilidad financiera, con soporte en la infraestructura necesaria
para promover el desarrollo de ciudades ordenadas y planificadas, de conformidad con la reglamentación expedida por el Gobierno nacional”.
 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

CAPITULO lll
Planes de ordenamiento territorial

Artículo 9º. Plan de ordenamiento territorial El plan de ordenamiento territorial que los municipios y distritos deberán adoptar en aplicación de la
presente ley, al cual se refiere el artículo 41 de la Ley 152 de 1994, es el instrumento básico para desarrollar el proceso de ordenamiento del
territorio municipal. Se define como el conjunto de objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas
adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo. Los planes de ordenamiento del territorio se
denominarán: 
  
a) Planes de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los distritos y municipios con población superior a los
100.000 habitantes; 
  
b) Planes básicos de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los municipios con población entre 30.000 y
100.000 habitantes; 
  
c) Esquemas de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los municipios con población inferior a los 30.000
habitantes. 
  
Parágrafo.  Cuando la presente ley se refiera a planes de ordenamiento territorial se entenderá que comprende todos los tipos de planes
previstos en el presente artículo, salvo cuando se haga su señalamiento específico como el plan señalado en el literal a) del presente artículo. 
  

Artículo 10. Determinantes de ordenamiento territorial y su orden de prevalencia. En la elaboración y adopción de sus planes de ordenamiento
territorial, los municipios y distritos deberán tener en cuenta las siguientes determinantes, que constituyen normas de superior jerarquía en sus
propios ámbitos de competencia, de acuerdo con la Constitución y las leyes.

1. Nivel 1. Las determinantes relacionadas con la conservación, la protección del ambiente y los ecosistemas, el ciclo del agua, los recursos
naturales, la prevención de amenazas y riesgos de desastres, la gestión del cambio climático y la soberanía alimentaria.

a) Las directrices, normas y reglamentos expedidos en ejercicio de sus respectivas facultades legales por las entidades del Sistema Nacional
Ambiental en los aspectos relacionados con el ordenamiento espacial del territorio, de acuerdo con la Ley 99 de 1993 y el Código de Recursos



Naturales y demás normativa concordante, tales como las limitaciones derivadas de estatuto de zonificación de uso adecuado del territorio y las
regulaciones nacionales sobre uso del suelo en lo concerniente exclusivamente a sus aspectos ambientales. 

b) Las disposiciones que reglamentan el uso y funcionamiento de las áreas que integran el sistema de parques nacionales naturales y las
reservas forestales nacionales. 

c) Las regulaciones sobre conservación, preservación, uso y manejo del ambiente y de los recursos naturales renovables, en especial en las
zonas marinas y costeras y los ecosistemas es-tratégicos; las disposiciones producidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad
ambiental de la respectiva jurisdicción en cuanto a la reserva, alindamiento, administración o sustracción de los distritos de manejo integrado, los
distritos de conservación de suelos, y las reservas forestales; a la reserva, alindamiento y administración de los parques naturales de carácter
regional; las normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas expedidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad
ambiental de la respectiva jurisdicción, y las directrices y normas expedidas por las autoridades ambientales para la conservación de las áreas de
especial importancia ecosistémica. 

d) Las políticas, directrices y regulaciones sobre prevención de amenazas y riesgos de desastres, el señalamiento y localización de las áreas de
riesgo para asentamientos humanos, así como las estrategias de manejo de zonas expuestas a amenazas y riesgos naturales, y las relacionadas
con la gestión del cambio climático. 
  
(e) El Análisis Situacional y la Evaluación Ambiental Estratégica del departamento de La Guajira, que realizará el Ministerio de Ambiente y
Desarrollo Sostenible, en coordinación con las demás entidades del orden nacional y territorial competentes, instrumentos que serán vinculantes
y configurarán determinante ambiental para la conservación, la protección del ambiente y los ecosistemas, el ciclo del agua, los recursos
naturales, la prevención de amenazas y riesgos de desastres, la gestión del cambio climático y la soberanía alimentaria.

2. Nivel 2. Las áreas de especial interés para proteger el derecho humano de la alimentación de los habitantes del territorio nacional localizadas
dentro de la frontera agrícola, en particular, las incluidas en las Áreas de Protección para la Producción de Alimentos, declaradas por el Ministerio
de Agricultura y Desarrollo Rural, de acuerdo con los criterios definidos por la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria (UPRA), y en la
zonificación de los planes de desarrollo sostenible de las Zonas de Reserva Campesina constituidas por el Consejo Directivo de la Agencia
Nacional de Tierras (ANT). Lo anterior, en coordinación con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y el Ministerio de Vivienda, Ciudad
y Territorio. 
3. Nivel 3. Las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y uso de las áreas e inmuebles consideradas como
patrimonio cultural de la Nación y de los departamentos, incluyendo el histórico, artístico, arqueológico y arquitectónico, de conformidad con la
legislación correspondiente.

4. Nivel 4. El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a la red vial nacional y regional; fluvial, red férrea, puertos y
aeropuertos; infraestructura logística especializada definida por el nivel nacional y regional para resolver intermodalidad, y sistemas de
abastecimiento de agua, saneamiento y suministro de energía y gas, e internet. En este nivel también se considerarán las directrices de
ordenamiento para las áreas de influencia de los referidos usos.

5. Nivel 5. Los componentes de ordenamiento territorial de los planes integrales de desarrollo metropolitano, en cuanto se refieran a hechos
metropolitanos, así como las normas generales que establezcan los objetivos y criterios definidos por las áreas metropolitanas en los asuntos de
ordenamiento del territorio municipal, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 1625 de 2013 y la presente ley.

6. Nivel 6. Los Proyectos Turísticos Especiales e infraestructura asociada, definidos por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

Parágrafo 1°. El Departamento Nacional de Planeación, en coordinación con el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio y el Instituto Geográfico
Agustín Codazzi definirá, en el término de un año, el procedimiento para el desarrollo, actualización y disposición de la información documental
técnica, jurídica y geoespacial de las determinantes. Para tal efecto, considerarán el Modelo de datos de administración del territorio definido por
el Sistema de Administración del Territorio (SAT), para que las entidades competentes para su expedición, las delimiten geográficamente con su
respectiva zonificación y restricciones de uso. Asimismo, definirán los parámetros para que las entidades responsables de la expedición de las
determinantes implementen mecanismos de coordinación entre estas, y con los entes territoriales en el marco de su autonomía, conforme a las
prevalencias aquí indicadas, y de adecuación y las particularidades y capacidades de los contextos territoriales.

Parágrafo 2°. Los agentes públicos y privados a cargo de planes y proyectos con desarrollo físico espacial en el territorio estarán obligados a
cumplir con las determinantes de ordenamiento territorial y sus prevalencias desde la prefactibilidad de los mismos.

Los departamentos, municipios, distritos y esquemas asociativos territoriales acatarán con carácter de obligatorio cumplimiento las determinantes
de ordenamiento territorial durante las etapas de formulación e implementación de sus instrumentos de ordenamiento territorial.

Parágrafo 3°. Para los territorios y territorialidades indígenas y para los territorios colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y
palenqueras los determinantes del ordenamiento del territorio, indicados en este artículo, respetarán y acatarán los principios de la Palabra de
Vida, Leyes de Origen, Derecho Mayor, Derecho Propio de cada pueblo y la comunidad Indígena, negra, afrocolombiana, raizal y palenquera. En



todo caso, los fundamentos definidos por los pueblos y comunidades indígenas serán vinculantes para todos los actores públicos y privados en
sus territorios y territorialidades. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 11.  Componentes de los planes de ordenamiento territorial. Los planes de ordenamiento territorial deberán contemplar tres
componentes: 
  
1. El componente general del plan, el cual estará constituido por los objetivos, estrategias y contenidos estructurales de largo plazo. 
  
2. El componente urbano, el cual estará constituido por las políticas, acciones, programas y normas para encauzar y administrar el desarrollo
físico urbano. 
  
3. El componente rural, el cual estará constituido por las políticas, acciones, programas y normas para orientar y garantizar la adecuada
interacción entre los asentamientos rurales y la cabecera municipal, así como la conveniente utilización del suelo. 
  

Artículo 12. Contenido del componente general del plan de ordenamiento. El componente general del plan de ordenamiento deberá contener: 
  
1. Los objetivos y estrategias territoriales de largo y mediano plazo que complementarán, desde el punto de vista del manejo territorial, el
desarrollo municipal y distrital, principalmente en los siguientes aspectos: 
  
1.1 Identificación y localización de las acciones sobre el territorio que posibiliten organizarlo y adecuarlo para el aprovechamiento de sus ventajas
comparativas y su mayor competitividad. 
  
1.2 Definición de las acciones territoriales estratégicas necesarias para garantizar la consecución de los objetivos de desarrollo económico y
social del municipio o distrito. 
  
1.3 Adopción de las políticas de largo plazo para la ocupación, aprovechamiento y manejo del suelo y del conjunto de los recursos naturales. 
  
2. Contenido Estructural, el cual deberá establecer, en desarrollo y concreción de los aspectos señalados en el numeral 1º de este artículo, la
estructura urbano-rural e intraurbana que se busca alcanzar a largo plazo, con la correspondiente identificación de la naturaleza de las
infraestructuras, redes de comunicación y servicios, así como otros elementos o equipamientos estructurantes de gran escala. En particular se
deberán especificar: 
  
2.1 Los sistemas de comunicación entre el área urbana y el área rural y su articulación con los respectivos sistemas regionales. 
  
2.2 El señalamiento de las áreas de reserva y medidas para la protección del medio ambiente, conservación de los recursos naturales y defensa
del paisaje, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993 y el Código de Recursos Naturales, así como de las áreas de conservación y
protección del patrimonio histórico, cultural y arquitectónico. 
  
2.3 La determinación y ubicación en planos de las zonas que presenten alto riesgo para la localización de asentamientos humanos, por
amenazas o riesgos naturales o por condiciones de insalubridad. 
  
2.4 La localización de actividades, infraestructuras y equipamientos básicos para garantizar adecuadas relaciones funcionales entre
asentamientos y zonas urbanas y rurales. 
  
2.5 La clasificación del territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana, con la correspondiente fijación del perímetro del suelo urbano, en
los términos en que estas categorías quedan definidas en el Capítulo IV de la presente ley, y siguiendo los lineamientos de las regulaciones del
Ministerio del Medio Ambiente en cuanto a usos del suelo, exclusivamente en los aspectos ambientales y de conformidad con los objetivos y
criterios definidos por las Areas Metropolitanas en las normas obligatoriamente generales, para el caso de los municipios que las integran. 
  
Parágrafo 1º. Para los efectos de la aplicación de las normas que aquí se establecen, se entenderá por estructura urbano-rural e intraurbana el
modelo de ocupación del territorio que fija de manera general la estrategia de localización y distribución espacial de las actividades, determina las
grandes infraestructuras requeridas para soportar estas actividades y establece las características de los sistemas de comunicación vial que
garantizarán la fluida interacción entre aquellas actividades espacialmente separadas. 
  
Parágrafo 2º. En cumplimiento del mandato constitucional contenido en el artículo 367 de la Constitución Política, y a fin de evitar que pueda
haber zonas urbanas sin posibilidad de cobertura de servicios públicos domiciliarios, en adelante el perímetro urbano no podrá ser mayor que el
denominado perímetro de servicios. 
  
Parágrafo 3.  Cuando existan inconsistencias entre lo señalado en el acuerdo que adopta el plan de ordenamiento territorial y su cartografía
oficial, prevalecerá lo establecido en el texto del acuerdo y corresponderá al alcalde municipal o distrital, o la entidad delegada para el efecto,
corregir las inconsistencias cartográficas, siempre que no impliquen modificación al articulado del Plan de Ordenamiento Territorial.  

 
En el acto administrativo que realice la precisión cartográfica se definirán, con fundamento en las disposiciones del Plan de Ordenamiento
Territorial y sus reglamentaciones, las normas urbanísticas aplicables al área objeto de la precisión. Una vez expedido el acto administrativo, el



mismo deberá ser registrado en todos los planos de la cartografía oficial del correspondiente plan y sus instrumentos reglamentarios y
complementarios. Esta disposición también será aplicable para precisar la cartografía oficial cuando los estudios de detalle permitan determinar
con mayor exactitud las condiciones jurídicas, físicas, geológicas y morfológicas de los terrenos. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 13. Componente urbano del plan de ordenamiento. El componente urbano del plan de ordenamiento territorial es un instrumento para la
administración del desarrollo y la ocupación del espacio físico clasificado como suelo urbano y suelo de expansión urbana, que integra políticas
de mediano y corto plazo, procedimientos e instrumentos de gestión y normas urbanísticas. Este componente deberá contener por lo menos: 
  
1. Las políticas de mediano y corto plazo sobre uso y ocupación del suelo urbano y de las áreas de expansión, en armonía con el modelo
estructural de largo plazo adoptado en el componente general y con las previsiones sobre transformación y crecimiento espacial de la ciudad. 
  
2. La localización y dimensionamiento de la infraestructura para el sistema vial, de transporte y la adecuada intercomunicación de todas las áreas
urbanas y la proyectada para las áreas de expansión; la disponibilidad de redes primarias y secundarias de servicios públicos a corto y mediano
plazo; la localización prevista para los equipamientos colectivos y espacios libres para parques y zonas verdes públicas de escala urbana o zonal,
y el señalamiento de las cesiones urbanísticas gratuitas correspondientes a dichas infraestructuras. 
  
3. La delimitación, en suelo urbano y de expansión urbana, de las áreas de conservación y protección de los recursos naturales, paisajísticos y de
conjuntos urbanos, históricos y culturales, de conformidad con la legislación general aplicable a cada caso y las normas específicas que los
complementan en la presente ley; así como de las áreas expuestas a amenazas y riesgos naturales. 
  
4. La determinación, en suelo urbano y de expansión urbana, de las áreas objeto de los diferentes tratamientos y actuaciones urbanísticas. 
  
5. La estrategia de mediano plazo para el desarrollo de programas de vivienda de interés social, incluyendo los de mejoramiento integral, la cual
incluirá directrices y parámetros para la localización en suelos urbanos y de expansión urbana, de terrenos necesarios para atender la demanda
de vivienda de interés social, y el señalamiento de los correspondientes instrumentos de gestión; así como los mecanismos para la reubicación
de los asentamientos humanos localizados en zonas de alto riesgo para la salud e integridad de sus habitantes, incluyendo la estrategia para su
transformación para evitar su nueva ocupación. 
  
6. Las estrategias de crecimiento y reordenamiento de la ciudad, definiendo sus prioridades, y los criterios, directrices y parámetros para la
identificación y declaración de los inmuebles y terrenos de desarrollo o construcción prioritaria. 
  
7. La determinación de las características de las unidades de actuación urbanística, tanto dentro del suelo urbano como dentro del suelo de
expansión cuando a ello hubiere lugar, o en su defecto el señalamiento de los criterios y procedimientos para su caracterización, delimitación e
incorporación posterior. 
  
8. La especificación, si es del caso, de la naturaleza, alcance y área de operación de los macroproyectos urbanos cuya promoción y ejecución se
contemple a corto o mediano plazo, conjuntamente con la definición de sus directrices generales de gestión y financiamiento, así como la
expedición de las autorizaciones para emprender las actividades indispensables para su concreción. 
  
9. La adopción de directrices y parámetros para la formulación de planes parciales, incluyendo la definición de acciones urbanísticas,
actuaciones, instrumentos de financiación y otros procedimientos aplicables en las áreas sujetas a urbanización u operaciones urbanas por medio
de dichos planes. 
  
10. La definición de los procedimientos e instrumentos de gestión y actuación urbanística requeridos para la administración y ejecución de las
políticas y decisiones adoptadas, así como de los criterios generales para su conveniente aplicación, de acuerdo con lo que se establece en la
presente ley, incluida la adopción de los instrumentos para financiar el desarrollo urbano, tales como la participación municipal o distrital en la
plusvalía, la emisión de títulos de derechos adicionales de construcción y desarrollo y los demás contemplados en la Ley 9º de 1989. 
  
11. La expedición de normas urbanísticas en los términos y según los alcances que se establecen en el artículo 15 de la presente ley. 
  

Artículo 14.  Componente rural del plan de ordenamiento. El componente rural del plan de ordenamiento territorial es un instrumento para
garantizar la adecuada interacción entre los asentamientos rurales y la cabecera municipal, la conveniente utilización del suelo rural y las
actuaciones públicas tendientes al suministro de infraestructuras y equipamientos básicos para el servicio de los pobladores rurales. Este
componente deberá contener por lo menos: 
  
1. Las políticas de mediano y corto plazo sobre ocupación del suelo en relación con los asentamientos humanos localizados en estas áreas. 
  
2. El señalamiento de las condiciones de protección, conservación y mejoramiento de las zonas de producción agropecuaria, forestal o minera. 
  
3. La delimitación de las áreas de conservación y protección de los recursos naturales, paisajísticos, geográficos y ambientales, incluyendo las
áreas de amenazas y riesgos, o que formen parte de los sistemas de provisión de los servicios públicos domiciliarios o de disposición final de
desechos sólidos o líquidos. 
  



4. La localización y dimensionamiento de las zonas de terminadas como suburbanas, con precisión de las intensidades máximas de ocupación y
usos admitidos, las cuales deberán adoptarse teniendo en cuenta su carácter de ocupación en baja densidad, de acuerdo con las posibilidades
de suministro de servicios de agua potable y saneamiento, en armonía con las normas de conservación y protección de recursos naturales y
medio ambiente. 
  
5. La identificación de los centros poblados rurales y la adopción de las previsiones necesarias para orientar la ocupación de sus suelos y la
adecuada dotación de infraestructura de servicios básicos y de equipamiento social. 
  
6. La determinación de los sistemas de aprovisionamiento de los servicios de agua potable y saneamiento básico de las zonas rurales a corto y
mediano plazo y la localización prevista para los equipamientos de salud y educación. 
  
7. La expedición de normas para la parcelación de predios rurales destinados a vivienda campestre, las cuales deberán tener en cuenta la
legislación agraria y ambiental. 
  

Artículo 15. Normas urbanísticas. Las normas urbanísticas regulan el uso, la ocupación y el aprovechamiento del suelo y definen la naturaleza
y las consecuencias de las actuaciones urbanísticas indispensables para la administración de estos procesos. Estas normas estarán
jerarquizadas de acuerdo con los criterios de prevalencia aquí especificados y en su contenido quedarán establecidos los procedimientos para su
revisión, ajuste o modificación, en congruencia con lo que a continuación se señala.  
 
En todo caso los municipios que integran áreas metropolitanas deberán ajustarse en su determinación a los objetivos y criterios definidos por la
Junta Metropolitana, en los asuntos de su competencia.  
 
1. Normas urbanísticas estructurales 
 
Son las que aseguran la consecución de los objetivos y estrategias adoptadas en el componente general del plan y en las políticas y estrategias
de mediano plazo del componente urbano. Prevalecen sobre las demás normas, en el sentido de que las regulaciones de los demás niveles no
pueden adoptarse ni modificarse contraviniendo lo que en ellas se establece, y su propia modificación solo puede emprenderse con motivo de la
revisión general del plan o excepcionalmente a iniciativa del alcalde municipal o distrital, con base en motivos y estudios técnicos debidamente
sustentados. Por consiguiente, las normas estructurales incluyen, entre otras:  
 
1.1 Las que clasifican y delimitan los suelos, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo IV de esta ley.  
 
1.2 Las que establecen áreas y definen actuaciones y tratamientos urbanísticos relacionadas con la conservación y el manejo de centros urbanos
e históricos; las que reservan áreas para la construcción de redes primarias de infraestructura vial y de servicios públicos, las que reservan
espacios libres para parques y zonas verdes de escala urbana y zonal y, en general, todas las que se refieran al espacio público vinculado al
nivel de planificación de largo plazo.  
 
1.3 Las que definan las características de las unidades de actuación o las que establecen criterios y procedimientos para su caracterización,
delimitación e incorporación posterior, incluidas las que adoptan procedimientos e instrumentos de gestión para orientar, promover y regular las
actuaciones urbanísticas vinculadas a su desarrollo.  
 
1.4 Las que establecen directrices para la formulación y adopción de planes parciales.  
 
1.5 Las que definan las áreas de protección y conservación de los recursos naturales y paisajísticos, las que delimitan zonas de riesgo y en
general, todas las que conciernen al medio ambiente, las cuales en ningún caso, salvo en el de la revisión del plan, serán objeto de
modificación.  
 
2. Normas urbanísticas generales 
 
Son aquellas que permiten establecer usos e intensidad de usos del suelo, así como actuaciones, tratamientos y procedimientos de parcelación,
urbanización, construcción e incorporación al desarrollo de las diferentes zonas comprendidas dentro del perímetro urbano y suelo de expansión.
Por consiguiente, otorgan derechos e imponen obligaciones urbanísticas a los propietarios de terrenos y a sus constructores, conjuntamente con
la especificación de los instrumentos que se emplearán para que contribuyan eficazmente a los objetivos del desarrollo urbano y a sufragar los
costos que implica tal definición de derechos y obligaciones.  
 
En razón de la vigencia de mediano plazo del componente urbano del plan, en ellas también debe establecerse la oportunidad de su revisión y
actualización e igualmente, los motivos generales que a iniciativa del alcalde permitirán su revisión parcial. En consecuencia, además de las
regulaciones que por su propia naturaleza quedan contenidas en esta definición, hacen parte de las normas urbanísticas:  
 
2.1 Las especificaciones de aislamientos, volumetrías y alturas para los procesos de edificación.  
 
2.2 La determinación de las zonas de renovación, conjuntamente con la definición de prioridades, procedimientos y programas de intervención.  
 
2.3 La adopción de programas, proyectos y macroproyectos urbanos no considerados en el componente general del plan.  
 
2.4 Las características de la red vial secundaria, la localización y la correspondiente afectación de terrenos para equipamientos colectivos de
interés público o social a escala zonal o local, lo mismo que la delimitación de espacios libres y zonas verdes de dicha escala.  
 



2.5 Las especificaciones de las redes secundarias de abastecimiento de los servicios públicos domiciliarios.  
 
2.6 Las especificaciones de las cesiones urbanísticas gratuitas, así como los parámetros y directrices para que sus propietarios compensen en
dinero o en terrenos, si fuere del caso.  
 
2.7 El señalamiento de las excepciones a estas normas para operaciones como macroproyectos o actuaciones urbanísticas en áreas con
tratamientos de conservación, renovación o mejoramiento integral para las cuales se contemplen normas específicas a adoptar y concertar, en su
oportunidad, con los propietarios y comunidades interesadas, estableciendo los parámetros, procedimientos y requisitos que deben cumplirse en
tales casos excepcionales.  
 
2.8 Las demás previstas en la presente ley o que se consideren convenientes por las autoridades distritales o municipales.  
 
3. Normas complementarias 
 
Se trata de aquellas relacionadas con las actuaciones, programas y proyectos adoptados en desarrollo de las previsiones contempladas en los
componentes general y urbano del plan de ordenamiento, y que deben incorporarse al Programa de ejecución que se establece en el artículo 18
de la presente ley. También forman parte de este nivel normativo, las decisiones sobre las acciones y actuaciones que por su propia naturaleza
requieren ser ejecutadas en el corto plazo y todas las regulaciones que se expidan para operaciones urbanas específicas y casos excepcionales,
de acuerdo con los parámetros, procedimientos y autorizaciones emanadas de las normas urbanísticas generales. Entre otras, pertenecen a esta
categoría:  
 
3.1 La declaración e identificación de los terrenos e inmuebles de desarrollo o construcción prioritaria.  
 
3.2 La localización de terrenos cuyo uso es el de vivienda de interés social y la reubicación de asentamientos humanos localizados en zonas de
alto riesgo.  
 
3.3 Las normas urbanísticas específicas que se expidan en desarrollo de planes parciales para unidades de actuación urbanística y para otras
operaciones como macroproyectos urbanos integrales y actuaciones en áreas con tratamientos de renovación urbana o mejoramiento integral,
que se aprobarán de conformidad con el artículo 27 de la presente ley.  
 
Parágrafo. Las normas para la urbanización y construcción de vivienda no podrán limitar el desarrollo de programas de vivienda de interés social,
de tal manera que las especificaciones entre otros de loteos, cesiones y áreas construidas deberán estar acordes con las condiciones de precio
de este tipo de vivienda.  
 
Parágrafo 2°. Los planes de ordenamiento territorial de los municipios y distritos, no podrán establecer usos compatibles entre servicios de alto
impacto referidos a la prostitución y actividades afines, con usos para vivienda y dotacionales educativos. El Gobierno Nacional reglamentará la
materia en un término no mayor de sesenta (60) días.  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 16.  Contenido de los planes básicos de ordenamiento. Los planes Básicos de Ordenamiento Territorial deberán contemplar los tres
componentes a que se refiere el artículo 11 de la presente ley, con los siguientes ajustes, en orden a simplificar su adopción y aplicación: 
  
1. En cuanto al componente general, el Plan Básico de Ordenamiento señalará los objetivos y estrategias territoriales de largo y mediano plazo
que complementarán, desde el punto de vista del manejo territorial, el desarrollo municipal, así como los siguientes contenidos estructurales: 
  
1.1 Identificación y localización de las acciones sobre el territorio que posibiliten organizarlo y adecuarlo para el aprovechamiento de sus ventajas
comparativas y su mayor competitividad. 
  
1.2 Los sistemas de comunicación entre el área urbana y el área rural y su articulación con los respectivos sistemas regionales. 
  
1.3 El establecimiento de las áreas de reserva y las regulaciones para la protección del medio ambiente, conservación de los recursos naturales y
defensa del paisaje, así como para las áreas de conservación y protección del patrimonio histórico, cultural y arquitectónico. 
  
1.4 La localización de actividades, infraestructuras y equipamientos básicos para garantizar adecuadas relaciones funcionales entre
asentamientos y zonas urbanas y rurales. 
  
1.5 La clasificación del territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana, con la correspondiente fijación del perímetro del suelo urbano, en
los términos señalados en la presente ley, de conformidad con los objetivos y criterios definidos por las Areas Metropolitanas en las normas
obligatoriamente generales para el caso de los municipios que las integran. 
  
1.6 El inventario de las zonas que presenten alto riesgo para la localización de asentamientos humanos, por amenazas naturales o por
condiciones de insalubridad. 
  
2. En relación con el componente urbano, el Plan Básico deberá contener por lo menos: 
  



2.1 La localización y dimensionamiento de la infraestructura para el sistema vial, de transporte y la adecuada intercomunicación de todas las
áreas urbanas así como su proyección para las áreas de expansión, si se determinaren; la disponibilidad de redes primarias y secundarias de
vías y servicios públicos a corto y mediano plazo; la localización prevista para equipamientos colectivos y espacios públicos para parques y zonas
verdes públicas y el señalamiento de las cesiones urbanísticas gratuitas correspondientes a dichas infraestructuras. 
  
2.2 La delimitación de las áreas de conservación y protección de los recursos naturales, paisajísticos y de conjuntos urbanos, históricos y
culturales, de conformidad con la legislación general aplicable a cada caso y las normas urbanísticas que los complementan, así como de las
áreas expuestas a amenazas y riesgos naturales. 
  
2.3 La estrategia de mediano plazo para el desarrollo de programas de vivienda de interés social, incluyendo los de mejoramiento integral, la cual
incluirá las directrices y parámetros para la definición de usos para vivienda de interés social, tanto en suelos urbanos como de expansión
urbana, y el señalamiento de los correspondientes instrumentos de gestión; así como los mecanismos para la reubicación de los asentamientos
humanos localizados en zonas de alto riesgo para la salud e integridad de sus habitantes, incluyendo lo relacionado con la transformación de las
zonas reubicadas para evitar su nueva ocupación. 
  
2.4 La definición de los procedimientos e instrumentos de gestión y actuación urbanística requeridos para la administración y ejecución de las
políticas y decisiones adoptadas, así como de los criterios generales para su conveniente aplicación, incluida la adopción de los instrumentos
para financiar el desarrollo urbano de acuerdo con lo que se establece en la presente ley y en la Ley 9º de 1989. 
  
2.5 La expedición de normas urbanísticas generales sobre usos e intensidad de usos del suelo, actuaciones, tratamientos y procedimientos de
parcelación, urbanización, construcción e incorporación al desarrollo de las diferentes zonas comprendidas dentro del perímetro urbano y el suelo
de expansión. Se incluirán especificaciones de cesiones urbanísticas, aislamientos, volumetrías y alturas; la determinación de las zonas de
mejoramiento integral, si las hay, y las demás que consideren convenientes las autoridades distritales o municipales. 
  
3. El componente rural establecerá por lo menos las mismas previsiones indicadas para el plan de ordenamiento territorial. 
  

Artículo 17. Contenido de los esquemas de ordenamiento territorial. Los esquemas de ordenamiento territorial deberán contener como mínimo los
objetivos, estrategias y políticas de largo y mediano plazo para la ocupación y aprovechamiento del suelo, la división del territorio en suelo urbano
y rural, la estructura general del suelo urbano, en especial, el plan vial y de servicios públicos domiciliarios, la determinación de las zonas de
amenazas y riesgos naturales y las medidas de protección, las zonas de conservación y protección de recursos naturales y ambientales y las
normas urbanísticas requeridas para las actuaciones de parcelación, urbanización y construcción. 
  
Parágrafo.  Los municipios con población inferior a los 30.000 habitantes que presente dinámicas importantes de crecimiento urbano podrá
adoptar Planes Básicos de Ordenamiento Territorial, como instrumento para desarrollar el proceso de ordenamiento de su territorio. 
  

Artículo 18. Programa de ejecución. El programa de ejecución define con carácter obligatorio, las actuaciones sobre el territorio previstas en el
plan de ordenamiento, que serán ejecutadas durante el período de la correspondiente administración municipal o distrital, de acuerdo con lo
definido en el correspondiente Plan de Desarrollo, señalando las prioridades, la programación de actividades, las entidades responsables y los
recursos respectivos. 
  
El programa de ejecución se integrará al Plan de Inversiones, de tal manera que conjuntamente con éste será puesto a consideración del concejo
por el alcalde, y su vigencia se ajustará a los períodos de las administraciones municipales y distritales. 
  
Dentro del programa de ejecución se definirán los programas y proyectos de infraestructura de transporte y servicios públicos domiciliarios que se
ejecutarán en el período correspondiente, se localizarán los terrenos necesarios para atender la demanda de vivienda de interés social en el
municipio o distrito y las zonas de mejoramiento integral, señalando los instrumentos para su ejecución pública o privada. Igualmente se
determinarán los inmuebles y terrenos cuyo desarrollo o construcción se consideren prioritarios. Todo lo anterior, atendiendo las estrategias,
parámetros y directrices señaladas en el plan de ordenamiento. 
  

Artículo 19. Planes parciales. Los planes parciales son los instrumentos mediante los cuales se desarrollan y complementan las disposiciones de
los planes de ordenamiento, para áreas determinadas del suelo urbano y para las áreas incluidas en el suelo de expansión urbana, además de
las que deban desarrollarse mediante unidades de actuación urbanística, macroproyectos u otras operaciones urbanas especiales, de acuerdo
con las autorizaciones emanadas de las normas urbanísticas generales, en los términos previstos en la presente ley. El plan parcial o local
incluirá por lo menos los siguientes aspectos: 
  
1. La delimitación y características del área de la operación urbana o de la unidad mínima de actuación urbanística contemplada en el plan parcial
o local. 
  
2. La definición precisa de los objetivos y las directrices urbanísticas específicas que orientan la correspondiente actuación u operación urbana,
en aspectos tales como el aprovechamiento de los inmuebles; el suministro, ampliación o mejoramiento del espacio público, la calidad del
entorno, las alternativas de expansión, el mejoramiento integral o renovación consideradas; los estímulos a los propietarios e inversionistas para
facilitar procesos de concertación, integración inmobiliaria o reajuste de tierras u otros mecanismos para garantizar el reparto equitativo de las
cargas y los beneficios vinculadas al mejor aprovechamiento de los inmuebles; los programas y proyectos urbanísticos que especificamente
caracterizan los propósitos de la operación y las prioridades de su desarrollo, todo ello de acuerdo con la escala y complejidad de la actuación o
de la operación urbana contemplada. 
  



3. Las normas urbanísticas específicas para la correspondiente unidad de actuación o para el área especifica objeto de la operación urbana
objeto del plan: definición de usos específicos del suelo, intensidades de ocupación y construcción, retiros, aislamientos, empates y alturas. 
  
4. La definición del trazado y características del espacio público y las vías y, especialmente en el caso de las unidades de actuación, de la red vial
secundaria; de las redes secundarias de abastecimiento de servicios públicos domiciliarios; la localización de equipamientos colectivos de interés
público o social como templos, centros docentes y de salud, espacios públicos y zonas verdes destinados a parques, complementarios del
contenido estructural del plan de ordenamiento. 
  
5. Los demás necesarios para complementar el planeamiento de las zonas determinadas, de acuerdo con la naturaleza, objetivos y directrices de
la operación o actuación respectiva. 
  
6. La adopción de los instrumentos de manejo del suelo, capitación de plusvalías, reparto de cargas y beneficios, procedimientos de gestión,
evaluación financiera de las obras de urbanización y su programa de ejecución, junto con el programa de financiamiento. 
  
En los casos previstos en las normas urbanísticas generales, los planes parciales podrán ser propuestos ante las autoridades de planeación
municipal o distrital para su aprobación, por personas o entidades privadas interesadas en su desarrollo. En ningún caso podrán contradecir o
modificar las determinaciones de los planes de ordenamiento ni las normas estructurales de los mismos. 
  
Parágrafo. Los planes parciales también podrán ser aplicables para complementar la planificación de las localidades en el caso de los distritos,
cuando así lo señalare el Plan de Ordenamiento Territorial, evento en el cual se denominará planes locales. 
  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

Artículo 20. obligatoriedad de los planes de ordenamiento. Cumplido el período de transición previsto en la presente ley para la adopción del plan
de ordenamiento territorial, las autoridades competentes sólo podrán otorgar licencias urbanísticas una vez que dicho plan sea adoptado. 
  
Ningún agente público o privado podrá realizar actuaciones urbanísticas que no se ajusten a las previsiones y contenidos de los planes de
ordenamiento territorial, a su desarrollo en planes parciales y a las normas estructurales del plan o complementarias del mismo. 
  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

Artículo 21. Armonía con el plan de desarrollo del municipio. El plan de ordenamiento territorial define a largo y mediano plazo un modelo de
ocupación del territorio municipal y distrital, señalando su estructura básica y las acciones territoriales necesarias para su adecuada organización,
el cual estará vigente mientras no sea modificado o sustituido. En tal sentido, en la definición de programas y proyectos de los planes de
desarrollo de los municipios se tendrán en cuenta las definiciones de largo y mediano plazo de ocupación del territorio. 
  

Artículo 22. De la participación comunal en el ordenamiento del territorio. Para efectos de organizar la participación comunal en la definición del
contenido urbano del plan de ordenamiento, las autoridades municipales o distritales podrán delimitar en el área comprendida dentro del
perímetro urbano, los barrios o agrupamientos de barrios residenciales usualmente reconocidos por sus habitantes como referentes de su
localización en la ciudad y que definen su pertenencia inmediata a un ámbito local o vecinal. Lo pertinente regirá para la participación
comanditaria en la definición del contenido rural, caso en el cual la división territorial se referirá a veredas o agrupaciones de veredas. 
  
En el curso de la formulación y concertación de los planes de ordenamiento territorial, las organizaciones cívicas debidamente reconocidas de
dichos agrupamientos de barrios o veredas, a través de mecanismos democráticos que aseguren la representatividad de los elegidos, podrán
designar representantes para que transmitan y pongan a consideración sus propuestas sobre los componentes urbano y rural del plan. 
  
Una vez surtido el proceso de adopción o revisión del plan, estas mismas organizaciones cívicas mantendrán su participación en el ordenamiento
del territorio en los siguientes eventos: 
  
1. Para proponer, en los casos excepcionales que consideren las normas urbanísticas generales, la asignación específica de usos y
aprovechamientos del suelo en micro zonas de escala vecinal, esto es, en los casos donde el efecto se limite exclusivamente a sus respectivos
territorios y no contraríen las normas estructurales. En las zonas exclusivamente residenciales estas propuestas podrán referirse a normas de
paisajismo, regulaciones al tránsito vehicular y demás previsiones tendientes al mantenimiento de la tranquilidad de la zona, siempre y cuando no
se afecte el uso del espacio público, de acuerdo con las normas generales. 
  
2. Para formular y proponer planes parciales para actuaciones urbanísticas dentro de su área, de acuerdo con las previsiones y autorizaciones
del componente urbano del plan. 
  
3. Para ejercer acciones de veeduría ciudadana que garanticen el cumplimiento o impidan la violación de las normas establecidas, a través de
procedimientos acordes con las políticas locales de descentralización. 
  

Artículo 23. Formulación de los planes de ordenamiento territorial. En un plazo máximo de dieciocho (18) meses a partir de la entrada en vigencia
de la presente ley, las administraciones municipales y distritales con la participación democrática aquí prevista, formularán y adoptarán los planes
de Ordenamiento Territorial, o adecuarán los contenidos de ordenamiento territorial de los planes de Desarrollo, de conformidad con lo dispuesto
en la presente ley. 
  



En lo sucesivo dentro de los seis (6) meses anteriores al vencimiento de la vigencia del plan de Ordenamiento, las administraciones municipales
y distritales deberán iniciar el trámite para la formulación del nuevo plan o su revisión o ajuste. 
  
En la formulación, adecuación y ajuste de los planes de ordenamiento se tendrá en cuenta el diagnóstico de la situación urbana y rural y la
evaluación del plan vigente. 
  
Parágrafo. En los municipios en los cuales no se formulen los planes de ordenamiento dentro de los plazos previstos, las oficinas de planeación
de los respectivos departamentos, podrán acometer su elaboración, quedando en todo caso los proyectos correspondientes sujetos a los
procedimientos de concertación y aprobación establecidos en esta ley. Para la formulación correspondiente dichas oficinas podrán solicitar el
apoyo técnico del Ministerio del Interior, el Viceministerio de Vivienda, Desarrollo Urbano y Agua Potable, el Inurbe, el IGAC y el Instituto de
Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales, IDEAM, el Ingeominas y las áreas metropolitanas, para los casos de municipios que formen
parte de las mismas. Igualmente harán las consultas del caso ante las Corporaciones Autónomas Regionales o autoridades ambientales que
tengan jurisdicción sobre esos municipios, en los asuntos de su competencia. 
  
Igualmente las oficinas de planeación de los respectivos departamentos con el apoyo de las entidades nacionales deberán prestar asistencia
técnica a los municipios con población inferior a treinta mil (30.000) habitantes en la elaboración del plan. 
  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

Artículo 24. Instancias de concertación y consulta. El alcalde distrital o municipal, a través de las oficinas de planeación o de la dependencia que
haga sus veces, será responsable de coordinar la formulación oportuna del proyecto del plan de Ordenamiento Territorial, y de someterlo a
consideración del Consejo de Gobierno. 
  
En todo caso, antes de la presentación del proyecto de plan de ordenamiento territorial a consideración del concejo distrital o municipal, se
surtirán los trámites de concertación interinstitucional y consulta ciudadana, de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
  
1. El proyecto de Plan se someterá a consideración de la Corporación Autónoma Regional o autoridad ambiental correspondiente, a efectos de
que conjuntamente con el municipio y/o distrito concierten los asuntos exclusivamente ambientales, dentro del ámbito de su competencia de
acuerdo con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993, para lo cual dispondrán de cuarenta y cinco (45) días; solo podrá ser objetado por razones
técnicas y sustentadas en estudios.

En relación con los temas sobre los cuales no se logre la concertación, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible intervendrá, con el fin de
decidir sobre los puntos de desacuerdo, para lo cual dispondrá de un término máximo de treinta (30) días, contados a partir de la radicación de la
información del proceso por parte del municipio o distrito quien está obligado a remitirla.”.

 
2. Durante el mismo término previsto en el numeral anterior se surtirá la instancia de concertación con la Junta Metropolitana para el caso de
planes de ordenamiento de municipios que formen parte de áreas metropolitanas, instancia que vigilará su armonía con los planes y directrices
metropolitanas, en asuntos de su competencia. 
  
3. Una vez revisado el proyecto por las respectivas autoridades ambientales y metropolitanas, en los asuntos de su competencia, se someterá a
consideración del Consejo Territorial de Planeación, instancia que deberá rendir concepto y formular recomendaciones dentro de los treinta (30)
días hábiles siguientes. 
  
4. Durante el período de revisión del plan por la Corporación Autónoma Regional, o la autoridad ambiental correspondiente, la Junta
Metropolitana y el Consejo Territorial de Planeación, la administración municipal o distrital solicitará opiniones a los gremios económicos y
agremiaciones profesionales y realizará convocatorias públicas para la discusión del plan, incluyendo audiencias con las juntas administradoras
locales, expondrá los documentos básicos del mismo en sitios accesibles a todos los interesados y recogerá las recomendaciones y
observaciones formuladas por las distintas entidades gremiales, ecológicas, cívicas y comunitarias del municipio, debiendo proceder a su
evaluación, de acuerdo con la factibilidad, conveniencia y concordancia con los objetivos del plan. Igualmente pondrán en marcha los
mecanismos de participación comunal previstos en el artículo 22 de esta ley. 
  
Las administraciones municipales y distritales establecerán los mecanismos de publicidad y difusión del proyecto de plan de ordenamiento
territorial que garanticen su conocimiento masivo, de acuerdo con las condiciones y recursos de cada entidad territorial. 
  
Parágrafo. La consulta democrática deberá garantizarse en todas las fases del plan de ordenamiento, incluyendo el diagnóstico, las bases para
su formulación, el seguimiento y la evaluación. 
  
Parágrafo 2º. En los casos en que existan dos o más Autoridades Ambientales con jurisdicción en un municipio o distrito, se constituirá una mesa
conjunta con el propósito de adelantar la concertación ambiental respetando en todo caso la jurisdicción y competencias de cada una de ellas, de
acuerdo con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993, y en cumplimiento de los términos previstos en la presente ley.

Las disposiciones del presente artículo serán aplicables a los PBOT y EOT.”.
 
  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]



Artículo 25. Aprobación de los planes de ordenamiento. El proyecto de plan de ordenamiento territorial, como documento consolidado después de
surtir la etapa de la participación democrática y de la concertación interinstitucional de que trata el artículo precedente, será presentado por el
alcalde a consideración del concejo municipal o distrital, dentro de los treinta (30) días siguientes al recibo del concepto del Consejo Territorial de
Planeación. En el evento de que el concejo estuviere en receso, el alcalde deberá convocarlo a sesiones extraordinarias. Toda modificación
propuesta por el concejo deberá contar con la aceptación de la administración. 
  

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

Artículo 26. Adopción de los planes. Transcurridos sesenta (60) días desde la presentación del proyecto de plan de ordenamiento territorial sin
que el concejo municipal o distrital adopte decisión alguna, el alcalde podrá adoptarlo mediante decreto. 
  

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

Artículo 27. Procedimiento para planes parciales. Para la aprobación y adopción de los planes parciales de que trata la presente ley, se tendrá
en cuenta el siguiente procedimiento:

1. Los proyectos de planes parciales serán elaborados por las autoridades municipales o distritales de planeación, por las comunidades o por los
particulares interesados, de acuerdo con los parámetros que al respecto determine el plan de ordenamiento territorial o el Macroproyecto de
Interés Social Nacional cuando este último así lo prevea.

2. La oficina de planeación municipal o distrital, o la dependencia que haga sus veces, revisará el proyecto de plan parcial con el fin de verificar el
cumplimiento de las normas tenidas en cuenta para la formulación del plan y pronunciarse sobre su viabilidad. Para la aprobación del proyecto de
plan parcial, la oficina de planeación contará con un término de treinta (30) días hábiles contados a partir de la fecha de radicación completa del
proyecto, prorrogables por treinta (30) días hábiles más por una sola vez, so pena de que se entienda aprobado en los términos en que fue
presentado mediante la aplicación del silencio administrativo positivo.

Respecto de la radicación incompleta del proyecto de plan parcial, aplicará lo dispuesto por el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por el
artículo 1° de la Ley 1755 de 2015 o la norma que lo modifique o sustituya.

3. Una vez que la oficina de planeación municipal o distrital, o la dependencia que haga sus veces, apruebe el proyecto de plan parcial, mediante
acto administrativo u ocurra el silencio administrativo en los términos del numeral 2, este se someterá a consideración de la autoridad ambiental
competente, cuando se requiera según lo previsto en el reglamento del Gobierno nacional, a efectos de que conjuntamente con el municipio o
distrito acuerden los asuntos exclusivamente ambientales, para lo cual dispondrán de quince (15) días hábiles prorrogables por un término igual.
Este acuerdo debe realizarse con base en el acto administrativo de viabilidad y en las normas ambientales vigentes al momento de su
expedición.

Los resultados de este proceso se consignarán en un acta que deberá ser suscrita por los representantes legales correspondientes o sus
delegados. En la concertación ambiental de planes parciales de iniciativa particular, las partes podrán solicitar a los interesados que lo hayan
elaborado la sustentación del mismo.

Cuando no se logre la concertación entre el municipio o distrito y la autoridad ambiental competente, la oficina de planeación municipal o distrital
procederá a archivar el proyecto de plan parcial. No obstante, el interesado podrá efectuar los ajustes que consideren pertinentes y reiniciar el
trámite de concertación ambiental, dentro de un término máximo de seis (6) meses siguientes a su archivo.

Lo anterior, sin perjuicio de que el interesado pueda radicar nuevamente el proyecto de plan parcial, para que su trámite se adelante desde la
etapa inicial.

Cuando se trate de planes parciales que desarrollen los Macroproyectos de Interés Social Nacional, si la autoridad ambiental no se pronuncia
definitivamente dentro del término señalado en este artículo, le corresponderá al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible decidir sobre los
asuntos ambientales para lo cual dispondrá de un término máximo e improrrogable de quince (15) días hábiles contados a partir del recibo del
respectivo expediente.

4. Durante el período de revisión del proyecto de plan parcial se surtirá una fase de información pública, convocando a los propietarios y vecinos,
para que estos expresen sus recomendaciones y observaciones.

5. Una vez surtidas las etapas anteriores y dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la aprobación del proyecto de plan parcial,
mediante acto administrativo expreso o ficto o la concertación ambiental, cuando sea el caso, el alcalde municipal o distrital estará obligado a
adoptarlo mediante decreto.

Parágrafo 1º. El incumplimiento de los términos previstos en el presente artículo para pronunciarse por parte de las autoridades competentes
constituirá falta grave en cabeza del director y funcionarios responsables de la respectiva entidad.

Parágrafo 2º. Las autoridades ante las cuales se deban adelantar trámites urbanísticos con posterioridad a la adopción del plan parcial estarán



obligadas a emitir sus conceptos o permisos con base en lo aprobado en el plan parcial y en su documento técnico de soporte. En todo caso,
desde la aprobación del plan parcial se deberán tener definidos y resueltos todos los impactos de la operación, sin que se requiera para su
ejecución o desarrollo la aprobación de instrumentos de planificación complementarios.

Parágrafo 3º. La vigencia del plan parcial se señalará en el decreto en que se adopte y no se alterará por el hecho de que se modifique el Plan
de Ordenamiento Territorial, salvo que los propietarios de los predios se acojan, por escrito a la nueva reglamentación.

Parágrafo 4º. El ajuste o modificación de planes parciales, en caso de requerirse, se efectuará teniendo en cuenta el procedimiento definido en
este artículo, en lo pertinente y, únicamente, las instancias o autoridades a cuyo cargo se encuentren los asuntos objeto del ajuste necesario para
el desarrollo del respectivo plan. La solicitud de determinantes, en caso de realizarse, únicamente se podrá circunscribir a los aspectos sobre los
cuales se solicite de manera expresa y escrita la modificación, y se sustentarán en la misma reglamentación con que fue aprobado el plan parcial,
salvo que los interesados manifiesten lo contrario.

Parágrafo 5º. Si durante el término que transcurre entre la expedición del acto administrativo de viabilidad de un proyecto de plan parcial y su
adopción, se produce un cambio en las normas urbanísticas que afecten el proyecto sometido a consideración del Municipio o Distrito, el
solicitante tendrá derecho a que el plan se estudie y apruebe con base en la norma urbanística vigente al momento de la expedición del referido
acto administrativo. Lo anterior sin perjuicio de que el solicitante pueda acogerse a la nueva normatividad.

Parágrafo 6º. Si durante el término que transcurre entre 1 expedición del acto administrativo de viabilidad de un proyecto de plan parcial y su
adopción, se suspende provisionalmente por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo el plan de ordenamiento territorial con base en el
cual se formuló el plan parcial, el solicitante tendrá derecho a que el plan se estudie y apruebe con base en las normas vigentes al momento de la
expedición del referido acto administrativo, siempre y cuando en la providencia que adoptó la suspensión provisional no se haya incluido
disposición en contrario.”.

 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 28.Vigencia y revisión del plan de ordenamiento. Los planes de ordenamiento territorial deberán definir la vigencia de sus diferentes
contenidos y las condiciones que ameritan su revisión, en concordancia con los siguientes parámetros:  
1. El contenido estructural del plan tendrá una vigencia de largo plazo, que para este efecto se entenderá como el correspondiente a tres
períodos constitucionales de las administraciones municipales y distritales.  
2. Los contenidos de los componentes urbanos y rurales de mediano plazo tendrán una vigencia correspondiente al término de dos períodos
constitucionales de las administraciones municipales.  
3. Los contenidos urbanos y rurales de corto plazo y los programas de ejecución regirán durante un período constitucional completo de la
administración municipal y distrital completo, habida cuenta de las excepciones que resulten lógicas en razón de la propia naturaleza de las
actuaciones contempladas o de sus propios efectos.  
4. Las revisiones estarán sometidas al mismo procedimiento previsto para su aprobación y deberán sustentarse en parámetros e indicadores de
seguimiento relacionados con cambios significativos en las previsiones sobre población urbana; la dinámica de ajustes en usos o intensidad de
los usos del suelo; la necesidad o conveniencia de ejecutar proyectos de impacto en materia de transporte masivo, infraestructuras, expansión de
servicios públicos o proyectos de renovación urbana; la ejecución de macroproyectos de infraestructura regional o metropolitana que generen
impactos sobre el ordenamiento del territorio municipal o distrital, así como en la evaluación de sus objetivos y metas del respectivo plan.  
No obstante, si al finalizar el plazo de vigencia establecido no se ha adoptado un nuevo plan de ordenamiento territorial, seguirá vigente el ya
adoptado.  
5. Las autoridades municipales y distritales podrán revisar y ajustar los Planes de Ordenamiento Territorial o sus componentes una vez vencido el
período constitucional inmediatamente anterior.  
En las revisiones de los Planes de Ordenamiento se evaluarán por los respectivos Alcaldes los avances o retrocesos, y se proyectarán nuevos
programas para el reordenamiento de los usos de servicios de alto impacto referidos a la prostitución y su incompatibilidad con usos residenciales
y dotacionales educativos”. 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 29.  Consejo Consultivo de Ordenamiento. El Consejo Consultivo de Ordenamiento será una instancia asesora de la administración
municipal o distrital en materia de ordenamiento territorial, que deberá conformar los alcaldes de municipios con población superior a los treinta
mil (30.000) habitantes. Estará integrado por funcionarios de la administración y por representantes de las organizaciones gremiales,
profesionales, ecológicas, cívicas y comunitarias vinculadas con el desarrollo urbano. Así mismo los curadores urbanos forman parte de este
consejo en las ciudades donde exista esta institución. 
  
Serán funciones de este Consejo, además de las previstas en esta ley y su reglamento, el seguimiento del plan de ordenamiento y proponer sus
ajustes y revisiones cuando sea del caso. 
  
Parágrafo. Los miembros de este consejo podrán ser escogidos entre los integrantes del Consejo Territorial de Planeación. 
  

CAPITULO IV



Clasificación del suelo

Artículo 30. Clases de suelo. Los planes de ordenamiento territorial clasificarán el territorio de los municipios y distritos en suelo urbano, rural y de
expansión urbana. Al interior de estas clases podrán establecerse las categorías de suburbano y de protección, de conformidad con los criterios
generales establecidos en los artículos siguientes. 
  

Artículo 31. Suelo urbano. Constituyen el suelo urbano, las áreas del territorio distrital o municipal destinadas a usos urbanos por el plan de
ordenamiento, que cuenten con infraestructura vial y redes primarias de energía, acueducto y alcantarillado, posibilitandose su urbanización y
edificación, según sea el caso. Podrán pertenecer a esta categoría aquellas zonas con procesos de urbanización incompletos, comprendidos en
áreas consolidadas con edificación, que se definan como áreas de mejoramiento integral en los planes de ordenamiento territorial. 
  
Las áreas que conforman el suelo urbano serán delimitadas por perímetros y podrán incluir los centros poblados de los corregimientos. En ningún
caso el perímetro urbano podrá ser mayor que el denominado perímetro de servicios públicos o sanitario. 
  

Artículo 32. Suelo de expansión urbana. Constituido por la porción del territorio municipal destinada a la expansión urbana, que se habilitará para
el uso urbano durante la vigencia del plan de ordenamiento, según lo determinen los Programas de Ejecución. 
  
La determinación de este suelo se ajustará a las previsiones de crecimiento de la ciudad y a la posibilidad de dotación con infraestructura para el
sistema vial, de transporte, de servicios públicos domiciliarios, áreas libres, y parques y equipamiento colectivo de interés público o social. 
  
Dentro de la categoría de suelo de expansión podrán incluirse áreas de desarrollo concertado, a través de procesos que definan la conveniencia
y las condiciones para su desarrollo mediante su adecuación y habilitación urbanística a cargo de sus propietarios, pero cuyo desarrollo estará
condicionado a la adecuación previa de las áreas programadas. 
  

Artículo 33. Suelo rural. Constituyen esta categoría los terrenos no aptos para el uso urbano, por razones de oportunidad, o por su destinación a
usos agrícolas, ganaderos, forestales, de explotación de recursos naturales y actividades análogas. 
  

Artículo 34. Suelo suburbano. Constituyen esta categoría las áreas ubicadas dentro del suelo rural, en las que se mezclan los usos del suelo y las
formas de vida del campo y la ciudad, diferentes a las clasificadas como áreas de expansión urbana, que pueden ser objeto de desarrollo con
restricciones de uso, de intensidad y de densidad, garantizando el autoabastecimiento en servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo
establecido en la Ley 99 de 1993 y en la Ley 142 de 1994. Podrán formar parte de esta categoría los suelos correspondientes a los corredores
urbanos interregionales. 
  
Los municipios y distritos deberán establecer las regulaciones complementarias tendientes a impedir el desarrollo de actividades y usos urbanos
en estas áreas, sin que previamente se surta el proceso de incorporación al suelo urbano, para lo cual deberán contar con la infraestructura de
espacio público, de infraestructura vial y redes de energía, acueducto y alcantarillado requerida para este tipo de suelo. 
  

Artículo 35. Suelo de protección. Constituido por las zonas y áreas de terrenos localizados dentro de cualquiera de las anteriores clases, que por
sus características geográficas, paisajísticas o ambientales, o por formar parte de las zonas de utilidad pública para la ubicación de
infraestructuras para la provisión de servicios públicos domiciliarios o de las áreas de amenazas y riesgo no mitigable para la localización de
asentamientos humanos, tiene restringida la posibilidad de urbanízarse. 
  

CAPITULO V
Actuación urbanística

Artículo 36. Actuación urbanística. Son actuaciones urbanísticas la parcelación, urbanización y construcción de inmuebles. Cada una de estas
actuaciones comprenden procedimientos de gestión y formas de ejecución con base en las decisiones administrativas contenidas en la acción
urbanística, de acuerdo con los contenidos y criterios de prevalencia establecidos en los artículos 13, 15, 16 y 17 y demás disposiciones de la
presente ley. Los actos administrativos de contenido particular y concreto en firme que autorizan las actuaciones urbanísticas consolidan
situaciones jurídicas en cabeza de sus titulares y los derechos y las obligaciones contenidos en ellas. La autoridad municipal o distrital
competente deberá respetar los derechos y obligaciones que se derivan de tales actos.

Son actos administrativos de contenido particular y concreto las licencias de parcelación, urbanización, construcción y demás establecidas por la
normatividad nacional.

Cuando por efectos de la regulación de las diferentes actuaciones urbanísticas los municipios, distritos y las áreas metropolitanas deban realizar
acciones urbanísticas que generen mayor valor para los inmuebles, quedan autorizados a establecer la participación en plusvalía en los términos
que se establecen en la presente ley. Igualmente, las normas urbanísticas establecerán específicamente los casos en que las actuaciones
urbanísticas deberán ejecutarse mediante la utilización del reparto de cargas y beneficios tal como se determina en el artículo 38 de esta ley.

En los programas, proyectos y obras que deban ejecutar las entidades públicas, como consecuencia de las actuaciones urbanísticas previstas en



los planes de ordenamiento o en los instrumentos que los desarrollen, las entidades municipales y distritales competentes, sin perjuicio de su
realización material por particulares, podrán crear entidades especiales de carácter público o mixto para la ejecución de tales actuaciones, de
conformidad con las normas legales generales y con las especiales contenidas en la presente ley y en la Ley 142 de 1994.

Igualmente, las entidades municipales, distritales y las áreas metropolitanas podrán participar en la ejecución de proyectos de urbanización y
programas de vivienda de interés social, mediante la celebración, entre otros, de contratos de fiducia con sujeción a las reglas generales y del
derecho comercial.

 

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 37.  Espacio público en actuaciones urbanísticas. Las reglamentaciones distritales o municipales determinarán, para las diferentes
actuaciones urbanísticas, las cesiones gratuitas que los propietarios de inmuebles deben hacer con destino a vías locales, equipamientos
colectivos y espacio público en general, y señalarán el régimen de permisos y licencias a que se deben someter así como las sanciones
aplicables a los infractores a fin de garantizar el cumplimiento de estas obligaciones, todo ello de conformidad con lo dispuesto en el capítulo Xl
de esta ley. 
  
También deberán especificar, si es el caso, las afectaciones a que estén sometidos por efectos de reservas de terreno para construcción de
infraestructura vial, de transporte, redes matrices y otros servicios de carácter urbano o metropolitano. Para las actuaciones que lo requieran
como la urbanización en terrenos de expansión y la urbanización o construcción en terrenos con tratamientos de renovación urbana, deberá
señalarse el procedimiento previo para establecer la factibilidad de extender o ampliar las redes de servicios públicos, la infraestructura vial y la
dotación adicional de espacio público, así como los procesos o instrumentos mediante los cuales se garantizará su realización efectiva y la
equitativa distribución de cargas y beneficios derivados de la correspondiente actuación. 
  

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

Artículo 38. Reparto equitativo de cargas y beneficios. En desarrollo del principio de igualdad de los ciudadanos ante las normas, los planes de
ordenamiento territorial y Ias normas urbanísticas que los desarrollen deberán establecer mecanismos que garanticen el reparto equitativo de las
cargas y los beneficios derivados del ordenamiento urbano entre los respectivos afectados. 
  
Las unidades de actuación, la compensación y la transferencia de derechos de construcción y desarrollo, entre otros, son mecanismos que
garantizan este propósito. 
  

Artículo 39. Unidades de Actuación Urbanística. Los planes de ordenamiento territorial podrán determinar que las actuaciones de urbanización y
de construcción, en suelos urbanos y de expansión urbana y de construcción en tratamientos de renovación urbana y redesarrollo en el suelo
urbano, se realicen a través de unidades de actuación urbanística . 
  
Como Unidad de Actuación Urbanística se entiende el área conformada por uno o varios inmuebles, explícitamente delimitada en las normas que
desarrolla el plan de ordenamiento que debe ser urbanizada o construida como una unidad de planeamiento con el objeto de promover el uso
racional del suelo, garantizar el cumplimiento de las normas urbanísticas y facilitar la dotación con cargo a sus propietarios, de la infraestructura
para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos colectivos mediante reparto equitativo de las cargas y beneficios. 
  
Parágrafo. Las cargas correspondientes al desarrollo urbanístico que serán objeto del reparto entre los propietarios de inmuebles de una Unidad
de Actuación incluirán entre otros componentes las cesiones y la realización de obras públicas correspondientes a redes secundarias y
domiciliarias de servicios públicos de acueducto, alcantarillado, energía y teléfonos, así como las cesiones para parques y zonas verdes, vías
vehiculares y peatonales y para la dotación de los equipamientos comunitarios. 
  
Las cargas correspondientes al costo de infraestructura vial principal y redes matrices de servicios públicos se distribuirán entre los propietarios
de toda el área beneficiaria de las mismas y deberán ser recuperados mediante tarifas, contribución de valorización, participación en plusvalía,
impuesto predial o cualquier otro sistema que garantice el reparto equitativo de las cargas y beneficios de las actuaciones. 
  

Artículo 40.  Desarrollo prioritario de unidades de actuación urbanística. Los planes de ordenamiento y los instrumentos que los desarrollen
podrán determinar el desarrollo o la construcción prioritaria de inmuebles que conformen unidades de actuación urbanística, de acuerdo con las
prioridades previstas en los planes de Ordenamiento Territorial. 
  

Artículo 41. Procedimiento. Los planes de Ordenamiento Territorial definirán las áreas que deban desarrollarse a través de unidades de actuación
tanto en suelo urbano como en suelo de expansión cuando a ello hubiere lugar y determinarán los criterios y procedimientos para su
caracterización, delimitación y aprobación posterior. 
  
Las unidades de actuación se delimitarán de forma que permitan el cumplimiento conjunto de las cargas de cesión y urbanización de la totalidad
de su superficie, mediante el reparto equitativo entre sus propietarios. 
  



El proyecto de delimitación se realizará por las autoridades competentes, de oficio o por los particulares interesados, de acuerdo con los
parámetros previstos en el plan de ordenamiento, siempre y cuando medie la formulación y aprobación del correspondiente plan parcial, el cual
deberá determinar las previsiones relacionadas con la dotación de las infraestructuras y los equipamientos, las cesiones correspondientes, la
subdivisión, si fuere del caso, en áreas de ejecución y las fases y prioridades de su desarrollo señalando los sistemas e instrumentos de
compensación para la distribución de las cargas y beneficios entre los partícipes. En los casos de renovación y redesarrollo, el plan parcial
incluirá además las previsiones relacionadas con la habitación y el mejoramiento de las infraestructuras, equipamientos y espacio público
necesario para atender las nuevas densidades y usos del suelo asignados a la zona. 
  

Artículo 42. Delimitación de las unidades de actuación urbanística. Una vez aprobado el plan parcial por la autoridad de planeación municipal o
distrital, el proyecto de delimitación se pondrá en conocimiento de los titulares de derechos reales sobre la superficie de la unidad de actuación
propuesta y sus vecinos, en la forma que determine el reglamento, quienes gozarán de un término de treinta (30) días para formular objeciones u
observaciones. 
  
Tramitadas las objeciones y definidas las modificaciones a que hubiere lugar, el proyecto de delimitación será puesto a consideración del alcalde
municipal o distrital, para su aprobación. 
  
El plazo para la aprobación definitiva de los proyectos de delimitación de las unidades de actuación será de tres (3) meses a partir de su
presentación en debida forma. En los casos de iniciativa de los interesados, si transcurrido este plazo no se hubiere notificado la decisión
correspondiente, la delimitación se entenderá aprobada, siempre y cuando se haya realizado el trámite de citación. 
  
En ningún caso se aplicará el silencio administrativo positivo, si la propuesta de delimitación no se acoge a las determinaciones del plan de
ordenamiento. 
  
El acto de delimitación de la unidad de actuación se inscribirá en el registro de instrumentos públicos, en los folios de matrícula inmobiliaria de los
predios que conforman la unidad. Los predios afectados no podrán ser objeto de licencias de urbanización o construcción por fuera de la unidad
de actuación. 
  

Artículo 43. En los sectores de uso exclusivamente residencial y por solicitud del organismo que tenga la representación de la comunidad la
entidad de Desarrollo Urbano correspondiente podrá otorgar a dicho sector una reglamentación urbanística especial que podrá incluir, entre otros
aspectos: 
  
Condiciones al tránsito vehicular 
  
Organización de la seguridad del sector 
  
Normas de paisajismo 
  
Condicionamiento de los constructores entre otros aspectos. 
  
La nueva reglamentación se inscribirá en el Registro de Instrumentos Públicos y en los folios de Matricula inmobiliaria y a los predios que
conforman el sector. 
  

Artículo 44. Ejecución de las unidades de actuación urbanística. El desarrollo de las unidades de actuación implica la gestión asociada de los
propietarios de los predios que conforman su superficie, mediante sistemas de reajuste de tierras o integración inmobiliaria o cooperación, según
lo determine el correspondiente plan parcial. 
  
La ejecución de la unidad de actuación se iniciará una vez se definan las bases para la actuación, mediante el voto favorable de los propietarios
que representen el cincuenta y uno por ciento (51%) del área comprometida. Los inmuebles de los propietarios renuentes serán objeto de los
procesos de enajenación voluntaria y expropiación previstos en esta ley por parte de las entidades municipales o distritales competentes, quienes
entrarán a formar parte de la asociación gestora de la actuación, sin perjuicio de que puedan transferir tales derechos a la misma. 
  
En los casos de unidades de actuación de desarrollo prioritario, si en un plazo de seis (6) meses contados a partir de la delimitación de la unidad
de actuación no se hubiese logrado el acuerdo de que trata el aparte anterior, la administración podrá optar por la expropiación administrativa de
los inmuebles correspondientes o por la enajenación forzosa de los mismos, de conformidad con lo previsto en el Capitulo VIII de la presente ley.
En todo caso, los inmuebles expropiados podrán formar parte de la asociación gestora de la actuación y los recursos para su adquisición podrán
provenir de ésta. 
  

Artículo 45. Ejecución mediante reajuste de tierras. Siempre que el desarrollo de la unidad de actuación requiera una nueva definición predial
para una mejor configuración del globo de terreno que la conforma, o cuando ésta se requiera para garantizar una justa distribución de las cargas
y los beneficios, la ejecución de la unidad de actuación urbanística se realizará mediante el mecanismo de reajuste de tierras o integración
inmobiliaria previstos en la Ley 9º de 1989, según se trate de urbanización en suelo de expansión o renovación o redesarrollo en suelo urbano
respectivamente, con los ajustes que se determinan en el presente artículo. 
  
Para tales efectos, una vez se acuerden las bases de la actuación asociadas según lo previsto en el artículo precedente, se constituirá la entidad
gestora según lo convengan los interesados, la cual elaborará el proyecto urbanístico correspondiente que forma parte del plan parcial. 
  



Con el plan parcial se elaborará y presentará para aprobación de la autoridad de planeación correspondiente, el proyecto de reajuste de tierras o
integración de inmuebles correspondiente, el cual deberá ser aprobado por un número plural de partícipes que representen por lo menos el
cincuenta y uno por ciento (51%) de la superficie comprometida en la actuación. 
  
El proyecto de reajuste o de integración señalará las reglas para la valoración de las tierras e inmuebles aportados, las cuales deberán tener en
cuenta la reglamentación urbanística vigente antes de la delimitación de la unidad, así como los criterios de valoración de los predios resultantes,
los cuales se basarán en los usos y densidades previstos en el plan parcial. 
  
Las restituciones se harán con los lotes de terreno resultantes, a prorrata de los aportes salvo cuando ello no fuere posible, caso en el cual se
hará la correspondiente compensación económica. 
  

Artículo 46. Trámite del reajuste o la integración. Una vez se apruebe el proyecto de reajuste o de integración inmobiliaria, se otorgará la escritura
pública de reajuste de tierras o integración inmobiliaria, en la cual se indicarán cada uno los partícipes de la actuación, los terrenos e inmuebles
aportados y su englobe. A continuación se señalarán las cesiones urbanísticas gratuitas y el nuevo loteo, de conformidad con el proyecto de
urbanización, y finalmente se describirán las restituciones de los aportes en nuevos lotes, señalando su valor y la correspondencia con el predio
aportado. Esta escritura pública será registrada en el folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los predios e inmuebles aportados, los cuales
se subrogarán, con plena eficacia real, en los predios e inmuebles restituidos. 
  
Los lotes adjudicados quedarán afectados al cumplimiento de las cargas y al pago de los gastos de urbanización correspondientes al desarrollo
de la unidad de actuación. 
  
Una vez recibidas las obras de urbanización correspondientes, la edificación de los lotes adjudicados podrá ser adelantada en forma
independiente por sus propietarios, previa la obtención de la licencia de construcción respectiva. 
  

Artículo 47.  Cooperación entre partícipes. Cuando para el desarrollo de una unidad de actuación urbanística no se requiera una nueva
configuración predial de su superficie y las cargas y beneficios de su desarrollo puedan ser repartidos en forma equitativa entre sus propietarios,
la ejecución podrá adelantarse a través de sistemas de cooperación entre los partícipes, siempre y cuando se garantice la cesión de los terrenos
y el costeo de las obras de urbanización correspondientes, de conformidad con lo definido en el plan parcial, todo lo cual requerirá la previa
aprobación de las autoridades de planeación. 
  
La distribución equitativa de las cargas y beneficios se podrá realizar mediante compensaciones en dinero, intensidades de uso en proporción a
las cesiones y participación en las demás cargas o transferencias de derechos de desarrollo y construcción, según lo determine el plan parcial
correspondiente. 
  
Los propietarios de los predios que conforman la unidad de actuación urbanística deberán constituir una entidad gestora que garantice el
desarrollo conjunto de la unidad. En todo caso los predios que la conforman estarán afectados al cumplimiento de las cargas y al pago de los
gastos de urbanización en los términos establecidos en la presente ley. 
  

Artículo 48.  Compensación en tratamientos de conservación. Los propietarios de terrenos e inmuebles determinados en los planes de
ordenamiento territorial o en los instrumentos que los desarrollen como de conservación histórica, arquitectónica o ambiental, deberán ser
compensados por esta carga derivada del ordenamiento, mediante la aplicación de compensaciones económicas, transferencias de derechos de
construcción y desarrollo, beneficios y estímulos tributarios u otros sistemas que se reglamenten. 
  

Artículo 49.  Fondos de compensación. Como mecanismo para asegurar el reparto equitativo de las cargas y beneficios generados en el
ordenamiento urbano, y para garantizar el pago de compensaciones en razón de cargas urbanísticas de conservación, las administraciones
municipales y distritales podrán constituir fondos, los cuales podrán ser administrados mediante encargos fiduciarios. 
  

Artículo 50.  Indices de edificabilidad. Los planes de ordenamiento o los planes parciales que los desarrollen podrán determinar los índices de
edificabilidad relacionados con los inmuebles que formen parte de unidades de actuación o localizados en determinadas áreas o zonas del suelo
urbano, para su convertibilidad en derechos de construcción y desarrollo. 
  
Parágrafo. Confiérense facultades extraordinarias al Presidente de la República, por el término de seis (6) meses contados a partir de la vigencia
de esta ley, para que dicte reglas relativas a los mecanismos que hagan viable la compensación mediante la transferencia de construcción y
desarrollo. 
  

Artículo 51.  Urbanización en suelo de expansión. La adecuación de terrenos en suelo de expansión que no formen parte de unidades de
actuación, con infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos colectivos, podrá ser realizada por las
entidades públicas competentes o por los propietarios correspondientes, según las previsiones de los planes de ordenamiento, pero en todo caso
serán a cargo de sus propietarios las cesiones gratuitas y las obras de infraestructura previstas en el primer inciso del parágrafo del artículo 39 de
la presente ley. 
  
Los planes de ordenamiento y los instrumentos que los desarrollen podrán determinar que las inversiones públicas realizadas mediante la
ejecución de infraestructuras para la adecuación de las áreas de expansión, sean recuperadas a través de la aplicación de los instrumentos tales
como la valorización, participación en plusvalía o compensaciones. 



  

CAPITULO Vl. Desarrollo y construcción prioritaria

Artículo 52. Desarrollo y construcción prioritaria. A partir de la fecha de vigencia de esta ley, habrá lugar a la iniciación del proceso de enajenación
forzosa en pública subasta, por incumplimiento de la función social de la propiedad sobre: 
  
1. Los terrenos localizados en suelo de expansión, de propiedad pública o privada, declarados como de desarrollo prioritario, que no se urbanicen
dentro de los tres (3) años siguientes a su declaratoria. 
  
2. Los terrenos urbanizables no urbanizados localizados en suelo urbano, de propiedad pública o privada, declarados como de desarrollo
prioritario, que no se urbanicen dentro de los dos (2) años siguientes a su declaratoria. 
  
3. Los terrenos o inmuebles urbanizados sin construir, localizados en suelo urbano, de propiedad pública o privada, declarados como de
construcción prioritaria, que no se construyan dentro del año siguiente a su declaratoria. 
  
"Lo anterior sin perjuicio de que tales inmuebles pueden ser objeto de los procesos de enajenación voluntaria y expropiación de que trata la
presente ley." 
  
Parágrafo.  La declaratoria de desarrollo o construcción prioritaria estará contenida en el programa de ejecución, de conformidad con las
estrategias, directrices y parámetros previstos en el plan de ordenamiento territorial, de acuerdo con los objetivos establecidos en el plan para el
logro de su cumplimiento. En todo caso esta declaratoria podrá preverse directamente en el contenido del plan de ordenamiento. 
  
4. Las edificaciones que sean de propiedad pública municipal o distrital o de propiedad privada abandonadas, subutilizadas o no utilizadas en
más de un 60% de su área construida cubierta que no sean habilitadas y destinadas a usos lícitos, según lo previsto en el plan de ordenamiento
territorial o los instrumentos que lo desarrollen y complementen, dentro de los dieciocho meses, contados a partir de su declaratoria, de acuerdo
con los estudios técnicos, sociales y legales que realice la entidad encargada por el alcalde municipal o distrital.  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 53.  Desarrollo y construcción prioritaria en unidades de actuación urbanística. En los casos en que la declaratoria de desarrollo o
construcción prioritaria se refiera a terrenos o inmuebles que conforman unidades de actuación urbanística, los plazos establecidos en el artículo
anterior se incrementarán en un cincuenta por ciento (50%). En los mismos eventos la enajenación forzosa se referirá a la totalidad de los
inmuebles que conforman la unidad de actuación que no se hubieren desarrollado. 
  

Artículo 54. Prórrogas. La iniciación del proceso de enajenación forzosa procederá cuando las obras de urbanización o construcción, según sea
el caso, no se inicien dentro del término señalado, y se referirá únicamente a la parte no urbanizada o construida. 
  
Los términos de que tratan los artículos anteriores empezarán a contarse a partir de la fecha de promulgación del Acuerdo que aprueba el plan de
ordenamiento territorial o el programa de ejecución, según sea el caso, que declara el terreno o inmueble como de desarrollo o construcción
prioritarios y podrá prorrogarse hasta por un cincuenta por ciento (50%), siempre y cuando las obras realizadas representen por lo menos el
cincuenta por ciento (50%) de la urbanización o construcción. La prórroga deberá solicitarse al alcalde municipal o distrital;, antes del vencimiento
del plazo, y no se procederá a la iniciación del proceso de enajenación forzosa mientras la autoridad no decida sobre la solicitud. 
  
Cuando existieren dificultades generales de financiación o de mercado, determinadas por el Gobierno Nacional, los propietarios podrán solicitar al
alcalde prórroga del plazo concedido para cumplir con lo establecido en el artículo 52 de la presente ley. En ningún caso dichas prórrogas
sucesivas podrán exceder los dieciocho (18) meses. 
  

Artículo 55. Iniciación del proceso de enajenación forzosa. Corresponderá al alcalde municipal o distrital, mediante resolución motivada, ordenar
la enajenación forzosa de los inmuebles que no cumplan su función social en los términos aquí previstos. En dicha resolución se especificará el
uso o destino que deba darse al inmueble en lo sucesivo, de conformidad con lo establecido en el plan de ordenamiento y normas urbanísticas
que lo desarrollen. 
  
La resolución que ordene la enajenación forzosa se notificará de conformidad con lo establecido en el Código Contencioso Administrativo. 
  
Contra la resolución que declare la enajenación forzosa sólo procederá, por la vía gubernativa, el recurso de reposición, que deberá interponerse
dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de la notificación. Transcurrido el término de dos meses, contados a partir de la fecha de la
interposición del recurso de reposición contra esta resolución sin que se hubiere resuelto dicho recurso, éste se entenderá negado y la autoridad
competente no podrá resolverlo, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias y judiciales a que hubiere lugar. 
  
Una vez en firme el acto administrativo que ordena la enajenación forzosa se inscribirá en el folio de matrícula inmobiliaria de los terrenos e
inmuebles correspondientes. Los inmuebles así afectados quedarán fuera del comercio a partir de la fecha de inscripción y mientras subsista,
ninguna autoridad podrá otorgar licencias urbanísticas. 
  



La situación de enajenación forzosa se consignará en los certificados de libertad y tradición de los inmuebles objeto de dicho proceso. 
  

Artículo 56. Procedimiento para la enajenación forzosa. Una vez se produzca la inscripción prevista en el artículo anterior, corresponderá a la
administración municipal o distrital, dentro de los tres (3) meses siguientes, someter los terrenos e inmuebles respectivos a enajenación forzosa
mediante el procedimiento de pública subasta, cuya convocatoria incluirá por lo menos los siguientes aspectos: 
  
1. La determinación del plazo para la urbanización o edificación, según el caso, el cual no podrá ser superior al previsto en la presente ley para el
propietario inicial. 
  
' 
  
2. La especificación de que el terreno objeto de la transacción tiene la declaratoria de desarrollo o construcción prioritaria. 
  
3. El precio de base de la enajenación, que no podrá ser inferior al setenta por ciento (70%) del avalúo comercial del inmueble definido por peritos
inscritos en la lonja de propiedad raíz u otras entidades especializadas. 
  
Si en la subasta convocada al efecto no se presentaren posturas admisibles, se citará para una segunda subasta, en la cual será postura
admisible la oferta que iguale al 70% del avalúo catastral. 
  
Si en la segunda subasta no se presentaren ofertas admisibles, el municipio o distrito iniciará los trámites de la expropiación administrativa de los
correspondientes inmuebles, cuyo precio indemnizatorio será igual al 70% de dicho avalúo catastral, pagado en los términos previstos en el
artículo 67 de la presente ley. 
  
Parágrafo 1º. Al precio de la subasta se le descontarán los gastos de administración correspondientes en que incurra el municipio o distrito
respectivo y la totalidad de la plusvalía generadas desde el momento de declaratoria de desarrollo y construcción prioritario. 
  
Parágrafo 2º.  El procedimiento de la pública subasta se sujetará a las normas establecidas en los artículos 525 y siguientes del Código de
Procedimiento Civil. 
  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]

Artículo 57.  Incumplimiento de la función social por parte del comprador. El incumplimiento por parte del adquirente en el desarrollo o la
construcción de los terrenos o inmuebles adquiridos mediante la pública subasta, dará lugar a la iniciación del proceso de expropiación por vía
administrativa por parte del municipio o distrito. En este caso el precio indemnizatorio no podrá ser superior al monto pagado por el adquirente en
la pública subasta, actualizado según el índice de precios al consumidor y la forma de pago será a plazo con una cuota inicial del cuarenta por
ciento (40%) y el saldo en ocho (8) contados anuales y sucesivos, el primero de los cuales vencerá un año después de la fecha de entrega del
inmueble. 
  
Sobre los saldos se reconocerá un interés ajustable equivalente al ochenta porciento (80%) del incremento porcentual del índice nacional de
precios al consumidor para empleados certificado por el DANE para los seis meses inmediatamente anteriores a cada vencimiento, pagadero por
semestre vencido. 
  

CAPITULO Vll
Adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria y expropiación judicial

Artículo 58. Motivos de utilidad pública. El artículo 10 de la Ley 9º de 1989, quedará así: 
  
"Para efectos de decretar su expropiación y además de los motivos determinados en otras leyes vigentes se declara de utilidad pública o interés
social la adquisición de inmuebles para destinarlos a los siguientes fines: 
  
a) Ejecución de proyectos de construcción de infraestructura social en los sectores de la salud, educación, recreación, centrales de abasto y
seguridad ciudadana; 
  
“b) Desarrollo de proyectos de vivienda de interés social, incluyendo los de legalización de títulos en asentamientos humanos ilegales
consolidados y asentamientos humanos precarios, en urbanizaciones de hecho o ilegales diferentes a las contempladas en el artículo 53 de la
Ley 9ª de 1989, la rehabilitación de inquilinatos y la reubicación de asentamientos humanos ubicados en sectores de alto riesgo, la legalización
de asentamientos informales con mejoras o construcciones con destino habitacional y la declaratoria de espacio público sobre los predios o la
parte de ellos que hayan sido destinados urbanísticamente para este fin;

c) Ejecución de programas y proyectos de renovación urbana y provisión de espacios públicos urbanos;”.
 
d) Ejecución de proyectos de producción, ampliación, abastecimiento y distribución de servicios públicos domiciliarios; 
  
e) Ejecución de programas y proyectos de infraestructura vial y de sistemas de transporte masivo; 
  



f) Ejecución de proyectos de ornato, turismo y deportes; 
  
g) Funcionamiento de las sedes administrativas de las entidades públicas, con excepción de las empresas industriales y comerciales del Estado y
las de las sociedades de economía mixta, siempre y cuando su localización y la consideración de utilidad pública estén claramente determinados
en los planes de ordenamiento o en los instrumentos que los desarrollen; 
  
h) Preservación del patrimonio cultural y natural de interés nacional, regional y local, incluidos el paisajístico, ambiental, histórico y
arquitectónico; 
  
i) Constitución de zonas de reserva para la expansión futura de las ciudades; 
  
j) Constitución de zonas de reserva para la protección del medio ambiente y los recursos hídricos; 
  
k) Ejecución de proyectos de urbanización y de construcción prioritarios en los términos previstos en los planes de ordenamiento, de acuerdo con
lo dispuesto en la presente ley; 
  
I) Ejecución de proyectos de urbanización, redesarrollo y renovación urbana a través de la modalidad de unidades de actuación, mediante los
instrumentos de reajuste de tierras, integración inmobiliaria, cooperación o los demás sistemas previstos en esta ley; 
  
m) El traslado de poblaciones por riesgos físicos inminentes." 
  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 59. Entidades competentes. El artículo 11 de la Ley 9º de 1989, quedará así: 
  
"Además de lo dispuesto en otras leyes vigentes, la Nación, las entidades territoriales, las áreas metropolitanas y asociaciones de municipios
podrán adquirir por enajenación voluntaria o decretar la expropiación de inmuebles para desarrollar las actividades previstas en el artículo 10 de
la Ley 9º de 1989. Los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta
asimiladas a las anteriores, de los órdenes nacional, departamental y municipal, que estén expresamente facultadas por sus propios estatutos
para desarrollar alguna o algunas de las actividades previstas en el artículo 10 de dicha ley, también podrán adquirir o decretar la expropiación de
inmuebles para el desarrollo de dichas actividades." 
  

Afecta la vigencia de: [Mostrar]

Artículo 60. Conformidad de la expropiación con los planes de ordenamiento territorial. El artículo 12 de la Ley 9º de 1989, quedará así: 
  
"Toda adquisición o expropiación de inmuebles que se realice en desarrollo de la presente ley se efectuará de conformidad con los objetivos y
usos del suelo establecidos en los planes de ordenamiento territorial. 
  
Las adquisiciones promovidas por las entidades del nivel nacional, departamental o metropolitano deberán estar en consonancia con los
objetivos, programas y proyectos definidos en los planes de desarrollo correspondientes. 
  
Las disposiciones de los incisos anteriores no serán aplicables, de manera excepcional, cuando la expropiación sea necesaria para conjurar una
emergencia imprevista, la cual deberá en todo caso calificarse de manera similar a la establecida para la declaración de urgencia en la
expropiación por vía administrativa." 
  

Afecta la vigencia de: [Mostrar]

Artículo 61.  Modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria. Se introducen las siguientes modificaciones al procedimiento de
enajenación voluntaria regulado por la Ley 9º de 1989: 
  
El precio de adquisición será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus
funciones, o por peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto-ley 2150 de 1995,
de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario especial que sobre avalúos expida el gobierno. El
valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra
en relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica. 
  
La forma de pago del precio de adquisición podrá ser en dinero o en especie, en títulos valores, derechos de construcción y desarrollo, derechos
de participación en el proyecto a desarrollar o permuta. 
  
Cuando de conformidad con lo dispuesto en la presente ley se acepte la concurrencia de terceros en la ejecución de proyectos, los recursos para
el pago del precio podrán provenir de su participación. 



  
La comunicación del acto por medio del cual se hace la oferta de compra se hará con sujeción a las reglas del Código Contencioso Administrativo
y no dará lugar a recursos en vía gubernativa. 
  
Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos treinta (30) días hábiles después de la comunicación de la oferta de compra, no
se ha llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, contenido en un contrato de promesa de compraventa. 
  
No obstante lo anterior, durante el proceso de expropiación y siempre y cuando no se haya dictado sentencia definitiva, será posible que el
propietario y la administración lleguen a un acuerdo para la enajenación voluntaria, caso en el cual se pondrá fin al proceso. 
  
Los inmuebles adquiridos podrán ser desarrollados directamente por la entidad adquirente o por un tercero, siempre y cuando la primera haya
establecido un contrato o convenio respectivo que garantice la utilización de los inmuebles para el propósito que fueron adquiridos. 
  
Parágrafo 1º. Al valor comercial al que se refiere el presente artículo, se le descontará el monto correspondiente a la plusvalía o mayor valor
generado por el anuncio del proyecto u obra que constituye el motivo de utilidad pública para la adquisición, salvo el caso en que el propietario
hubiere pagado la participación en plusvalía o la contribución de valorización, según sea del caso. 
  
Parágrafo 2º.  Para todos los efectos de que trata la presente ley el Gobierno Nacional expedirá un reglamento donde se precisarán los
parámetros y criterios que deberán observarse para la determinación de los valores comerciales basándose en factores tales como la destinación
económica de los inmuebles en la zona geoeconómica homogénea, localización, características y usos del inmueble, factibilidad de prestación de
servicios públicos, vialidad y transporte. 
  
Parágrafo 3°. Los ingresos obtenidos por la venta de inmuebles por medio del procedimiento de enajenación voluntaria descritos en el presente
artículo no constituyen renta ni ganancia ocasional.  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 61-A.  Condiciones para la concurrencia de terceros.  Para efectos de la adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria y
expropiación judicial y administrativa de que trata la Ley 388 de 1997, los recursos para el pago del precio de adquisición o precio indemnizatorio
de los inmuebles pueden provenir de terceros, cuando el motivo de utilidad pública e interés social que se invoque corresponda a los literales c) o
l) del artículo 58 de la presente ley o al artículo 8° del Decreto 4821 de 2010, y se trate de actuaciones desarrolladas directamente por
particulares o mediante formas mixtas de asociación entre el sector público y el sector privado para la ejecución de:  
 
a) Programas y proyectos de renovación urbana, de conformidad con los objetivos y usos del suelo establecidos en los planes de ordenamiento
territorial;  
 
b) Unidades de actuación urbanística, conforme lo previsto en el artículo 44 de esta ley;  
 
c) Actuaciones urbanas integrales formuladas de acuerdo con las directrices de las políticas y estrategias del respectivo plan de ordenamiento
territorial, según lo previsto en los artículos 113 y siguientes de la Ley 388 de 1997;  
 
d) Macro proyectos de Interés Social Nacional (MISN) que se encuentren en curso de acuerdo con la Sentencia C-149 de 2010, y  
 
e) Proyectos Integrales de Desarrollo Urbano (PIDU).  
 
Los programas y/o proyectos desarrollados en función de las actuaciones de los literales a), b) y c), señalados anteriormente, deben estar
localizados en municipios o distritos con población urbana superior a los quinientos mil habitantes, contar con un área superior a una (1) hectárea
y cumplir con las demás condiciones que defina el Gobierno Nacional.  
 
Será procedente la concurrencia de terceros en la adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria y expropiación, siempre que medie la
celebración previa de un contrato o convenio, entre la entidad expropiante y el tercero concurrente, en el que se prevean, por lo menos, los
siguientes aspectos:  
 
1. El objeto del contrato o convenio contendrá la descripción y especificaciones de la actuación a ejecutar, y la determinación de los inmuebles o
la parte de ellos a adquirir.  
 
2. La obligación clara e inequívoca de los terceros concurrentes con la entidad pública de destinar los inmuebles para los fines de utilidad pública
para los que fueron adquiridos dentro de los términos previstos en la ley.  
 
3. La relación entre el objeto misional de la entidad competente y los motivos de utilidad pública o interés social invocados para adquirir los
inmuebles.  
 
4. La obligación a cargo del tercero concurrente de aportar los recursos necesarios para adelantar la adquisición predial, indicando la estimación
de las sumas de dinero a su cargo que además del valor de adquisición o precio indemnizatorio incluirá todos los costos asociados a la
elaboración de los estudios técnicos, jurídicos, sociales y económicos en los que se fundamentará la adquisición predial, incluyendo los costos
administrativos en que incurran las entidades públicas.  
 



5. La obligación de cubrir el aumento del valor del bien expropiado y las indemnizaciones decretados por el juez competente, si este fuere el
caso.  
 
6. La remuneración de la entidad pública expropiante para cubrir los gastos y honorarios a que haya lugar.  
 
7. La obligación de los terceros concurrentes de constituir, a su cargo, una fiducia para la administración de los recursos que aporten.  
 
8. La obligación por parte del tercero concurrente de aportar la totalidad de los recursos necesarios, antes de expedir la oferta de compra con la
que se inicia formalmente el proceso de adquisición.  
 
9. La determinación expresa de la obligación del tercero concurrente de acudir por llamamiento en garantía o como litisconsorte necesario en los
procesos que se adelanten contra la entidad adquirente por cuenta de los procesos de adquisición predial a los que se refiere el presente
artículo.  
 
10. En cualquier caso, el tercero mantendrá indemne a la entidad expropiante por las obligaciones derivadas del contrato o convenio.  
 
Parágrafo 1°. Siempre que se trate de actuaciones desarrolladas directamente por particulares y cuando la totalidad de los recursos para la
adquisición provengan de su participación, el contrato o convenio estipulará que una vez concluido el proceso de enajenación voluntaria y
expropiación judicial y administrativa, el titular del derecho de dominio pasará a ser el tercero concurrente y como tal se inscribirá en el folio de
matrícula inmobiliaria del respectivo inmueble.  
 
Cuando concurran recursos públicos y privados para la adquisición de los inmuebles, la titularidad del derecho de dominio será de la entidad
contratante.  
 
Parágrafo 2°. Si durante el proceso de expropiación judicial, el precio indemnizatorio que decrete el juez corresponde a un valor superior al
contemplado en la oferta de compra o resolución de expropiación, corresponderá al tercero concurrente pagar la suma adicional para cubrir el
total de la indemnización. Se procederá de la misma manera cuando el precio indemnizatorio reconocido dentro del procedimiento de
expropiación administrativa sea controvertido mediante la acción especial contencioso-administrativa de que trata el artículo 71 de la presente ley
o la norma que lo adicione, modifique o sustituya.  
 
Parágrafo 3°. Exceptuando las unidades de actuación urbanística, que se regirán por lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 388 de 1997, en el
caso de proyectos cuya iniciativa sea de las entidades territoriales o de terceros no propietarios de alguno de los inmuebles objeto de las
actuaciones contempladas en los literales a) y c) del presente artículo, la selección de los terceros concurrentes se realizará aplicando los
criterios de selección objetiva que define la normativa vigente.  

 

No obstante, en los casos que sea necesario adelantar un proceso de licitación o concurso público, cuando el tercero promotor de la iniciativa no
resulte adjudicatario, el que resulte elegido le deberá reconocer los gastos de formulación del proyecto, que deberán quedar definidos
previamente a la apertura del proceso contractual.  

T E X T O  C O R R E S P O N D I E N T E  A   [Mostrar]
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

Artículo 62. Derogado. 
L E G I S L A C I Ó N  A N T E R I O R   [Mostrar]

CAPITULO Vlll
Expropiación por vía administrativa

Artículo 63.  Motivos de utilidad pública. Se considera que existen motivos de utilidad pública o de interés social para expropiar por vía
administrativa el derecho de propiedad y los demás derechos reales sobre terrenos e inmuebles, cuando, conforme a las reglas señaladas por la
presente ley, la respectiva autoridad administrativa competente considere que existen especiales condiciones de urgencia, siempre y cuando la
finalidad corresponda a las señaladas en las letras a), b), c), d), e), h), j), k), l) y m) del artículo 58 de la presente ley. 
  
Igualmente se considera que existen motivos de utilidad pública para expropiar por vía administrativa cuando se presente el incumplimiento de la
función social de la propiedad por parte del adquirente en pública subasta, de los terrenos e inmuebles objeto del procedimiento previsto en el
capítulo Vl de la presente ley. 
  

J U R I S P R U D E N C I A   [Mostrar]

Artículo 64. Condiciones de urgencia. Las condiciones de urgencia que autorizan la expropiación por vía administrativa serán declaradas por la
instancia o autoridad competente, según lo determine el concejo municipal o distrital, o la junta metropolitana, según sea el caso, mediante
acuerdo. Esta instancia tendrá la competencia general para todos los eventos. 
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